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- Por moción de varios señores Senadores, el 
Senado resuelve: Oídas las explicaciones del 
señor Ministro de Transporte y Obras Públicas: 
1) Expresar su preocupación por las evidentes 
demoras constatadas en la obra del puente so- 
bre el Río Santa Lucía, asícomo las deficiencias 
en la construcción de la Ruta 1 en la zona de 
Libertad; 2) Exhortar al citado Ministerio a que 
extreme las providencias necesarias de control 
y resolución de los problemas causantes de esta 
demora. 


1) TEXTO DE LA CITACION 


“Montevideo, 11 de junio de 2002. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión 
extraordinaria, mañana jueves 12 de junio, a la hora 15, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 119 de la Cons- 
titución de la República, a los efectos de recibir el informe 
del señor Ministro de Transporte y Obras Públicas, ingenie- 
ro Lucio Cáceres, sobre el estado actual de las obras del 
puente sobre el Río Santa Lucía y la Megaconcesión en 
general. 


Mario Farachio 
Secretario.” 


Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Antonaccio, 
Arismendi, Astori, Barrios Tassano, Brause, Cid, Correa 
Freitas, De Boismenu, Fernández Huidobro, Gallinal, 
García Costa, Gargano, Heber, Herrera, Korzeniak, 
Larrañaga, López, Michelini, Millor, Mujica, Nin Novoa, 
Núñez, Pereyra, Pou, Riesgo, Rodríguez, Rubio y Virgili. 


FALTAN: con licencia, los señores Senadores Garat y 
Singer y la señora Senadora Xavier. 


3) ASUNTO ENTRADO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está abierto el acto. 


(Es la hora 15 y 12 minutos) 


- Dese cuenta de un asunto entrado. 


(Se da del siguiente:) 


“El Poder Ejecutivo, de conformidad con lo establecido 
en el numeral 12 del artículo 168 de la Constitución de la 
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7) Comparecencia del señor Ministro del Inte- 
A DO, 253 


- Pormoción del señor Senador Sanabria, el Sena- 
do resuelve suspender la sesión ordinaria pre- 
vista para el día miércoles 18 de los corrientes y 
realizar una extraordinaria ese mismo día con el 
fin de escuchar al señor Ministro del Interior, 
quien ha solicitado ser recibido para explicar el 
tema relacionado con el sistema carcelario. 


9) Selevantalasesión.....oocococnononccocncnononococccncnnncnns 281 


República, solicita acuerdo para acreditar en calidad de 
Embajador de la República ante el Gobierno del Canadá al 
doctor Alvaro Moerzinger.” 

- ALA COMISION DEASUNTOS INTERNACIONALES. 


4) PEDIDO DE INFORMES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de un pedido de 
informes. 


(Se da del siguiente:) 


“De conformidad con lo dispuesto en el artículo 118 de 
la Constitución, el señor Senador José Mujica solicita se 
curse un pedido de informes al Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca relacionado con el INIA y las investi- 
gaciones de las especies forrajeras.” 

OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO. 


(Texto del pedido de informes:) 
“Montevideo, 11 de junio de 2003. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Prof. Luis Hierro López. 
Presente. 


Al amparo del artículo 118 de la Constitución de la 
República solicitamos se curse el siguiente pedido de infor- 
mes al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca: 


Antecedentes: 


De acuerdo a informaciones que obran en nuestro po- 
der, existe un fortísimo desbalance en el esfuerzo que hace 
el INIA en las investigaciones a favor del comportamiento 
de las especies forrajeras anuales y binuales en detrimento 
de las especies perennes. 


Sírvase informar: 


12 de junio de 2003 


1. Relatar comparativamente ¿cuánto se invierte en in- 
vestigación en unas y en otras especies? 


2. Listado de las especies forrajeras anuales y bianuales 
y perennes que se investigan. 


3. ¿Qué resultado arrojo la investigación de la especie 
Brumus Auleticus? 


Sin otro particular saluda atentamente, 


José Mujica, Senador.” 


5) SOLICITUD DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de una solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“La señora Senadora Xavier solicita licencia por el 
día de la fecha”. 


- Léase. 
(Selee:) 


“Montevideo, 12 de junio de 2003. 


Señor Presidente de la Cámara 
de Senadores 

Don Luis Hierro López 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Por la presente solicito a usted licencia, por motivos 
personales, por el día de la fecha, solicitando asimismo se 
convoque al suplente correspondiente. 


Sin otro particular, le saluda atentamente, 


Mónica Xavier, Senadora.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 
- 14en 14. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda convocada la señora Senadora Sara López, quien 
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ya ha prestado el juramento de estilo por lo que, si se 
encontrare en Antesala, se la invita a pasar al Hemiciclo. 


(Ingresa a Sala la señora Senadora López) 


- Habiendo número está abierta la sesión. 


6) ESTADO ACTUAL DE LAS OBRAS SOBRE EL 
PUENTE DEL RIO SANTA LUCIA Y LA 
MEGACONCESION EN GENERAL 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado pasa a considerar el 
único punto del Orden del Día: “De conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 119 de la Constitución de la Repú- 
blica, recibir el informe del señor Ministro de Transporte y 
Obras Públicas, ingeniero Lucio Cáceres, sobre el estado 
actual del puente sobre el Río Santa Lucía y la 
Megaconcesión en general.” 


SEÑOR RIESGO.- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RIESGO.- Simplemente, es para pedir que el 
Cuerpo autorice el ingreso a Sala del señor Director de 
Vialidad, ingeniero Juan Echeverz y, de ser necesario, del 
ingeniero Ponciano Torrado, de la doctora Naume Goldberg 
y de la ingeniera Cristina Carlomagno. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la solicitud del 
señor Senador Riesgo. 


(Se vota:) 
- 15en 15. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Tiene la palabra la señora Senadora Arismendi. 


SEÑORA ARISMENDI.- Ante todo, quiero hacer un 
señalamiento en lo que tiene que ver con el procedimiento. 


En función de lo que defendíamos en la noche de ayer 
-fundamentalmente, mis compañeros de Bancada-, el señor 
Ministro Cáceres, el señor Presidente del Senado, don Luis 
Hierro López y quien habla, en su calidad de miembro 
interpelante, nos reunimos, tal como lo marca el Reglamen- 
to, y llegamos al acuerdo de que, debido a la urgencia del 
tema y a la disponibilidad de tiempo del señor Ministro, la 
oportunidad de realizar esta sesión era hoy a la hora 15. 
Sabemos que para muchos señores Senadores ha sido un 
inconveniente tener que venir de improviso, y por ello 
pedimos disculpas, pero el tema es que nos atuvimos estric- 
tamente a lo señalado en Sala en la noche de ayer. Lo 
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pudimos hacer efectivo al finalizar la sesión, con las tres 
personas que debían ponerse de acuerdo en torno a cuándo 
se realizaría la reunión que en este momento se está llevan- 
do a cabo. 


Ayer planteábamos que teníamos una urgencia tal, que 
no había posibilidad de esperar a que se encontraran diver- 
sas soluciones, ni siquiera que hubiera la chance para 
solucionarla hoy, porque cada uno de los días que transcu- 
rran van en detrimento de una situación que se ha generado 
y que, si se quiere, ha sido el detonante de este llamado a 
Sala al Ministro Cáceres y a su equipo de asesores. Nos 
referimos a lo ocurrido en el Puente del Río Santa Lucía, 
tema al que nos vamos a dedicar en pocos minutos. 


El segundo punto, tal como se señala en la convocatoria 
de esta sesión y como lo resolvió mi Bancada, tiene que ver 
con algo mucho más amplio: la Megaconcesión. Desde 
nuestro punto de vista, existe una relación entre ambos, 
puesto que estamos hablando de disposiciones que hemos 
ido adoptando. Digo que hemos ido adoptando, porque lo 
ha hecho el Parlamento y también el Poder Ejecutivo, por lo 
que es válido para los uruguayos, independientemente de 
lo que haya votado cada uno en su momento. En particular, 
nosotros votamos en contra, como le consta al Cuerpo. 


Vamos a empezar por lo urgente, por lo que tiene que 
solucionarse ahora y ya no queda plazo, por lo que desde 
nuestro punto de vista tendría que haberse resuelto anoche 
si se hubiera podido. Nos referimos a una situación que 
necesita ser resuelta hoy, y fue por eso que ayer -y también 
hoy lo hacemos- apelamos al Gobierno y asus Representan- 
tes para que tomaran cartas en el asunto: la situación creada 
en torno a las obras del puente sobre el Río Santa Lucía. 


En la breve fundamentación que hicimos en torno al 
llamado a Sala del señor Ministro, dijimos que estábamos 
hablando de una obra que, como señalaba el señor Senador 
Gargano, ha tenido un larguísimo tratamiento y demoras de 
todo tipo. El tema es que el Poder Ejecutivo, por intermedio 
del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, realiza una 
concesión al Consorcio Ruta 1 y éste, asu vez, ala empresa 
transnacional URSSA, que tiene capitales españoles de 
origen vasco, la que a su vez subcontrata con tres empresas 
más o menos nacionales que conforman un consorcio. 


Señalo aquí -lo dije ayer, pero lo voy a repetir, puesto 
que el señor Ministro no estaba presente y no quiero 
obligarlo a que se remita a la versión taquigráfica de la 
sesión de ayer- que los datos que manejábamos y que aún 
manejamos, surgen de conversaciones con responsables, o 
con gente no de alto nivel, sino de segundo orden. Por lo 
tanto, algunos de los elementos que planteábamos ayer son 
parte de las preguntas, de algún intercambio que tuvimos 
anoche con el señor Ministro sobre estos temas. Esto se da 
así porque, como Parlamento, no hemos tenido acceso a la 
documentación necesaria para corroborar cada una de las 
cosas que estamos diciendo. 
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Comentábamos que se trata de un proyecto realizado en 
el kilómetro 22 de la Ruta 1, en el pueblo Santiago Vázquez. 
Según sabemos, éste es llevado adelante -si el señor Minis- 
tro me permite decirlo, él mismo lo corroboraba anoche-, por 
Consorcio Ruta 1 que, asu vez, contrata a una multinacional 
que suministra el proyecto de ingeniería de obra y la estruc- 
tura metálica base para el puente, que subcontrata al Con- 
sorcio BMT, integrado por Julio Berker S.A., Mit S.A. y 
Turboflow S.A., que son las empresas que tenían a su cargo 
el montaje de la estructura. Estamos hablando de una situa- 
ción en la cual se producen atrasos. Ayer dábamos la fecha 
teórica del lanzamiento del primer tramo que, supuestamen- 
te, era el 5 de marzo de 2002; luego el señor Ministro nos dirá 
siesto es así. La fecha real en que se produjo el lanzamiento 
fue el 20 de mayo de 2003. Además, a través de los medios 
de comunicación, en particular, en las instancias en que se 
intentó hacer negociaciones entre los trabajadores y las 
tres empresas que constituyen el consorcio BMT, se 
responsabiliza alos obreros por el retraso en el cumplimien- 
to de las fechas y porque comprometen la licitación. A su 
vez, se afirma -creo que esto es así, luego el señor Ministro 
nos dirá exactamente cómo son las condiciones en las que 
se ha dado esta concesión de obra pública- cuáles son las 
obligaciones contractuales y la parte en que tiene que ver 
el Estado. Algo nos adelantó el señor Ministro en el día de 
ayer, pero esperamos que él exprese con su propia opinión 
lo que nos manifestaba en esa oportunidad. Asimismo, se 
ha afirmado que la empresa vasca URSSA utiliza un meca- 
nismo previsto en el contrato -según parece-, que permite 
descartar a las empresas montadoras si considera que no 
poseen la competencia necesaria. La patronal del consorcio 
BMT plantea el abandono de la obra y, obviamente, el 
pasaje a seguro de paro de todos los trabajadores en la obra 
del puente sobre el Río Santa Lucía. 


En la tarde de ayer tuvo lugar, a su vez, una instancia en 
el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, en virtud de la 
gravedad de la situación. Ayer, en una conversación mano 
a mano mantenida con el ingeniero Cáceres, le manifesta- 
mos que si bien él no es el Ministro de Trabajo y Seguridad 
Social, sino el de Transporte y Obras Públicas, forma parte 
del equipo económico de Gobierno; por lo tanto, es miembro 
del Poder Ejecutivo y es responsable, junto con el titular de 
Trabajo y Seguridad Social, en esos temas. Como se ha 
hecho en este Senado, muchas veces se levanta un tubo 
para poder resolver algunos temas. A propósito, ayer decía- 
mos que se necesitaba en forma urgente un ámbito de 
negociación. 


Como decía, ayer el señor Ministro de Trabajo y Segu- 
ridad Social se entrevistó con unos pocos funcionarios. Por 
otro lado, cabe destacar que el ámbito de negociación no 
existe pese a que, como manifestamos ayer, era urgente 
porque hay pendiente un desalojo de los trabajadores en la 
obra del puente sobre el Río Santa Lucía por parte del 
Ministerio del Interior si éste no se lleva a cabo. Los 
trabajadores podrían adoptar medidas o el Ministerio del 
Interior podría llevar adelante el desalojo. Todo ello depen- 
de de algo tan sencillo como que las partes se reúnan en un 
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ámbito de negociación para tratar de ponerse de acuerdo y 
salir adelante de esta situación. 


Lo único que se planteó ayer en el Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social como ofrecimiento fue la reincorpora- 
ción en la otra empresa -que se supone va a seguir trabajan- 
do- de 19 trabajadores del personal efectivo -que compren- 
de a 36 obreros-, mandar a 17 al seguro de paro, mientras que 
otros 16 quedarían desafectados. También queremos decir 
que las empresas Mit S.A. y Turboflow S.A. ya tienen 10 
trabajadores en seguro de paro cada una. Asimismo, la 
empresa Berker S.A. también tiene personal en el seguro de 
paro. 


Se habla de que la empresa argentina Alvarez vendría a 
continuar con las obras y, según se dice, tomaría a los 19 
trabajadores del conjunto que quedaría en la calle; el resto 
sería personal extranjero. Como dijimos ayer, no se trata de 
un problema de xenofobia. Por suerte, y como ha sido 
tradición, el movimiento sindical uruguayo no hace diferen- 
cias de nacionalidad, pero reclama puestos de trabajo na- 
cionales en la actual situación en la que nos encontramos 
y, además, que se cumplan las normas laborales que tiene 
este país, tanto para quienes sean orientales como de 
cualquier otra nacionalidad. O sea que el tener otra nacio- 
nalidad no es pretexto para abaratar costos de mano de obra. 


También decíamos en la sesión de ayer que, en lo que 
respecta a los trabajadores -es su punto de vista el que 
intentamos trasmitir al señor Ministro de Transporte y 
Obras Públicas-, la propuesta que tienen es que la obra del 
puente siga adelante en las mejores condiciones. En la 
conversación informal que mantuvimos con el señor Minis- 
tro le comentaba que las personas que entienden de este 
tema, ingenieros y constructores, me dicen que para ellos la 
construcción de este puente es un desafío intelectual y una 
posibilidad de constatar en la práctica innovaciones tecno- 
lógicas y formas de trabajo distintas, que a su vez llevan 
poca mano de obra. Esto corrobora lo que señalábamos 
cuando discutíamos este y otros asuntos. Desde el punto 
de vista de la ingeniería y del desarrollo del país, es un tema 
interesante y constituye todo un desafío, pero desde la 
óptica de los trabajadores la obra se cotiza por un monto y 
realmente las cuentas no cierran. Supuestamente, también 
el señor Ministro nos dirá el correctivo a emplear en aque- 
llos elementos que faltaban. Según sabemos, vendrían vía 
lobby, por contactos partidarios y demás. 


Hay alguna razón que hizo que esto no funcionara y por 
lo tanto la solución es ésta, trátese de trabajadores o de 
empresas. No me importa cómo se las caracterice, si son 
buenas o malas, si pueden hacer cosas bien o mal, porque 
no es ese el punto, sino que estamos hablando del trabajo 
nacional, del aparato productivo del país. Por lo tanto, nos 
importa cómo se resuelve este asunto. 


Ayer, en la interpelación íntima o semi íntima, o en el 
intercambio de opiniones que tuvimos en el pasillo, cuando 
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yo hablaba de temas que no conozco porque no soy obrera 
metalúrgica y mucho menos ingeniera, sino maestra - y por 
ende, no sé cómo funcionan muchas de estas cosas-, decía 
que había problemas de materiales. Seguramente el señor 
Ministro podrá -y las empresas también, si es que les 
interesa- hacerme una lista con número de serie y otros 
detalles de las grúas, por ejemplo, o de otras herramientas 
importantes que están allí. El ingeniero Cáceres, no el 
Ministro, puede enseñarme a mí -porque no lo sé- lo que 
ayer mencioné en cuanto a la necesidad de tener cosas tan 
comunes como un aparejo de cadena, si bien algún señor 
Senador del Partido Colorado me decía que no me fuera a la 
“chiquita”, que no me metiera en cosas pequeñas. Digo al 
ingeniero Cáceres que se puede tener una maravillosa grúa, 
herramientas valiosísimas y de gran calidad, pero una cosa 
tan simple como un aparejo de cadena que presente real- 
mente las piezas es indispensable para poder hacer funcio- 
nar la maquinaria que está en el lugar. Como decíamos ayer, 
parece que una cosa es todo el trabajo de montaje y solda- 
dura, y otra que para hacer determinadas tareas o levantar 
ciertas piezas haya que pedir prestado a un camionero el 
gato porque no se cuenta con una herramienta tan simple 
como esa. También sabemos que algunas herramientas se 
solicitan a los trabajadores argentinos. 


¿Por qué planteamos estos puntos que pueden parecer 
menores? Porque nos importan dos aspectos. En primer 
lugar, queremos que se nos diga estrictamente cuáles son 
las condiciones, las exigencias y los controles que estable- 
ce el Ministerio de Transporte y Obras Públicas cuando 
concede al Consorcio Ruta 1 la obra pública, es decir, el 
puente sobre el Río Santa Lucía. Después nos vamos a 
referir a la Megaconcesión, aunque en definitiva es el mismo 
mecanismo; podemos hablar de la Terminal de Contenedo- 
res, del ferrocarril, etcétera. En realidad, nos referimos a un 
mecanismo por el cual el Estado, al conceder, se retira. A mi 
juicio -y el señor Ministro dirá si está de acuerdo-, la 
responsabilidad principal por esta y todas las obras públi- 
cas, sean por contrato o por concesión -y no sólo de 
carácter político- es del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas. Como este aspecto no es nuestro fuerte, consul- 
tamos a algunos que sí saben, como es el caso del doctor 
Carlos Delpiazzo. En uno de los tomos del “Manual de 
Contratación Administrativa” señala los distintos puntos 
de vista por los cuales la doctrina ha transitado en lo que 
tiene que ver con los contratos de obra pública. Cuando se 
refiere a la concesión de obra pública señala claramente: 
“las potestades, derechos y obligaciones de la Administra- 
ción son correlativos de las obligaciones del concesionario 
en el ejercicio de determinados poderes jurídicos que no 
sólo tienen que ver con la ejecución de la obra pública sino 
que también se extienden a la explotación de la misma. Entre 
estas potestades corresponde mencionar las de dirección y 
control, la sancionatoria y la modificatoria. En primer lugar, 
en cuanto a las potestades de dirección y control, es posible 
remitirse a cuanto en su momento señalamos respecto a 
similar poder jurídico en el contrato de obra pública.” Él 
diferencia claramente entre contrato de obra pública y con- 
cesión de obra pública. Reitero lo que señala: “es posible 
remitirse a cuanto en su momento señalamos respecto a 
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similar poder jurídico en el contrato de obra pública.” Luego 
agrega: “Los trabajos deberán ejecutarse bajo la vigilancia 
y la dirección de la Administración, aunque en forma menos 
estricta que en el contrato de obra pública en virtud de que 
la inversión respectiva la está realizando quien ejecuta la 
obra.” Más adelante se refiere a la potestad sancionatoria, 
ala incautación de ingresos, ala continuidad de la explota- 
ción en caso de interrupción por el concesionario, a la 
caducidad, y a las sanciones pecuniarias y registrales. De 
todos modos, no quiero ingresar en este tema porque no lo 
conozco. Luego explica: “Como el contrato de concesión de 
obra pública no es más que una modalidad de ejecución de 
obra pública, será posible aplicar al concesionario sancio- 
nes registrales en la medida en que éste deberá haberse 
inscrito en la sección correspondiente del Registro Nacio- 
nal de Empresas de Obras Públicas.” Cuando en el capítulo 
anterior el doctor Delpiazzo refiere al correlato, o sea, al 
contrato de obra pública, señala con toda claridad los 
derechos y obligaciones de la Administración, como así 
también los poderes jurídicos de que dispone con respecto 
a la verificación, vigilancia, sanción, dirección y control. 
Esto lo vuelve a repetir cuando habla de la concesión de 
obra pública. 


Lo relativo al carácter registral me resultó muy intere- 
sante porque una de las preguntas que me hago -y para la 
cual no tengo respuesta, aunque quizás el señor Ministro 
pueda dármela- es la siguiente. Supongo que cuando se da 
la concesión a una empresa equis es porque dicha empresa 
tiene determinada historia. Supongamos que me presentara 
para aspirar a ser concesionario, que yo tuviera dinero -co- 
sa que no tengo; pero vamos a suponer todos los dispara- 
tes- y que me constituyera en empresa para construir el 
puente sobre el Río Santa Lucía, debo partir de la base de 
que el Ministerio no me otorgaría esa concesión, la de las 
carreteras, la de la Terminal de Contenedores ni ninguna 
otra. ¿Por qué no me las daría? Porque estoy totalmente 
incapacitada para eso. También es verdad que es potestad 
y obligación de la Administración establecer en el registro 
los malos antecedentes de las empresas. Sin embargo, nos 
encontramos con empresas notoriamente ineficientes -y no 
me estoy refiriendo a las que trabajan en el puente sobre el 
Río Santa Lucía- que han sido denunciadas en el Senado y 
en la Cámara de Representantes, e inclusive se han plantea- 
do dudas sobre ellas cuando votamos la Ley de Reactivación 
Económica, en particular, en los artículos referidos a la 
Megaconcesión. En ese momento los nombres ya daban 
vuelta porque el Uruguay es muy chiquitito y Montevideo 
es más chiquitito, como así también el mundillo comercial y 
político de este país. Un Senador me comentó -si quiere, 
después lo podrá admitir- que en una reunión social le 
presentaron a una persona y le dijeron: “acá está el que se 
quedará con el Aeropuerto Internacional de Carrasco.” 
Entonces, la pregunta para el señor Ministro tiene que ver 
con esas potestades y obligaciones de la Administración 
con respecto a las empresas, a la adjudicación y a las 
condiciones en que se da, más allá de los plazos, la calidad 
y toda otra serie de cosas que son obvias. Creo que son 
obvias. Parto de la base de que todas figuran en el contrato, 
porque de lo contrario no estarían tan asustados tratando 
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de determinar cómo hacer para no pagar multas. Esto me 
parece bastante claro. En función de ello, he estudiado lo 
que señala el doctor Sayagués Laso sobre Derecho Admi- 
nistrativo y, en todo caso, lo que aconseja y advierte en su 
desarrollo sobre la doctrina, pero lógicamente lo único que 
podría hacer en Sala es leer en voz alta porque no tengo la 
calificación necesaria para opinar por mi cuenta. No obstan- 
te, he estudiado a respetables juristas que han hecho doc- 
trina en este país sobre el tema y también he preguntado. A 
partir de ello me encuentro con determinados problemas. 
Por ejemplo, antes se llamaba sobrestante a quien en todas 
las obras controlaba los tramos y el material, lo que signi- 
ficaba la contratación de empresas, el control y también la 
dirección de lo que hacían. Supongo que hacen de todo, 
porque los trabajadores me han dicho que en algunas partes 
del puente se cometieron diversos errores que ellos fueron 
señalando y que por tal motivo discutieron con el Consor- 
cio. Como dije ayer, los trabajadores uruguayos tuvieron la 
sabiduría de conformar un solo comité de base para no estar 
enfrentándose y sí poder hacer los planteos colectivamen- 
te, en este caso a un consorcio. Según aprendí de los 
doctores Delpiazzo y Sayagués Laso, el consorcio se cons- 
tituye con el fin de construir esa obra pública. Precisamen- 
te, estas tres o cuatro empresas -no sé cuántas a esta altura- 
que son las responsables de esta situación, se conforman 
en consorcio para realizar esta tarea. Después el señor 
Ministro me dirá si se trata de un consorcio permanente o 
no, pero en todo caso, en lugar de negociar cada uno por 
separado, en la medida en que son un consorcio, los traba- 
jadores también dijeron ser un sindicato -UNTMRA- y que 
irían como comité de base de dicho sindicato a decir que se 
están haciendo cosas mal y que se está perdiendo el tiempo 
por errores que se pueden solucionar de otra manera. Re- 
cién a la tercera o cuarta vez se adoptaron las medidas que 
desde el comienzo los trabajadores reclamaban. Entonces, 
los trabajadores me dijeron en privado -y ahora lo expreso 
públicamente- que no señalara que ellos son perfectos y 
que no cometen errores; por el contrario, me dijeron que, 
incluso, hubieran deseado que, ante un nuevo 
emprendimiento de este tipo, se les hubiera orientado y 
dictado algunos cursos más específicos. Aclaro que esto 
no es porque no sepan, puesto que en el tramo de los 127 
metros que ya están construidos han demostrado que están 
capacitados para estas tareas. También han demostrado 
-y no es la primera vez que los trabajadores de este país 
dejan esto en evidencia, como por ejemplo, lo hicieron los 
obreros de MAK y de Oferol, que saben de lo que hablan- 
que cuando hacen propuestas y defienden su empresa, lo 
hacen bien y los empresarios deberían sentirse felices de 
que el rol que ellos tendrían que asumir lo estén realizando 
los trabajadores. Aclaremos que el rol de los trabajadores 
noesese pero, peleando porel trabajo y la empresa nacional 
con la que tienen un margen de coincidencias y discrepan- 
cias -ya que coliden en temas tales como salarios, descan- 
sos, etcétera-, proponen también soluciones. Sin embargo, 
no se hace caso a las cosas que ellos plantean. 


Entonces, la solución es que el conjunto de estos traba- 
jadores quede afuera. Ahora bien; pregunto cuáles fueron 
los controles, si es que le corresponden al Ministerio de 
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Transporte y Obras Públicas. ¿Los controles se hacen sólo 
cuando se corta la cinta, señor Ministro, o deberían hacerse 
desde el comienzo de la obra hasta el final? Tengo entendi- 
do que los controles se establecen desde el inicio hasta el 
fin de las obras y, además, también estoy convencida de que 
esto es responsabilidad directa de la Administración; por 
tanto, también lo es, en última instancia, en el caso del 
puente del Santa Lucía y de otros tramos que aparentemente 
se están haciendo, sobre los cuales también vamos a plan- 
tear algunas preguntas al señor Ministro. Tanto es así -me 
refiero a la responsabilidad directa del Ministerio de Trans- 
porte y Obras Públicas en cuanto al control permanente, “in 
situ” y del seguimiento de las obras- que el Tribunal de 
Cuentas, en resolución adoptada en sesión de fecha 20 de 
noviembre de 2002, dice en la Carpeta N* 160722: “VISTO: 
Estos antecedentes remitidos por el Ministerio de Trans- 
porte y Obras Públicas, relacionados con la modificación 
del contrato en régimen de arrendamiento de obra con el 
ingeniero Ponciano Torrado; RESULTANDO: 1. Que el 
Poder Ejecutivo procedió, por resolución de fecha 15 de 
abril de 1998, a aprobar la adecuación del contrato suscrito 
el 2 de enero de 1998 entre la Dirección Nacional de Vialidad 
y el ingeniero Ponciano José Domingo Torrado Valle Lis- 
boa, con el objetivo de adecuar las tareas del citado profe- 
sional a las de asesor y coordinador de la concesión de la 
obra pública “Ruta N*1, doble vía Montevideo - Libertad y 
nuevo puente sobre el Río Santa Lucía”, según llamado a 
licitación pública internacional N* 23/96; 2. Que este Tribu- 
nal, en sesión de 18 de junio de 1998, acordó no formular 
observaciones y cometer al contador delegado la interven- 
ción del gasto de U$S 2.500 mensuales más IVA por el plazo 
de seis meses, según contrato de 2 de enero de 1996, 
prorrogable por períodos iguales y consecutivos hasta la 
finalización de las obras; 3. Que ahora en el marco del 
proceso de reforma del Estado y racionalización administra- 
tiva en curso” -esto es algo gracioso- “se impone procurar 
una optimización de los recursos humanos en Administra- 
ción Central, con la consiguiente disminución y contención 
del gasto público; 4. Que en la oportunidad se remite nota 
del Director Nacional de Vialidad en la cual propone la 
adecuación contractual, modificándose el precio mensual a 
abonar al ingeniero Ponciano Torrado, el cual será de 
$57.875 más IVA por mes, incrementándose dicha suma con 
los aumentos que el Poder Ejecutivo otorgue a los funcio- 
narios de la Administración Central; 5. Que por nota de 
fecha 17 de octubre de 2002, se aclara que el plazo del 
contrato no ha cambiado, ya que será el del contrato original 
de fecha 2 de enero de 1996, que expresa que el plazo es por 
seis meses a partir de la fecha de notificación y aprobación 
del mismo por el Poder Ejecutivo, prorrogable 
automáticamente por períodos iguales y consecutivos has- 
ta la finalización de las obras; 6. Que la Oficina Nacional del 
Servicio Civil, en informe de fecha 28 de agosto de 2002, 
señala que la modificación propuesta ha sido registrada no 
mereciendo observaciones; 7. Que el Departamento de 
Contaduría, División Apoyo, expresa con fecha 19 de se- 
tiembre de 2002, que la erogación resultante será atendida 
con cargo afondos asignados por la Ley N* 17.296, de 21 de 
febrero de 2001, inciso 10, Unidad Ejecutora 003, Proyecto 
908, FINTOP, aclarándose que en el presente contrato se 
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reduce y se convierte a moneda nacional el monto del 
arrendamiento de obra.” Estamos hablando de que los U$S 
2.500 mensuales más IVA, hasta el fin de las obras, pasan a 
pesos uruguayos, es decir, se pesifica, como bien me dice 
el señor Senador Gargano. El documento continúa: “CON- 
SIDERANDO: 1. Que el Decreto-Ley N* 15.637, de 28 de 
setiembre de 1984” -esto es muy interesante-, “establece en 
el artículo 3*, literal D, que la concesión de obra pública 
estará sujeta en todos los casos al contralor y fiscalización 
de la autoridad concedente; 2. Que en la cláusula 7.4 del 
contrato de concesión de que se trata, de fecha 3 de julio de 
1998, el concedente” -o sea, el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas, es decir, el Gobierno, y más aún, el Estado, 
porque todo esto es Presupuesto Nacional y, en definitiva, 
somos nosotros- “se obliga a supervisar el contrato a través 
del órgano de control, constituyendo contrato de arrenda- 
miento de servicio de acuerdo a lo resuelto por este Tribunal 
en sesión de 18 de junio de 1998. ATENTO: A lo preceden- 
temente expuesto y a lo que dispone el artículo 211, literal 
B) de la Constitución de la República, el Tribunal ACUER- 
DA: 1. Cometer al contador delegado...”; parto de la base de 
que se trata del contador que autorizamos a entrar a Sala, si 
no me equivoco, o sea, si no estamos ante un problema de 
apellidos. Alguien pidió que ingresara, ¿quién presentó la 
moción en ese sentido? 


SEÑOR RIESGO.- Un servidor. 


SEÑORA ARISMENDI.- Entonces, mi servidor, el señor 
Senador Riesgo, fue quien presentó la moción en el sentido 
de que el ingeniero Torrado pudiera ingresar a Sala; de él 
estamos hablando. 


SEÑOR RIESGO.- Hay un error... 


SEÑORA ARISMENDI.- En ese caso, después me lo 
explica. 


Entonces, el Tribunal de Cuentas “ACUERDA: 1. Come- 
ter al contador delegado la intervención del gasto, previo 
control de la imputación efectuada con cargo a grupo ade- 
cuado, con disponibilidad suficiente. Después se deberá 
controlar el cumplimiento de la retención del Impuesto a las 
Retribuciones Personales, del artículo 25 del Decreto-Ley 
N* 15.293, de 23 de junio de 1982, con las tasas fijadas,” 
etcétera. 


En definitiva, aquí tenemos el contrato de arrendamiento 
de obra del ingeniero Ponciano José Domingo Torrado Valle 
Lisboa, en el que vemos que, con respecto a su obligación, 
se dice que la Dirección Nacional de Vialidad proveerá al 
ingeniero Torrado el apoyo humano y material que se enu- 
mera a continuación: el concurso de un ayudante técnico y 
un auxiliar administrativo, el espacio físico y el mobiliario 
correspondiente para el desempeño de las tareas, computa- 
dor PC con procesador, locomoción con chofer para acceder 
al sitio de las obras en estudio y el empleo del equipo de 
inspección de fuentes de la Dirección Nacional de Vialidad 
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con su chofer y operador, es decir, el técnico correspon- 
diente. Los estudios serán formulados presentando en el 
primer mes de ejecución un informe preliminar. A continua- 
ción, se explican todas las obligaciones que va a tener el 
ingeniero, pero no es el único. 


También tengo en mi poder el material sobre el puente del 
Santa Lucía y una resolución del 20 de noviembre de 2002 
adoptada por el Tribunal de Cuentas. De acuerdo con los 
antecedentes remitidos por el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas, relacionados con la modificación del con- 
trato en régimen de arrendamiento de obra con la ingeniera 
Marta María Sollazo López de Dupuy, se explica que los 
U$S 2.500 más IVA se convierten a pesos -esta parte no la 
menciono porque, seguramente, el señor Ministro la cono- 
ce- y se establece el objetivo de integrar el equipo asesor 
de la concesión de obra pública en la Ruta N* 1 doble vía 
Montevideo - Libertad y nuevo puente sobre el Río Santa 
Lucía, según llamado a licitación pública internacional 
N* 2396. Luego se hace referencia a la parte chistosa de 
racionalización de los recursos del Estado, ala pesificación 
y al contrato que obliga a supervisar estas obras. 


Asimismo, podría nombrar a otra persona que tiene las 
mismas características y le confieren las mismas tareas. El 
ingeniero encomendado de supervisar es Luis Rolando 
Foco Queiruga -estos temas también pasaron por el Tribu- 
nal- y realizará las tareas en la Ruta 1, en los puentes entre 
el empalme 3 y Colonia. En los casos del ingeniero Torrado 
y la ingeniera Sollazo, también se les dan tareas en las obras 
de la Ruta 1, el nuevo puente sobre el Santa Lucía, la Barra 
y sus accesos, etcétera. Estamos hablando de tres profesio- 
nales que seguirán en sus funciones hasta que finalicen las 
obras. 


Según los documentos de los que disponemos, el Minis- 
terio de Transporte y Obras Públicas interpreta que, al 
entrar en vigencia la Megaconcesión, el plazo de los contra- 
tos se extenderá por todo el lapso de ejecución de las obras. 
Como detalle, podemos citar que el ingeniero Torrado en 
determinado momento también estaba contratado por el 
Banco Hipotecario. Se ve que es un funcionario con una 
altísima calidad, porque estaba contratado simultáneamen- 
te por el Ministerio de Transporte y Obras Públicas y el 
Banco Hipotecario del Uruguay. Sin embargo, posterior- 
mente renunció a la Dirección Nacional de Vialidad porque, 
obviamente, es imposible atenderla y, al mismo tiempo, 
trabajar en un contrato del que tenemos los antecedentes 
del Tribunal de Cuentas. De paso, debo decir que nuestro 
compañero Ariel Alvarez va a quedar agotado si no se 
integran nuevos compañeros como establece la Constitu- 
ción de la República. 


Esto quiere decir, desde mi punto de vista, que cuando 
convocamos al señor Ministro Lucio Cáceres por el puente 
del Santa Lucía, estamos citando a la persona indicada. Él 
es quien nos tiene que explicar las condiciones, las sucesi- 
vas demoras y problemas, el que nos tiene que explicar 
cómo se realizan los controles totales y permanentes “in 
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situ”, y cómo los hacen los inspectores de vialidad en otros 
tramos y carreteras a los que nos podemos referir. 


Redondeando lo que tiene que ver con el puente del 
Santa Lucía, seguramente él es la persona indicada para 
contestar acerca de las obras, los antecedentes de las 
empresas, la responsabilidad que tiene el Estado con res- 
pecto a las demoras que puedan suceder, las situaciones 
que se planteen y la responsabilidad que tenemos todos, o 
sea, el Estado en su sentido más amplio, en el momento en 
que esto se haga mal. Ayer se lo decía un poco en broma y 
otro poco en serio porque estábamos en el corredor, pero 
ahora lo reitero en Sala. Si el día de mañana el señor Ministro 
pasa en un auto por un puente como este y hay una parte 
mal soldada y se cae al agua, es responsabilidad de todos 
nosotros como Estado. Si no es así, si estoy equivocada y 
la información que tengo es errónea, el señor Ministro me 
va a poder demostrar que en el lugar, paso a paso, se 
hicieron las cosas muy bien, porque estaban controlando 
“in situ” todas estas personas que renuncian a su cargo 
público para ser contratados con el fin de controlar paso a 
paso, tramo a tramo, en aras del bienestar nacional y de la 
obra pública que se construye, la condición de las solda- 
duras, el montaje, etcétera, del puente. 


Partimos de la base de que el señor Ministro, el día que 
corte la cinta de un tramo o de todo el puente no va a hacer 
el chequeo y a decir que el puente es un mamarracho y 
tendremos que dinamitarlo para luego construir otro. Eso es 
un disparate de mi parte. Quiere decir que, si no hay que 
retroceder a cada rato y remendar errores, es porque esos 
funcionarios del Estado, pagos por el Estado y por todos 
nosotros, están controlando “in situ”. Entonces, las obras 
están bien, las demoras no son responsabilidad de los 
trabajadores y todo lo que se está haciendo nos lleva a otra 
conclusión que no me termina de cerrar. 


Por otra parte, en cuanto al segundo punto al que nos 
queríamos referir, hemos tenido debates en la Comisión 
y en el Senado. Releyendo la versión taquigráfica -porque 
a veces uno se olvida de lo que se dice- pude constatar que, 
en realidad, los Senadores que no fueron parte de la Comi- 
sión de Hacienda protestaron en Sala, señalando que en 
temas tan importantes como la Megaconcesión, no habían 
tenido acceso a detalles importantísimos que les definirían 
el voto. El Miembro Informante de ese momento, el señor 
Senador Brause, decía que había habido una extensa y rica 
discusión en la Comisión de Hacienda, que todo había 
quedado claro y que cada uno de los que participaba tenía 
que informar a su Bancada del rico debate. Tengo en mi 
poder el proceso de discusión que se dio en la Comisión de 
Hacienda, pero no quiero extenderme demasiado. Podemos 
interpretar si fue suficiente o no. En todo caso, cuando se 
habla de la Megaconcesión, se dice: “Autorízase a la Cor- 
poración Nacional para el Desarrollo” -la misma que está 
siendo investigada en la Cámara de Representantes- “a 
ceder totalmente el contrato de concesión o a enajenar a 
empresas radicadas en el país o a organismos internaciona- 
les de crédito, de los cuales la República forma parte hasta 
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el 100% del capital accionario de la sociedad anónima 
formada por aquélla para actuar como concesionaria de la 
llamada Megaconcesión, de acuerdo con el convenio con- 
trato suscrito con el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas el 5 de octubre de 2001 y aprobado el 20 de 
diciembre de 2001 en las condiciones que se indican en los 
artículos siguientes.” 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Couriel) 


- A continuación se indica -todos lo sabemos y podría- 
mos recordarlo, pero no lo vamos a hacer acá- de qué manera 
quedan afectados o no, a quién le corresponde, etcétera. A 
este respecto podríamos entrar en una discusión que man- 
tuvimos muchas veces en cuanto a si la Corporación Nacio- 
nal para el Desarrollo es lo que yo, que no soy jurista, llamo 
un “híbrido”, a la que le puedo pedir cuentas pero me 
contesta si quiere y la que, a su vez, forma la corporación 
vial. En última instancia, hay parte del dinero que se pone 
allí que es de los uruguayos de dos maneras. Por un lado, 
estálo ya construido. Aquí hemos demostrado, al igual que 
varios señores Senadores -y hoy, lamentablemente, lo po- 
demos demostrar más todavía- que aquello que se proponía 
hacer, en su mayor parte, ya estaba realizado y se encontra- 
ba en buenas condiciones. Se trataba de carreteras o rutas 
que, reitero, estaban en condiciones de circulación y sobre 
las que debía hacerse todo un mantenimiento. No voy a 
entrar en el detalle del tema, porque sobre esto ya le hemos 
preguntado al señor Ministro en diversas instancias. Sin 
embargo, el tiempo pasa y surgen nuevas preguntas. Lo 
último que recuerdo es que en la Comisión Permanente, 
durante el verano, esto se preguntó. Acá también estamos 
hablando de concesión de obra pública, dela Megaconcesión 
y de este sistema del cual se da cuenta en los artículos de 
la Ley de Reactivación Productiva, y también nos estamos 
refiriendo a los controles. Con referencia a este último 
punto, encontramos una gran contradicción, pero alo mejor 
el señor Ministro explica que no es así y que los controles 
corresponden al Ministerio, ya que son responsabilidad 
directa de la Cartera en todos los casos. Pero, que nosotros 
sepamos, el control de obras de la Megaconcesión lo hace 
vialidad, y son los gerentes de cada zona, técnicos del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas, quienes man- 
dan a otros subalternos, también técnicos, a efectuarlo. 
Nosotros hemos manifestado en varias oportunidades -y 
también lo han hecho los integrantes del sindicato de 
trabajadores de vialidad cuando vinieron al Parlamento a 
hacer sus planteos en numerosas instancias- que las empre- 
sas a controlar pagan los llamados “gastos de alimenta- 
ción”. No sé cuánto se paga por este concepto, pero a lo 
mejor el señor Ministro nos puede informar, lo que sería 
bueno. Se trata de funcionarios públicos, pertenecientes al 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas, cuya función es 
controlar e inspeccionar las obras del concesionario pero, 
a su vez, los inspeccionados les pagan gastos de alimenta- 
ción bajo ese rubro. Con ayuda técnica del señor Senador 
Correa Freitas -no digo que esté de acuerdo con lo que estoy 
diciendo, y quiero que quede claro que no comprometo su 
opinión-, encontré en el Texto Ordenado de Normas sobre 
Funcionarios Públicos -TOFUP- una norma bien interesan- 
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te. El artículo 296 de ese texto, al referirse alos vínculos con 
la actividad privada, expresa que los funcionarios de la 
Administración Central con cometidos o cargos de direc- 
ción superior o inspectivos o de asesoramiento, no podrán 
ser dependientes, asesores, auditores, consultores, socios 
o directores de las personas físicas o jurídicas que se 
encuentran sujetas al contralor de las oficinas de que aqué- 
llos dependan. Sabía que existía este artículo, pero no lo 
tenía identificado, aunque su contenido me parece absolu- 
tamente obvio. Además, también se dice que estos funcio- 
narios tampoco podrán -y esta parte es mucho más clara- 
percibir de dichas personas -no sé si acaso personas físicas 
o jurídicas, pero el señor Senador Korzeniak me acota que 
se refiere a ambas- ninguna clase de retribuciones, comisio- 
nes u honorarios por concepto de servicios prestados en 
forma permanente. 


Por lo tanto, daría la sensación -pero el señor Ministro 
me lo confirmará- de que estos gerentes de zona o estos 
técnicos subalternos de vialidad que son enviados para 
controlar las obras -es decir, el avance de las construccio- 
nes en rutas y carreteras, así como todas las obras públicas 
que el Ministerio debe fiscalizar- no pueden percibir retri- 
buciones por ningún concepto, por lo que tampoco estarían 
comprendidos los gastos de alimentación. Y parece que el 
gasto de alimentación que reciben es elevado, pero eso no 
lo puedo demostrar. Seguramente, el señor Ministro tendrá 
registrado, en la Tesorería o en alguna parte del Ministerio, 
cuánto es lo que los inspeccionados le pagan por concepto 
de gastos de alimentación a los inspectores. 


Por otra parte, estuvimos preguntando y nos informa- 
mos de que hay una empresa que estaba trabajando en la 
Ruta 21 -en la que han ocurrido tantos accidentes- y que 
paralizó la obra en un tramo entre Dolores y Mercedes. 
Precisamente a esta y a otras empresas -pero particularmen- 
te a ésta- me refería cuando preguntábamos si este tipo de 
empresas están en un registro o si se las califica de alguna 
manera para saber si están aptas. Se supone que estos 
antecedentes quedan y no se impide que posteriormente se 
les adjudique otro trabajo. 


Por otra parte, nos han señalado que se hace un rastri- 
llado en el huellamiento de las rutas de mayor índice de 
accidentes y que luego ese mismo huellamiento hecho por 
la empresa es rastrillado, por lo que se cobra por algo que 
ya se ha cobrado. Entonces, se está haciendo una tarea que 
después se acomoda con el rastrillaje para que no haya 
accidentes, por lo que, reitero, se trabaja dos veces en el 
mismo tramo y la misma empresa nos está cobrando por 
poner en condiciones las rutas. 


En el marco de la Megaconcesión, hemos señalado en su 
momento cuando cuestionamos y denunciamos el hecho, 
que íbamos a poner dinero por todos lados y, en última 
instancia -porque así lo establece la ley- vamos a terminar 
debiéndole al Fondo Monetario Internacional, por poner un 
ejemplo, ya que aquí se mencionan “los organismos inter- 
nacionales de crédito”. 
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Más allá de esto, el diario “Acción”, de Mercedes, dice 
-y pregunto al señor Ministro si es cierto- que Rentas 
Generales -es decir, todos nosotros- tuvo que pagar 
U$S 5:000.000 a la Megaconcesión por la diferencia entre lo 
que tenía que recibir y lo que no ha recaudado. Esto, reitero, 
es lo que señala el diario “Acción” de Mercedes y sería 
interesante que se nos confirmara si es así. 


He escuchado varias veces decir al señor Ministro en los 
medios de comunicación -debo reconocer que ha concurri- 
do muchas veces al Parlamento, conversa y nos explica, por 
lo que en ese punto no se le puede criticar absolutamente 
nada, sino todo lo contrario- que gracias ala Megaconcesión 
pudimos resolver el tema tan grave y riesgoso del puente 
sobre Rosario. Según la información de que dispongo -y el 
señor Ministro me dirá si es verdad o no- el material, la 
maquinaria y los trabajadores que resolvieron el problema 
de ese puente, pertenecen a vialidad. Sobre esos funciona- 
rios, el señor Ministro recordará que en la Legislatura 
pasada -personalmente, no tuvo tiempo para encontrar las 
fechas exactas- defendía encendidamente la idea de ir redu- 
ciéndolos en porcentajes anuales. Sin embargo, esos 300 
funcionarios que trabajan hoy en vialidad son los que -y no 
lo digo en un lenguaje político ni magisterial- “salvan la 
petisa cuando las papas queman”, y es el Ministerio, con 
sus herramientas, trabajadores y materiales el que “salva la 
petisa cuando las papas queman”. Entonces, no sé qué 
quiere decir el señor Ministro cuando agradece a la 
Megaconcesión, salvo que quiera significar que se está 
librando de trabajar en un lado o de pagar en otro, lo que 
tendrá que demostrar. Aclaro que no me quiero adelantar a 
las respuestas o adjudicarle al señor Ministro una intención 
que aún no ha manifestado. 


Tengo una pregunta para formular que considero clave. 
Cuando se planteó la Megaconcesión, dijimos que se trata- 
ba de una privatización. A este respecto, tanto el señor 
Ministro como los Senadores del Partido Colorado -funda- 
mentalmente, el señor Senador Brause, que es al que letoca 
salir a defender- argumentaron largamente. El señor Minis- 
tro decía que no estábamos privatizando nada. Nosotros 
decíamos que la Megaconcesión generaba un monopolio de 
la Corporación Vial que en el momento en que se votó la ley 
estaba administrada por la Corporación Nacional para el 
Desarrollo. La intención del proyecto que hoy es ley era 
vender las acciones en su totalidad, en subasta pública. 
Sería interesante que el señor Ministro explicara los pasos 
dados por la Corporación Nacional para el Desarrollo y por 
la Corporación Vial, la subasta pública de las acciones y qué 
nos quedó, si es que nos quedó algo, a quién le quedó y, por 
lo tanto, en qué manos está la Megaconcesión. Pero si no 
es privatización, sigue siendo claro que es responsabilidad 
directa y absoluta del Poder Ejecutivo y del Parlamento por 
haber votado la ley -aunque no la voté, también me hago 
responsable, lamentablemente- y, en consecuencia, son 
responsables de lo que pase con todo esto. 


Esto lo hemos planteado más de una vez y el señor 
Ministro ha leído las versiones taquigráficas porque se las 
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hemos enviado, y me consta que ha recibido a delegaciones 
de las distintas coordinadoras y organizaciones sociales 
vinculadas con los peajes, como la Mesa Nacional. Asimis- 
mo, sé que hubo intentos y en algunos casos medidas que 
se tomaron con el fin de paliar el impacto que significaban 
los peajes. Además, el señor Ministro hizo algunas afir- 
maciones en la Comisión Permanente, cuya constancia tam- 
bién tenemos aquí. 


Voy a plantear dos o tres aspectos para que quede claro 
de qué estamos hablando. Se establecieron los peajes y se 
empezó a cobrar. En una de sus comparecencias a la Comi- 
sión Permanente -creo que fue allí- el señor Ministro, ante 
una pregunta de un señor Representante del Partido Nacio- 
nal que consultaba por qué se cobraba antes de hacer la 
obra, recordó el gobierno del doctor Lacalle y lo que había 
sido la adjudicación en el Este. Hubo un debate en ese 
sentido y el señor Ministro señalaba que lo ideal sería 
rescatar por lo menos un 50 % de la obra, aunque no había 
condiciones para ello y, si el retorno inmediato era solamen- 
te un de 5 % -no sé si estoy en lo cierto, pero puedo ir a las 
fuentes a confirmarlo- y hay que presentar un 50 % de las 
obras prontas, no es negocio y no hay quien quiera hacer- 
las. Tengo la versión taquigráfica de la Comisión Permanen- 
te y, si el señor Ministro así lo desea, la buscaré. 


Cuando se presenta la Mesa Nacional “No al Peaje”, el 
señor Estramil, Representante de la ciudad de Santa Lucía 
dice: “El peaje en la Ruta 11 fue instalado hace cinco años 
ala altura de Villa Rodríguez; funcionó tres años y medio y 
no se hicieron obras, es decir que el Ministerio de Transpor- 
te y Obras Públicas recaudó, pero en el tramo de la ciudad 
de Santa Lucía a la de San José no se ejecutaron obras. Hace 
un año y medio fue trasladado al kilómetro 81 de la Ruta 11, 
a siete cuadras del puente sobre el Río Santa Lucía, lo que 
ha traído para nuestra región una cantidad de hechos nega- 
tivos.” Y a continuación, los desarrolla. “Se nos dijo que 
en estos cinco años” -esa es la ventaja de un Ministro que 
tiene continuidad- “con el plan de obras se ibaa generar una 
cantidad importantísima de puestos de trabajo. A la fecha, 
solamente se instalaron 12 focos sobre el puente carretero 
que está en el Río Santa Lucía y se está ejecutando una obra 
de reparación de la ruta, de diez kilómetros. En virtud de que 
la empresa Díaz ofreció puestos de trabajo, se anotaron 
1.500 personas, de las cuales ingresaron a trabajar solamen- 
te cuatro.” Asimismo dijo: “Otro elemento muy negativo 
que debemos tener en cuenta es que el puente sobre el Río 
Santa Lucía, en la Ruta 11 es inundable”. A continuación, 
habla de los productores, de los profesionales y de todo lo 
que significan las consecuencias negativas que esto tiene. 


Por su parte, la señora Vázquez, representante de los 
vecinos de Paso de los Toros, plantea: “Por el impacto que 
esto tuvo en una población de 14.000 habitantes que vio 
cortada su libre circulación”, y habla de la instalación del 
puente y dice que está ubicado a 500 metros de la Escuela 
de Pueblo Centenario y a 60 kilómetros de la ciudad de 
Durazno. En definitiva, según lo que dice la gente de Paso 
de los Toros, cierra las puertas de la ciudad. La señora 
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Vázquez continúa diciendo: “También nos preguntamos, 
como vecinos que somos, cómo estos ocho nuevos peajes 
quedaron entre dos concesionarias, es decir, Alvarez y 
González y Ramón Alvarez. Consideramos que está en los 
señores Senadores el querer saber un poco más acerca de 
por qué se dio este monopolio con esta gente.” Yo, como 
Senadora, se lo pregunto al señor Ministro. La señora 
Vázquez dijo, además: “Quizás existan, además, otros as- 
pectos que los señores Senadores consideren conveniente 
investigar, por ejemplo, que en nuestra ciudad el señor 
Ministro Lucio Cáceres continuamente nos ha dicho que 
hasta que no se viera construir las obras no se empezaría a 
cobrar. Nosotros tenemos imágenes y documentos al res- 
pecto, por lo que entendemos que, aunque nos duela decir- 
lo, el señor Ministro nos mintió. Digo esto porque todo el 
mundo pensó que primero se iban a ver las obras y, cuando 
quisimos acordar, el peaje se empezó a cobrar. Hoy vinimos 
con los compañeros y recién vimos en el kilómetro 202 de la 
Ruta 5 una máquina y cuatro funcionarios, por lo que la 
pregunta que nosotros nos hacemos es si esa es la obra que 
se está realizando. Se ha hablado de 4.000 puestos de 
trabajo y de una cantidad de situaciones que se verían 
reactivadas y nosotros, como gente del interior -que a veces 
somos un poco crédulos- creíamos que eso podría ser 
positivo”. 


El señor Arigón, de Mercedes, habla de la libre circula- 
ción de las personas, dice que está entorpecida, menciona 
la Constitución de la República y explica que como comer- 
ciante tiene reducida su actividad. Dice que el peaje es una 
doble imposición, ya que, por un lado, el Gobierno está 
recaudando dentro del IMESTI una parte importante que va 
para el Ministerio de Transporte y Obras Públicas y, por 
otro, con esa misma función, para construir rutas o puentes, 
o reconstruirlos, también recauda. Esto quiere decir que 
está recaudando dos veces con el mismo objetivo. Más 
adelante él aclara: “se está cobrando un verdadero derecho 
de tránsito, no solamente un impuesto sino el derecho a 
transitar por las rutas. El de la Megaconcesión de los peajes 
es un caso en el que el inversor no tiene riesgos.” Dijo que 
la empresa concesionaria no asume riesgos y los peajes 
tienen un efecto sobre los bienes de consumo, encarecién- 
dolos. 


Evidentemente, aquí hay una gran confusión porque el 
señor Ministro Atchugarry dice que, en la actualidad, el 
peaje lo está cobrando el Estado. Así surge de una versión 
de prensa que tengo en mi poder, que no sé si es estricta. 
El dice que el Estado cobra los peajes y no las empresas a 
cuenta del trabajo que van a hacer. Entiendo que esto 
también hay que aclararlo porque hay situaciones diferen- 
tes en cuanto a los peajes, ya que algunos vienen de antes 
y otros están en la Megaconcesión. Tengo que decirlo con 
franqueza, porque es la segunda vez que reconozco que el 
señor Ministro me jopea. Dije esto cuando consideramos el 
tema de la Terminal de Contenedores, ya que le creí las 
veintiocho versiones de borrador que él prolijamente me 
enviaba y yo las estudiaba y controlaba, pero lástima que 
la última, que fue la que votamos aquí, no la leí, porque creí 
que si ya me había mandado veintiocho versiones, no iba 
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a cambiar su estrategia. Después vamos a hablar sobre este 
tema y de algunas cosas que están pasando en ese sentido. 


Concedo al Gobierno que el tema de la concesión lo 
planteó en otras condiciones del país y era un proyecto que 
hasta a mí podía entusiasmarme. Digo esto porque si me 
hablan de cooperación público-privada y de que me van a 
dar buenas carreteras donde se recaude bien, y que con ese 
dinero se cubrirán las zonas que son deficitarias y nadie 
quiere hacer, nos parece bien. Concretamente, les diremos 
que tomen el tramo de la Ruta 8 que está impecable, y que 
se ocupen de la Ruta que va de Treinta y Tres a Melo, la Ruta 
26 0 la Ruta 30, o de caminos vecinales en una zona en la que 
sean imprescindibles. Esto significa que se hacen aportes 
de un lado y de otro. Es decir que la concepción de la 
concesión, en mi opinión, no está en debate. No es un 
problema filosófico; si hay una cooperación público-priva- 
da y alguien que lucra con la obra pública -está bien que así 
lo haga porque estamos en el capitalismo y tiene derecho, 
pero el problema es cuánto gana- se le debe pedir algo a 
cambio para el conjunto de la sociedad, y nos podemos 
poner de acuerdo. 


Se dice que en el caso de la Megaconcesión de los peajes 
el Gobierno está asegurando alos concesionarios un ingre- 
so anual. Si el concesionario no tiene ese ingreso anual, el 
Gobierno se encarga de entregárselo. A lo mejor son esos 
U$S 5:000.000 a que se refiere el diario “Acción” de Merce- 
des, y pregunto al señor Ministro en ese sentido. 


El señor Arigón, de Mercedes, dice que, en consecuen- 
cia, lo que el concesionario no cobró por peaje, lo va a 
recibir como una entrega del Gobierno proveniente de Ren- 
tas Generales, o sea: dinero de toda la población. También 
habla gente de Paso de los Toros y de Paysandú que plantea 
todos sus problemas, así como una Representante de Colo- 
nia, que dice que como habitante de Nueva Helvecia puede 
decir que estuvo trabajando con el señor Ministro Cáceres 
hace algunos años y se les hicieron promesas que no se 
cumplieron nunca. A su vez, puede hablar de una obra que 
seibaarealizar cuando estaba estipulado que la ruta llegaría 
hasta el entronque con Ruta 2, entrada radial Rosario. 
Estaba hablando del antes y no del ahora, pero si lo hacía 
del hoy, tenía que señalar que están por empezar con el 
puente nuevo en Rosario. En realidad, se imagina que están 
terminando aquello que estaba pagado. Aclara que es co- 
merciante y no profesional, pero que escuchó al señor 
Ministro. También expresa que se grabaron las sesiones en 
ese sentido. 


Podríamos seguir refiriéndonos a otros planteos sobre 
el tema peajes y la Megaconcesión, pero lo importante es 
que se diga qué es lo que se está haciendo y cuánto pusimos 
los uruguayos. Acá el gran tema es qué responsabilidad 
tenemos y cuánto cuesta, porque eso es lo que nos pregun- 
tan a nosotros cada vez que proponemos un plan de emer- 
gencia, un plato de comida, dinero para el INAME, asisten- 
cia para las madres jefas de hogar, etcétera. En esos casos 
se nos pregunta cuánto cuesta y de dónde lo sacamos. 
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Entonces, le pregunto al señor Ministro: ¿cuánto cuesta 
todo eso y de dónde sale? Por ejemplo, podemos referirnos 
a los borradores de la terminal -que después dejaron de 
serlo para hacerse realidad- que es uno de los temas sobre 
el cual discutimos mucho. Incluso, el señor Senador Gargano 
puede hablar de su extenso pedido de informes sobre el 
dragado y otros temas, que hizo el 20 de enero de 2003 al 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas y que no le fue 
contestado. Si quiere, el señor Senador puede hacerle las 
preguntas en persona al señor Ministro, aprovechando la 
oportunidad. El hacía preguntas sobre el tema dragado, la 
empresa Boscalis y el dragado a pie de muro, asunto que 
discutimos bastante. El señor Ministro recordará que en la 
Comisión de Transporte y Obras Públicas insistentemente 
pregunté sobre el tema dragado y dragado a pie de muro, 
cuando discutimos el tema de la terminal. Parecería que a 
esta empresa se le extiende el contrato de obra para otorgar- 
le el dragado a pie de muro y eso representa puestos de 
trabajo que hoy tenemos. Son cesiones de derecho que se 
hacen. Además, tenemos datos que estaban en las pregun- 
tas del señor Senador Gargano pero, como no fueron con- 
testadas, el señor Ministro deberá decirnos si son ciertos 
o no. 


Con respecto a los costos económicos del dragado a pie 
de muro, la Administración Nacional de Puertos ha experi- 
mentado con la contratación mediante la licitación de 
dragados estacionarios. El resultado ha sido el siguiente: 
año 1995, empresa Pentamar, muros 6 y 7, cabecera del 
muelle B, total contratado inicial en metros cúbicos: 40.000 
lo que, trasladado a pesos, serían $ 420.000. Resultado fi- 
nal: 60.000 metros cúbicos extraídos, extensión de obra por 
$ 174.000, costo final $ 600.000. Año 2002, empresa Ham, 
dársenas 1 y 2, contrato inicial $ 231.026, en metros cúbicos: 
60.000, extensión de obra en $ 231.026, en metros cúbicos: 
87.509. Resultado final: costo total, $ 462.052. Se realizaron 
gastos en inversión con la colocación de los motores a dos 
de los tres GHS y las barcazas para su autopropulsión; la 
cifra final de la compra de motores y montaje supera los 
$ 750.000. El dragado del canal de acceso le cuesta a la 
Administración Nacional de Puertos -y por lo tanto al 
Estado- más de $ 6:000.000. Haciendo una suma aritmética 
rápida, estamos diciendo que en los últimos años por con- 
trato de obra para el dragado y por inversión se registra una 
suma cercana a los $ 10:000.000, por cosas que estamos 
convencidos podemos hacer nosotros. ¡Hay que demostrar 
que, con los medios que tiene, no lo puede hacer la Admi- 
nistración Nacional de Puertos; hay que demostrar lo que 
no pueden hacer los trabajadores! 


Con respecto a la terminal, aquella farragosa discusión 
sobre la participación del Estado en el control de la partici- 
pación de la Administración Nacional de Puertos en el 
Directorio, discutimos bastante sobre cuál iba a ser el peso 
y el control en el Directorio porque había acciones A y 
acciones B en la subasta y la diferencia entre la tenencia de 
ambas tenía que ver directamente con la participación del 
Estado en la terminal. Respecto a la Terminal de Contenedo- 
res -ahora Terminal Cuenca del Plata, TCP- estoy segura 
-porque lo discutí y leí bien ya que me sorprendí de haber 
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estado distraída- de que en el contrato de licitaciones figura 
la participación de dos Directores del Estado uruguayo con 
sueldo a cargo de la Administración Nacional de Puertos. La 
mayoría de la TCP -el señor Ministro dirá si es verdad- esa 
que decíamos que iba a pesar más que la Administración 
Nacional de Puertos y que el Estado, en todas las farragosas 
disposiciones que existían sobre la tenencia de las acciones 
serie A y serie B, resolvió que no los dejaba participar más 
de las sesiones del Directorio, porque la Administración 
Nacional de Puertos no había cumplido con el monto de 
capital invertido en maquinarias. Desde principios de año 
no los dejan entrar a la terminal y mucho menos participar 
de las reuniones. Supongo que estos Directores tendrán 
que tener técnicos y trabajadores, así como asesores lega- 
les y notariales, pagos por la Administración Nacional de 
Puertos. Entonces, al no tener función, estarían cobrando 
sin que se les permita trabajar. Le pregunto al señor Minis- 
tro si esto es así, si es cierto que el pueblo uruguayo está 
pagando dos Directores por cosas que podemos hacer 
nosotros. Tenemos documentación sobre esto, que podre- 
mos aportar si se hace necesario. 


No quiero aburrir al Senado con este tema, pero podría- 
mos leer el material que tenemos. El 20 de enero de 2003 
-si al señor Senador Gargano le parece bien, le podemos 
entregar el material al señor Ministro para que después nos 
conteste- se pregunta sobre los pagos que se han hecho a 
la Administración Nacional de Puertos y de ésta a Boscalis 
Internacional, sobre si la Administración Nacional de Puer- 
tos propuso una sociedad anónima conjunta, etcétera. El 
señor Senador Gargano formuló muchas preguntas que 
seguramente reiterará más adelante, si le parece pertinente 
y si cree que vale la pena a esta altura de los acontecimien- 
tos. 


Dentro de esta misma concepción por la cual responde 
el señor Ministro Cáceres -aclaro que no es que me la haya 
agarrado con el señor Ministro- ha ido surgiendo una 
montaña de problemas y el señor Ministro tendrá que 
conceder, porque creo en su honestidad intelectual, que 
antes de que todas estas dificultades aparecieran nosotros 
ya habíamos planteado nuestra preocupación. A lo mejor 
fui “molestosa” en la Comisión de Transporte y Obras 
Públicas, pero ciertamente fui planteando nuestra preocu- 
pación, la que podemos demostrar recurriendo a la versión 
taquigráfica. 


Hemos discutido el sueño de la locomotora propia -tal 
como le decía en broma al señor Ministro- porque en esta 
misma concepción de concesión -como lo manifestábamos 
en otras oportunidades- tenemos a los ferrocarriles del 
Estado: “Vendo locomotora”. En aquel momento, le pregun- 
tamos sobre esto al señor Ministro y podría citar la pregunta 
concreta y la respuesta que dio en la Comisión. 


Estamos hablando de unos ferrocarriles que transporta- 
ban en sus mejores momentos alrededor de 1:500.000 tone- 
ladas de carga; hoy tenemos sólo 800.000, lo que quiere 
decir que existen pérdidas. Según dicen los que entienden 
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en esta materia, para alguien que venga y tenga interés en 
hacerse cargo del ferrocarril, se trata de un mercado opina- 
ble, por lo menos. A propósito de esto, me contó un pajarito 
que el señor Ministro se enojó mucho con unos canadien- 
ses que estuvieron por acá y dijeron que este es un mercado 
que no interesa porque es muy pequeño y defendió las 
posibilidades de nuestro país. Por mi parte, lo saludo por 
eso, si así fue. 


Cabe tener presente que de AFE se fueron sacando 
U$S 1:000.000 por año. El 14 de agosto de 2002 tuvimos una 
discusión sobre esto en la Comisión -si no me equivoco, en 
oportunidad de considerarse la Rendición de Cuentas- y el 
señor Ministro explicó claramente el modelo inglés y señaló 
cómo funcionaban los ferrocarriles también en el modelo 
sueco. Me voy a ahorrar los detalles sobre esto, porque 
seguramente el señor Ministro nos lo contará más adelante. 
A su vez, dijo que según el marco legal vigente desde la Ley 
de Presupuesto, inclusive desde la anterior Ley de Presu- 
puesto, se desreguló el acceso a la condición de transpor- 
tista y que la diferencia radica en que mientras en la anterior 
Ley esa desregulación era competencia de AFE, según la 
última, es competencia del Poder Ejecutivo, lo que es bas- 
tante lógico porque no parecería razonable que el organis- 
mo regulador sea a su vez competidor dentro del sistema y 
que, por lo tanto, el sistema que se plantea se llama modelo 
inglés porque Inglaterra lo ha adaptado con algunas conno- 
taciones del modelo sueco, que es parecido, pero no exac- 
tamente igual. 


El señor Ministro dijo también que la responsabilidad de 
infraestructura estará en este caso confiada al Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas y a operadores, que serán 
empresas del sector privado y de la propia AFE, y que, 
además, por circular por esas vías se pagará un canon de 
circulación; con ese canon no va a ser posible atender la 
totalidad de los requerimientos de infraestructura, sobre 
todo si se tiene en cuenta que el ferrocarril hace muchos 
años que no tiene inversiones ni rehabilitación. Expresó 
también que el Ministerio asume responsabilidad sobre la 
vía con un subsidio que es parte del actual subsidio que 
tiene el ferrocarril, que estaba previsto en U$S 5:000.000 y 
para los años siguientes en U$S 10:000.000. Está claro; 
tenemos las cifras y estamos de acuerdo con ellas. No las 
estamos discutiendo. En definitiva, se está haciendo lo que 
se dijo en el artículo 150 de la Rendición de Cuentas: 
U$S 5:000.000 para el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, U$S 3:000.000 para AFE y, a fin de año, cero. 


Además de que están pasando muchas cosas, de las que 
hablan los vecinos y los propios trabajadores, el Ministerio 
de Transporte y Obras Públicas debe pagar horas extra 
porque hay problema de electrificación y de cableado en la 
zona de Colón, además de otras dificultades de todo tipo y 
color. En su momento, le pregunté al señor Ministro algo 
que no entendía, y se lo pregunté en una forma un poco 
torpe, aunque clara. Concretamente, al igual que en aquella 
ocasión, le preguntamos cuál es el plan que existe, o sea, 
cuál es el análisis que se ha hecho en cuanto a las perspec- 
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tivas de que los operadores o las empresas pasen al riel. 
Asimismo, le preguntamos sobre qué posibilidades hay de 
que todo esto funcione de esa manera. Si no entendí mal, se 
dice que antes había U$S 20:000.000 para infraestructura de 
subsidio que se le pasaba a AFE; esto es lo que figura en los 
Presupuestos y en las Rendiciones de Cuentas. Si seguimos 
el razonamiento del señor Ministro, ¿estaríamos tirando 
U$S 20:000.000? Esta es la pregunta que hicimos en aquel 
momento y reiteramos ahora. 


Después se afirma por parte del Ministerio - y es un dato 
de lo que ocurre con los rieles y con la infraestructura- que 
tendrá que agarrar las riendas y que el subsidio pasaría al 
Ministerio para las labores de infraestructura. Y como el 
señor Ministro está por la libre competencia, resulta que 
AFE no puede ser juez y parte; por lo tanto, AFE debe ir a 
la competencia. Eso sí, primero la vaciamos. 


¿Con quién va a competir AFE? ¿Con qué empresa? ¿Con 
el que se compre la locomotora propia que va a ser el que va 
a transitar y a pagar el canon? Con ese dinero, el Ministerio 
va aresolver la infraestructura y, a su vez, se separa a AFE, 
es decir, se habla del concepto de “competidor dentro del 
sistema inglés, con algunos pincelazos suecos”. Así se 
estaría hablando del sector privado y de AFE. Demostremos 
lo contrario. Yo digo -y pido al señor Ministro que si puede 
me demuestre lo contrario- que AFE no podrá hacer abso- 
lutamente nada y a fin de año estará totalmente fuera. 
Colapsa. Y si colapsa, no sé cuántas empresas vendrán, por 
el tamaño del mercado, que tan bien defendía el señor 
Ministro. Realmente, no se me ocurre que vengan muchas, 
aunque a lo mejor me equivoco. Evidentemente, todas ten- 
drán su ruta; me refiero a aquellas que el señor Ministro 
señalaba como las más importantes que son Montevideo- 
Rivera, Montevideo-Minas -por el tema del 50% de la car- 
ga- Montevideo-Treinta y Tres -tramo importante, vincula- 
do con el arroz- y Salto, que nos comunica con la red ar- 
gentina. Parece que ahora lo de Salto se complicó, pero tam- 
bién, al parecer, se complicó hacia el otro lado, porque había 
aparecido lo de la ruta hacia Río Branco. Aprovecho para 
comentar que ala una de la mañana me voy para Río Branco, 
por lo que está sesión deberá finalizar antes de esa hora. 


También está el tema del Puente Mauá, con respecto al 
cual se ha dicho expresamente que por ahí el ferrocarril no 
pasa. Al parecer, se hará otro puente, según me dice el señor 
Senador Gargano. 


Ahora bien, tenemos los vecinos de al lado, a quienes 
mirábamos mucho cuando eran los chicos de oro del mode- 
lo, los que sí hacían las cosas en un cien por ciento como 
les mandaban, y poreso les salían fantásticas. Sin embargo, 
después pasaron a ser los chicos malos del barrio, de ese 
barrio difícil en el cual vivimos. Pero miremos la historia 
argentina. El vecino país tiene una red de ferrocarriles que 
nada tiene que ver con la nuestra, que nunca tuvo nada que 
ver con la nuestra. Tenía $ 1:000.000 de pérdida cuando el 
servicio era público; aclaro que estoy hablando de pesos 
cuando equivalían al dólar. Después, se privatizó y perdió 
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30.000 kilómetros de extensión con todo lo que significa el 
ferrocarril desde el punto de vista de la carga y del transpor- 
te de pasajeros en la Argentina. Actualmente, sigue per- 
diendo $ 1:000.000, a pesar de haber pasado a manos 
privadas. 


Parece que este es el sueño de la locomotora propia que 
cada uno podría comprar como empresa, o los del arroz, o de 
alguna empresa argentina, o de algún ferrocarril que viene 
de otro lado y que ya está privatizado y a lo mejor le sirve 
continuar la ruta. Si fuera así, nos convertiríamos, desde 
otro punto de vista, en las Provincias Unidas del Sur. La 
pregunta concreta es: ¿AFÉE vaa competir en el mercado con 
otras empresas porque está en condiciones? ¿Es verdad que 
el subsidio que se le volcó al Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas no se lo llevó la aspiradora sino que fue a 
parar a infraestructura ferroviaria? 


Podríamos continuar haciendo una serie de plantea- 
mientos que tienen que ver con el Ministerio. Tenemos 
diferentes documentaciones pero sostenemos dos cosas 
fundamentales. Por un lado, los llamados negocios que 
hacemos y que haremos, porque vamos por el mismo camino 
de las subastas -no quiero responsabilizar al señor Minis- 
tro con el aeropuerto porque depende del señor Ministro 
Fau- tal como se hizo con el tema de los contenedores. Es 
decir, se va a la subasta y el que pone la plata contrata un 
operador aeroportuario que se ocupa de todo. Quien habla 
no está espantada ni los trabajadores, así como tampoco 
Cubana de Aviación, Aeroflot, Interfluc de la ex RDA, pero 
American Airlines y United Airlines dicen que si se hacen 
las cosas como están en el pliego, por lo menos el que 
bajamos que no sé si será el definitivo, no van a bajar más 
en el aeropuerto de Carrasco. Eso lo dijeron en la Comisión 
y consta en la versión taquigráfica. Repito, no se trata de 
Aeroflot, de Cubana de Aviación ni mucho menos de los 
trabajadores sindicalizados, sino de esas dos empresas que 
nos plantean un problema muy serio y nos hablan de la 
posibilidad de que todo esto sea parte de un paquete con 
el que se pueden quedar otros vecinos, que tampoco son 
vecinos y que hoy están siendo investigados por el propio 
Gobierno argentino. Me refiero muy concretamente a la 
transnacional que tiene Ezeiza, fundamentalmente con capi- 
tales de Milán. Por lo menos hagamos un alto al fuego, 
paremos un poco y miremos qué está sucediendo y no 
continuemos pasando a Caja o a la aspiradora, y alo mejor 
al agujero negro que nos dejaron en el sistema financiero, 
cuanto vintén se recauda de los dineros de los trabajadores, 
de los jubilados, de los comerciantes, de los productores y 
de la industria agraria. En primer lugar, le solicito al señor 
Ministro que nos demuestre que todos estos negocios en 
los que estamos embarcados son beneficiosos para el país. 


Segundo, siexistiera alguna dificultad -no es que fueran 
pésimos, espantosos y hay que dar marcha atrás, que es lo 
que creo- ¿qué posibilidades tenemos para poder paliar 
realmente la situación que hemos descrito de manera apu- 
rada, pero no porque no podamos ser más extensos y 
documentados? ¿Cuánto nos cuestan estos negocios? 
¿Cuánto nos cuesta a nosotros, al Uruguay? ¿Cuánto he- 
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mos puesto y cuánto tenemos todavía que poner? ¿Qué es 
lo que nos reditúa desde el punto de vista de la calidad de 
vida de los uruguayos? 


Por ahora, me quedo por acá y lamento la extensión de 
mi exposición aunque he tratado de ser concisa. Además, el 
señor Senador Riesgo que en el día de ayer fue muy amable, 
rápido, diligente y sensible para resolver la venida del señor 
Ministro de Transporte y Obras Públicas a Sala, quizá 
también pueda llamar al señor Ministro de Trabajo y Segu- 
ridad Social para abrir una mesa de diálogo acerca de los 
despidos en el Consorcio de Santa Lucía, antes que suce- 
dan cosas que nadie desea. Siempre es bueno y provechoso 
sentarse en una mesa de diálogo; a lo mejor, con la misma 
velocidad, el señor Ministro Pérez del Castillo diga que sí, 
que no se había dado cuenta porque sus subalternos no le 
habían manifestado la urgencia del tema y que ya mismo va 
a plantear un ámbito de negociación. A lo mejor esto lo 
puede hacer el señor Senador Riesgo o, quizá, me esté 
dirigiendo a la persona equivocada porque a veces no tengo 
muy claro quién puede incidir en un Ministerio y quién en 
otro. 


Por ahora terminé la exposición y pido disculpas por la 
extensión de mi discurso, aunque podría haber sido peor. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cr. Alberto Couriel).- Tiene la 
palabra el señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- En primer lugar, la exposición de la 
señora Senadora Arismendi versó sobre dos capítulos: uno 
vinculado con el Puente sobre el Río Santa Lucía y el otro 
con la Megaconcesión, que estaban en la convocatoria. 


Me permito señalar que en la presentación de la señora 
Senadora Arismendi con respecto al segundo capítulo, 
todo lo que tiene que ver con el tema portuario, ferroviario 
y aeroportuario, no forma parte del motivo de la convoca- 
toria, por lo cual estaré encantado de conversar esos temas 
con ella, como lo he hecho siempre, en el ámbito de la 
Comisión de Transporte y Obras Públicas, pero en esta 
oportunidad nos atendremos al motivo de la citación. 


Con relación al primer tema, compartimos su urgencia. 
A todos nos preocupa la situación de los trabajadores y su 
incertidumbre, o certidumbre, en cuanto a la pérdida de un 
trabajo que tenía una perspectiva interesante, en virtud de 
una rescisión producida en el contrato del consorcio 
empleador con los contratistas de la empresa de la conce- 
sión. Entendemos que estas personas tienen la angustia 
lógica de todos aquellos que viven este tipo de situaciones. 
Me parece importante tener claro cómo es la situación y cuál 
es el rol de nuestro Ministerio. 


El Ministerio es concedente de una concesión para la 
construcción del Puente sobre el Río Santa Lucía y sus 
accesos. Por lo tanto, actúa en esa condición y tiene como 
cocontratante al concesionario -Consorcio Ruta 1- con el 
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cual tiene el vínculo contractual y a quien le tiene que exigir 
el cumplimiento de las cláusulas administrativas y técnicas 
del contrato. Por lo tanto, esa es la relación que tiene el 
Estado en materia contractual. 


Consorcio Ruta 1, como empresa concesionaria, 
subcontrata a un consorcio de empresas denominado 
URSSA-Lastra. La empresa URSSA es española, vasca, 
especialista en metalúrgica y la empresa Lastra también es 
española, pero de Madrid, especialista en producir el des- 
plazamiento de esa viga que se va armando en tierra y que 
va avanzando sobre los pilares del puente. Esa es la 
subcontratista del concesionario. El consorcio de empresas 
URSSA-Lastra, a su vez, subcontrata tareas, y está habili- 
tada para ello; estaes una licitación internacional, en la que 
compitieron empresas de varios países, entre ellos, España. 
URSSA-Lastra contrata un subcontratista local, constitui- 
do por empresas que se dedican al ramo de la metalúrgica y 
que conforman un consorcio llamado BMT. Esta sigla repre- 
senta a las tres empresas que integran el consorcio: Berkes, 
Mit y Turboflow, que son las que emplean alos trabajadores 
que hoy están en esta situación. Quiero que quede claro, 
entonces, cuál es la relación del Ministerio de Transporte 
y Obras Públicas con este conflicto entre los trabajadores 
y el Consorcio BMT. 


Este es un aspecto muy importante, porque nosotros 
debemos exigir al concesionario todos los elementos que 
están en nuestra relación contractual. Pero más allá de eso, 
en lo que refiere a sus subcontratistas y a sus proveedores, 
se trata de relaciones entre privados, y no de privados con 
el Estado. De manera que sería muy riesgoso que el Estado 
interviniera en las relaciones entre privados para arbitrar a 
favor de unos o de otros, porque empezaría por incurrir en 
responsabilidades patrimoniales, y seguramente en ese 
caso el concesionario las haría valer como elementos de 
demanda y de protesta. En definitiva, es al concesionario al 
que tenemos que exigir todo, y éste tiene sus instrumentos 
y sus subcontratistas, que en definitiva van a estar hacien- 
do partes, piezas, suministros y elementos que se van a 
estar integrando al puente. 


(Ocupa la Presidencia el señor Luis Hierro López) 


-La señora Senadora Arismendi mencionaba, en su plan- 
teamiento, el rol de control que ejerce el Ministerio. En este 
caso ocurre -y hasta hemos sido criticados por esto- que el 
Ministerio no controla el producto final, sino que ha tenido 
como conducta, en ésta y en todas las concesiones, contro- 
lar los productos intermedios, es decir que, aunque muchas 
veces no es el ejecutor de los ensayos o de los elementos, 
está presente y está consciente de lo que está sucediendo. 
En el caso que nos ocupa, sabemos exactamente lo que está 
sucediendo en materia de soldaduras, que es el tema prin- 
cipal del objeto del contrato de este Consorcio BMT con la 
subcontratista URSSA-Lastra; tenemos noticias oficiales y 
oficiosas de ambos lados. Precisamente, la señora Senadora 
Arismendi hacía referencia a quienes integran el grupo del 
órgano de control de la concesión de Ruta 1 y eso no es un 
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invento; el propio pliego de condiciones establece, en su 
artículo 24, la existencia de ese órgano de control. Además 
se dice que para el cumplimiento de sus cometidos, estará 
integrado por una unidad de coordinación -esa es la posi- 
ción que ocupa el ingeniero Torrado- y dos inspecciones 
técnicas, una de carreteras y otra de puentes; la de carrete- 
ras la ocupa el ingeniero Luongo, que es un funcionario de 
la Dirección de Vialidad, y la de puentes está a cargo de la 
ingeniera Sollazo. De manera que el órgano de control es un 
elemento que existe a priori, está previsto en todas las 
concesiones que tenemos y nos da garantías de que se está 
supervisando, más allá de que en el esquema concesionario, 
como bien señala el doctor Delpiazzo -a quien citaba la 
señora Senadora Arismendi- si bien están los requisitos de 
control, difieren de los del contrato de obra pública. En este 
último caso, terminado el contrato, la responsabilidad se 
extingue al cabo de los períodos de mantenimiento de las 
obras. En cambio, en el contrato de concesión de obra públi- 
ca, en donde hay, a posteriori de la realización, un largo 
plazo para el repago de las obras, se supone que el que eje- 
cuta la obra no lo va a hacer de mala manera si después va 
a ser el responsable a lo largo de todo el período de repago. 
De allí proviene el menor control que se requiere en la 
concesión sobre la modalidad de contrato de obra pública. 


Ahora bien, cuando el Estado cambia de rol, como en 
este caso, es decir, cuando muda el contrato de concesión 
de obra pública, si bien se tiene que ocupar menos de 
determinadas cosas, se tiene que ocupar de otras que antes 
no tenía en cuenta; por ejemplo, debe realizar el seguimiento 
económico financiero del desempeño de la concesión, tiene 
que ocuparse de otros elementos que pueden estar hacien- 
do a la relación con terceros, etcétera. Estos son elementos 
novedosos, diría, del contrato de concesión frente a la 
práctica tradicional. 


En definitiva, el primer concepto que quería que quedara 
claro es el rol del Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
frente a esta situación que se plantea entre los obreros y el 
Consorcio BMT. Para resumir, el concedente es el Ministe- 
rio de Transporte y Obras Públicas; el concesionario es 
Consorcio Ruta 1; URSSA-Lastra es subcontratista; y Con- 
sorcio BMT es subcontratista del subcontratista. Incluso, 
hay varios subcontratistas en la misma condición que 
URSSA-Lastra; por ejemplo, hay otros que se ocupan de la 
carretera, pero no los voy a mencionar ahora. Entonces, 
creo que queda claro que al Ministerio no le corresponde 
participar en esta relación entre el consorcio de estas tres 
empresas y los trabajadores. Este es un tema que se está 
procesando a través del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social y seguramente habría otros ámbitos para procesar- 
los, que deberían haberse utilizado antes, y ésta es una 
opinión personal. Lo mismo están argumentando los traba- 
jadores en su nota, en la que plantean que era una buena 
oportunidad para trabajar y para poder desarrollar una 
tecnología, pero sus empleadores no han sido conscientes 
de esa situación, no les dieron capacitación, no hubo inver- 
sión y al final, sostienen que sus empleadores perdieron el 
trabajo y ellos fueron redistribuidos o pasaron al seguro de 
paro. 
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SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- ¿Me permite una 
interrupción, señor Ministro? 


SEÑOR MINISTRO.- Me gustaría terminar la idea, y 
después se la concederé con mucho gusto. 


Creo que el primer tema a que acabo de hacer mención es 
muy importante. Insisto en que cuando el Estado ingresa en 
lo que son relaciones entre privados, corre el riesgo de 
incurrir en responsabilidad patrimonial; y no hay que olvi- 
dar que no tenemos derecho a tomarnos esas atribuciones. 


La relación contractual que el Ministerio tiene con Con- 
sorcio Ruta l es muy fuerte y muy exigente de parte nuestra. 
Es más, hemos sido sumamente duros en el manejo de esa 
relación contractual desde el principio y actuamos en fun- 
ción de que la oferta hecha por este Consorcio estuvo muy 
despegada de la que presentaron otras empresas. Cuando 
uno ve situaciones de ese tipo piensa si luego, efectivamen- 
te, se va a poder cumplir con lo pactado. 


Ahora bien, no menos cierto es que una licitación es eso, 
una licitación en la que se establecen los mecanismos y las 
condiciones que deben cumplir las empresas, que es a lo 
que debe atenerse quien juzga. 


No sólo nosotros hemos sido muy duros con Consorcio 
Ruta 1, sino también con la propia realidad, puesto que las 
previsiones de ingresos que tenía fueron otras muy diferen- 
tes, por distintas razones. 


A partir de que se hiciera una renegociación de contrato 
hace un par de años, hemos venido exigiéndole -inclusive, 
también, en la propia negociación- más elementos. Concre- 
tamente, en la última negociación le exigimos que, inclusive, 
enel caso de rescisión del contrato de concesión, el puente 
-el que hoy está parte armado sobre las pilas, parte en el 
obrador y la última parte en el Puerto, porque llegó hace 
poco tiempo- y su colocación, deberán quedar como patri- 
monio del Estado. O sea que esto es algo bien demostrativo 
de las exigencias del cumplimiento administrativo del con- 
trato que celebramos con Consorcio Ruta 1. 


Sabemos de la existencia del subcontrato de la empresa 
URSSA-Lastra y lo hemos aceptado, puesto que, como lo 
pide el pliego, son dos empresas de amplia calificación en 
el tema. La primera es una metalúrgica de mucha trayectoria; 
y también la tiene Lastra. En su momento ambas tenían la 
libertad de poder contratar empresas soldadoras de cual- 
quier nacionalidad, y no necesariamente uruguayas. Nos 
pareció que con buen criterio lo hicieron con el Consorcio 
BMT. Por otra parte, las tres que hoy en día son motivo de 
disputas con sus empleados, son reconocidas en el medio 
local. 


También es claro que URSSA, que tenía la posibilidad de 
contratar cualquier empresa subcontratista -y lo hizo con 


CAMARA DE SENADORES 


12 de junio de 2003 


una local- sabía que el tipo de soldadura que se realiza en 
esta clase de estructura, no es la común y corriente y, por 
ello, en cierta medida arriesgaba experimentar con empresas 
que no estaban habituadas a trabajos de esta naturaleza. En 
definitiva, creo que fue una buena demostración de con- 
fianza en el país el haberlo hecho con empresas locales, 
cuando podrían haber subcontratado con empresas ameri- 
canas más reconocidas como las chilenas o las argentinas. 
El problema que tiene lo local es que no podría haberlo 
hecho con una sola. Por lo tanto, tuvo que subcontratar con 
un consorcio de tres empresas que todos sabemos es más 
difícil de administrar que el de una sola. Ese es otro elemento 
que estuvo presente en el origen de los problemas que hoy 
en día han llevado a esta instancia. 


Ahora bien, el 5 de junio -es decir, el jueves de la semana 
pasada- se termina rescindiendo el contrato que tienen las 
dos empresas privadas, URSSA con BMT. ¿Por qué? Se 
termina rescindiendo -esto es oficioso y no algo oficial- 
porque resulta que desarrollado el 10% de los trabajos se 
había gastado el 33% del presupuesto. En consecuencia, 
proyectado hacia adelante, era claro que con el 100% del 
presupuesto no se hacía la totalidad de la obra. 


Otro elemento que creo es muy importante estriba en la 
demora y la relación con los plazos que tiene la empresa 
URSSA con el concesionario. Si la empresa subcontratista 
URSSA-Lastra no cumple con éste, será pasible de las 
multas previstas en ese contrato privado que desconoce- 
mos y que, por otra parte, no debemos conocer. Seguramen- 
te, el concesionario, que es pasible de multas en la relación 
concedente-concesionario, lo que debe hacer, como se 
hace en cualquier contrato, es repetir la multa a la que sería 
pasible por no cumplir con el contrato que firma con el 
subcontratista y, a su vez, éste con el siguiente. Por ende, 
si el Consorcio BMT no está en condiciones de cumplir en 
el plazo previsto, lo que tiene que hacer es salir de esa 
contratación porque, de lo contrario, lo que hará 
presumiblemente es meterse en mayores dificultades, incu- 
rrir en más multas. Pero por versiones oficiosas sabemos 
que llegaron a una rescisión amigable, sin que existieran 
multas entre las partes, cosa que parece bastante tolerante 
de parte de URSSA-Lastra con el Consorcio BMT. 


Insisto en que sabemos que existen todas las cosas de 
las que estamos hablando, estamos al tanto de lo que 
sucede, pero no forman parte de la relación contractual y 
de la responsabilidad del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas en el contrato de concesión de la construcción del 
nuevo puente sobre el Río Santa Lucía. Hemos venido aquí 
a compartir esto con ustedes, pero entendemos que esa 
demora que mencionábamos, asu vez, está relacionada con 
la calidad del trabajo. ¿Por qué se demoró? ¿Porque llovió? 
No, se demoró porque la calidad del trabajo tuvo grandes 
dificultades. Seguramente, si preguntamos a las distintas 
partes, unas endilgarán la responsabilidad a los empleados 
-y estos harán lo propio con los empleadores- así como a la 
ausencia de inversiones y de capacitación, entre otros 
elementos. Sin embargo, un hecho objetivo de la realidad es 
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que el máximo de tolerancia en este tipo de soldaduras en el 
mundo es que un 3% de las longitudes sean rechazadas. Ese 
es un estándar, yo diría, de nivel pésimo a nivel internacio- 
nal. El promedio de soldaduras rechazadas en este tiempo 
fue del 7%, o sea, más del doble del nivel de calidad 
requerido; quiere decir que hubo un rechazo mayor. En 
algunos casos, se alcanzó el 25%; por ejemplo, medido en 
la unidad metros de soldadura, estamos hablando de vein- 
ticinco centímetros en un metro. 


Este no es un tema menor, porque estamos hablando de 
soldaduras sumamente complejas y delicadas, es decir, de 
aquellas que se realizan en elementos metálicos de grandes 
espesores, que no son comunes, y sometidos a grandes 
esfuerzos. Precisamente, al verificarse que estaban presen- 
tes esos problemas de calidad -que, insisto, es un tema del 
consorcio BMT y, por tanto, son los responsables de 
generar un producto de calidad, con sus operarios, sus 
herramientas y su control-, se determinó un esquema de 
control mucho más exigente que el que se habría utilizado 
ordinariamente. Normalmente, se habría empleado un siste- 
ma de control por muestreo. 


SEÑORA ARISMENDI.- ¿Me permite una interrupción? 


SEÑOR MINISTRO.- Me disculpará la señora Senadora, 
pero quiero terminar con el primer tema. 


Como decía, ese consorcio, que tenía un trabajo atracti- 
vo y tecnológicamente nuevo, así como la capacidad de 
formar su empresa y seguramente por eso tomó el trabajo, 
tal vez no supo instrumentar los elementos para, precisa- 
mente, al cabo de un razonable primer tiempo de ir pagando 
el derecho de piso de lo nuevo, estar en un nivel de calidad 
razonable. Este tema llevó a que la propia BMT tuviera que 
contratar una empresa -Ingeniero Tangari % Asociados- 
para que hiciera el control de las soldaduras, no en forma 
aleatoria como se hace normalmente cuando hay una buena 
práctica y una homologación empresaria -y, entonces, se 
controla de tanto en tanto, como en el caso del hormigón, 
que se saca una probeta cada tantos metros cúbicos- sino 
que tuvo que hacer un control de todas las soldaduras que 
se ejecutaban. Se trata de controles complejos y costosos, 
que se realizan por Rayos X o por gamagrafía, por genera- 
ción de un campo magnético, por líquidos penetrantes con 
los cuales se mide la calidad, y por algún otro sistema que 
estoy olvidando en este momento. Reitero que la empresa 
tuvo que pasar a controlar la totalidad de las soldaduras. A 
su vez, requirió -ese era un trabajo que hacía Ingeniero 
Tangari para BMT; en definitiva se hacía un autocontrol 
interno porque el contrato relacionaba a Tangari con BMT- 
que el concesionario contratara a una empresa argentina 
controladora de calidad -en este caso Risk Control Group- 
para que controlara lo que el Ingeniero Tangari estaba 
realizando y lo que BMT estaba produciendo. 


Podrán imaginar los señores Senadores la cantidad de 
elementos de control que se ha tenido que generar. Á estos 
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elementos se suma que el proyectista de este puente es el 
ingeniero Martínez Calzón, de nacionalidad española, muy 
afamado; tal vez los señores Senadores no hayan escucha- 
do su nombre, pero seguramente sí el de su competidor, el 
ingeniero Calatrava, que hacen esos puentes muy bonitos 
en distintos lugares del mundo y que son lo último en 
tecnología. En tanto proyectistas, tienen, por lo tanto, las 
responsabilidades, y exigen a quienes construyen sus obras 
el cumplimiento de las calidades a las cuales ellos están 
habituados y con las que han contado para hacer sus 
proyectos. 


De modo que, en materia de control de calidad, tenemos 
el propio de fabricación de cualquier empresa que hace un 
producto, el de la empresa especialmente contratada por el 
consorcio BMT para hacer el control de las soldaduras, el 
de Risk Control Group, el del proyectista -que, inclusive, 
determinó, observando los primeros resultados de calidad, 
que se cambiara la metodología de control, de una que se 
llama VPI por una denominada VPP- y, asu vez, el órgano 
de control del Ministerio de Transporte y Obras Públicas el 
que, si no está todo como corresponde, de arriba del obra- 
dor no se mueve un metro sobre las pilas del puente. Lo que 
hoy está sobre las pilas del puente fue hecho por los 
empleados del consorcio BMT y sus soldadores y se en- 
cuentra en perfectas condiciones. ¿Cuál es el problema? El 
problema es que el tiempo que insumió hacereso fue incom- 
patible con el cumplimiento de los plazos de las relaciones 
contractuales privadas. Eso es lo que llevó a la rescisión del 
contrato entre BMT y URSSA. 


Por lo tanto, creo que todos podemos estar tranquilos en 
cuanto a la calidad de lo que se ha hecho y de lo que está 
colocado. Hoy se plantea que, en definitiva, la empresa 
URSSA-Lastra está haciendo contactos -hoy nos lo comu- 
nicaron como respuesta a una nota que habíamos enviado 
a nuestra concesionaria- con una empresa también urugua- 
ya -creo que es Montelecnor- que vendría a sustituir al 
consorcio BMT en esa posición. 


Pienso, entonces, que estamos frente a un claro conflic- 
to entre obreros de una empresa y la propia empresa. Está 
claro que ese conflicto -no lo han planteado así los obreros 
en su nota ni en la que nos hizo llegar el PIT-CNT- noes con 
el Ministerio de Transporte y Obras Públicas ni con la 
empresa URSSA ni con el concesionario, sino con la empre- 
sa de los soldadores. Por lo tanto, es un conflicto entre 
obreros y empleadores en el cuarto nivel de una relación 
privados-privados. 


Con relación a la dimensión del problema, a título 
ilustrativo podemos decir -estas son informaciones oficio- 
sas- que de aproximadamente 51 empleados, 20 continuarán 
el trabajo en sus empresas, porque estas realizan muchos 
trabajos de metalúrgica -si bien este puente era importante 
para ellas, aparentemente estos trabajadores serían distri- 
buidos para llevar a cabo las tareas habituales de esas 
empresas, o en algún otro que puedan tener- 17 pasarían a 
seguro de paro, mientras que los restantes 14, en lo que 
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corresponde a este contrato, no generaron la cantidad de 
jornales necesaria para tener derecho al seguro de paro. 


El tema, desde el punto de vista de la relación 
empleadores-empleados está procesándose, como dijo la 
señora Senadora, en el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social a fin de encontrar alguna alternativa a esta situación. 
Lo que está claro es que el contrato de BMT con la empresa 
URSSA-Lastra fue rescindido el jueves de la semana pasa- 
da. 


He tratado de ser lo más objetivo posible y estimo que 
he dado respuesta a una cantidad importante de los puntos 
planteados por la señora Senadora. No se responsabiliza a 
los trabajadores -no creo que nadie lo esté haciendo; mucho 
menos de nuestra parte- por el atraso en el plazo. Existe una 
realidad de dificultad para avanzar en una determinada línea 
y dentro de los cánones de precio que habían pactado los 
privados. Probablemente esa responsabilidad será mutua y, 
en tal sentido, los empresarios responsabilizarán a los 
trabajadores y éstos a aquéllos. 


En lo que tiene que ver con el desalojo de la obra, 
nosotros debemos exigir el cumplimiento del pliego, y al 
respecto, es importante saber qué es lo que dice en esa 
materia. Concretamente, señala que si transcurrieran 30 días 
de paralización de las obras, nosotros deberíamos desatar 
el proceso de rescisión, elemento que da para pensar mu- 
cho. En definitiva, es una facultad que tiene el Poder Ejecu- 
tivo, pero siempre lo meditaríamos bastante en virtud de que 
hay varias subcontratistas que hoy en día no tienen este 
problema; por lo tanto, rescindir el contrato implicaría no 
sólo que muchos trabajadores quedaran sin empleo, sino 
también que otros subcontratistas, eventualmente, pudie- 
ran perderlo. Entonces, es muy probable que la rescisión 
generara una situación bastante compleja en materia de 
acreedores. Por algo en algún momento, habiendo estado 
próximos a la posibilidad de rescindir el contrato, no lo 
hicimos, porque entendimos que siempre sería mejor demo- 
rar un poco más y poder seguir adelante con la obra. 


La experiencia de las rescisiones de contratos muestra 
que las obras son demoradas y que en general el Estado 
pierde, aunque mucho más pierde la sociedad. En conse- 
cuencia, a diferencia de lo que sucedería si, por ejemplo, se 
hubiera planteado este problema en el puente existente 
sobre el Río Santa Lucía, la obra fuera ocupada y se hubiera 
suspendido la circulación -en cuyo caso el Ministerio sí 
debería haber actuado en defensa de los demás ciudadanos 
que se verían limitados en su voluntad de circular- en este 
caso la obra que está ocupada se encuentra al costado de 
la carretera, razón por la cual entendemos que es un proble- 
ma que corresponde al concesionario que ha tomado pose- 
sión de la concesión. Mientras tiene la posesión de la 
concesión, las actuaciones sobre el área de la concesión 
son las del concesionario. 


En cuanto a si las empresas Berkes, Mir y Turboflow 
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estaban bien equipadas o no, realmente desconozco el 
punto y considero que no nos corresponde hacer aprecia- 
ciones al respecto. Nosotros somos concedentes y conce- 
sionario. En todo caso, necesitamos tener garantía de que 
el subcontratista, el empuje de puentes y de fabricación de 
puentes es idóneo, tal como lo hicimos al realizar las veri- 
ficaciones pertinentes, tanto en el caso de URSSA como en 
el de Lastra. De ahí para abajo creo que no nos corresponde 
actuar. 


En ese sentido, quisiera reiterar el símil que hice ayer a 
la señora Senadora Arismendi. Imaginemos una empresa 
que estuviera construyendo un puente y tuviera un provee- 
dor de piedra. Compra en la cantera que habitualmente le 
provee, pero resulta que necesita piedra con determinada 
especificación y en cierto momento no se la provee. ¿Qué 
hace la empresa contratista? Cambia de proveedor. La situa- 
ción que estamos analizando es análoga. Cuando cambia de 
proveedor, éste siente que ha perdido el trabajo y los 
empleados de la cantera ocupan la empresa que está hacien- 
do el puente. Creo que es bastante gráfico y demuestra que 
no es razonable dentro de la lógica contractual. Lo que está 
claro es que en el caso del puente nosotros no habríamos 
sido concedentes sino que se trataría de una obra pública. 
En el caso de la obra pública, se debe determinar cuál es la 
relación y la competencia que posee el Ministerio de Trans- 
porte y Obras Públicas para involucrarse en ese tema. En 
materia de subcontratos, el régimen de contratación, tanto 
de obra pública como de concesión de obra pública, el único 
elemento que prevé refiere a cuando los contratistas o los 
concesionarios tienen adeudos con el personal y, en tal 
sentido, existen algunas normas que los transforman en lo 
que podríamos llamar acreedores prioritarios. 


Por lo tanto, volviendo a los dos conceptos que mane- 
jaba la señora Senadora, creo que en el episodio actual al 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas, en tanto es 
concedente, no corresponden otras actuaciones que las 
que ha realizado hasta el momento: estar informado, saber 
lo que sucede y exigir al concesionario y alertarle sobre los 
problemas que se están viendo en la obra, ante lo cual 
deberá tomar los recaudos del caso con sus subcontratistas 
y éstos con las empresas asociadas. Con relación a la 
existencia del control, podemos tener la total seguridad de 
que el mismo ha estado siempre y continuará. Con ese fin se 
concretaron esos contratos a los cuales hizo referencia la 
señora Senadora. 


Con respecto al ingeniero Foco, creo que hay una con- 
fusión. El ingeniero Foco también está contratado por la 
Dirección de Obras, pero no tiene nada que ver con el 
contrato de la Ruta 1, porque fue contratado para otra 
zona. 


Esto sería lo relativo al primer punto; luego daríamos 
lugar a las intervenciones que se habían solicitado y des- 
pués pasaríamos a analizar el segundo punto de la convo- 
catoria. 
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SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- ¿Me permite una 
interrupción, señor Ministro? 


SEÑOR MINISTRO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor Fernández Huidobro. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- Quería efectuar una 
pregunta muy concreta. El señor Ministro ha dicho, con 
respecto a las preguntas de la señora Senadora Arismendi, 
que podíamos estar tranquilos, hasta el momento, en cuanto 
alos controles de calidad que se efectúan acerca de lo que 
se está poniendo arriba de los pilares. Pero también dijo que 
se había gastado el 33% del presupuesto, obteniéndose un 
avance nada más que del 10% de las obras. Este es un 
problema de la empresa y no nuestro, pero no me quedó 
claro si podemos estar tranquilos en cuanto al cumplimiento 
de los plazos. 


Creo entender que el señor Ministro ha contestado, 
respecto aesa duda, en el sentido de que va a haber demoras 
en un puente en el que ya se han dado muchos atrasos y es 
como el “puente de la discordia”; se va a transformar en un 
puente famoso. Tengo en mi poder documentos que hablan 
de esta construcción desde 1994 y también mencionan los 
plazos incumplidos por Consorcio Ruta 1 en forma sistemá- 
tica y reiterada y, como bien ha dicho el señor Ministro, en 
varios casos se ha estado al borde del derecho pleno de 
rescisión por parte del Estado. Personalmente, tengo enor- 
mes dudas al respecto y pienso que esto habría que haberlo 
hecho hace mucho tiempo. 


Sin embargo, Consorcio Ruta 1 está cobrando el peaje 
a los que pasan por ahí, uruguayos o no. Es decir que 
nosotros estamos cumpliendo, estamos pagando -o sea, el 
pueblo, la gente- pero ellos no lo están haciendo y, además, 
cada tanto aparecen problemas. Entiendo la explicación 
técnica del problema, creo entenderla, me la imagino: las 
soldaduras, los controles, los requisitos del diseñador del 
puente -me imagino la desgracia de ese hombre si el puente 
se viene abajo- etcétera, pero en resumen lo que tenemos es 
más demora. 


Entonces, ¿en qué riesgo estamos en esa materia, señor 
Ministro? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Minis- 
tro. 


SEÑOR MINISTRO.- Creo que aquí hay dos referencias. 
Una tiene que ver con la situación en la que estamos en 
cuanto a los peajes que se han cobrado con relación a las 
inversiones que se han realizado. Según entendí, ese era el 
segundo punto. El primero tenía que ver con cómo estamos 
en cuanto al tema de los plazos hacia el futuro -es decir, con 
respecto a la terminación de las obras- y la relación con los 
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plazos de la parte a la que específicamente hacíamos men- 
ción. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- Pido la palabra para 
una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- La pregunta realiza- 
da al señor Ministro tenía que ver, sencillamente, con que 
aquí hubo un contrato entre el concesionario y el 
concedente. El concedente le dio al concesionario, a cam- 
bio de unas obras a realizarse en determinado plazo, una 
serie de emolumentos a cobrar en determinado plazo. Los 
emolumentos los hemos aportado, ¿pero los plazos origina- 
les se han cumplido? No, eso ya lo sé. Pero además de no 
haber cumplido antes, ¿cuánto más no van a cumplir esos 
plazos ahora, a raíz de las soldaduras, por decirlo de alguna 
manera, es decir, a raíz de un nuevo incidente? Planteo esto 
porque esa ruta nos tiene plagados de incidentes, pues a 
cada rato ocurre alguno con Consorcio Ruta l y sus 
subcontratistas. No sé hasta qué punto el Estado no tiene 
derecho a reclamar que así como vigila al primer 
subcontratista, es decir, a la empresa URSSA y a la otra 
cuyo nombre no recuerdo, madrileña, para que sean buenas, 
también les recalque que ellos tienen, a su vez, la obligación 
de controlar que los otros lo sean. Aquí no hay sólo un 
problema de cumplimiento estricto de la calidad del trabajo 
y de tomarse el tiempo necesario para ello, sino también de 
cumplimiento de los plazos, porque la gente está pagando 
el peaje. 


Entonces, ese es el riesgo por el que formulo la pregunta 
al señor Ministro. 


7) COMPARECENCIA DEL SEÑOR MINISTRO DEL 
INTERIOR 


SEÑOR SANABRIA.- Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANABRIA.- Señor Presidente: el señor Minis- 
tro del Interior nos ha solicitado concurrir al Senado de la 
República en la sesión del próximo miércoles alas 16 horas, 
aefectos de analizar la problemática de las cárceles. Si bien 
es cierto que el señor Ministro puede visitar el Senado en 
el momento en que así lo estime conveniente, en este caso, 
alos efectos de coordinar el trabajo parlamentario, solicita- 
mos que el Cuerpo se pronuncie en este sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera que el señor Senador 
Sanabria aclarara si su moción tiene que ver con la realiza- 
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ción de una sesión extraordinaria u ordinaria del Cuerpo. Mi 
pregunta va dirigida a que, en caso de que se tratara de una 
sesión ordinaria, habría que alterar el Orden del Día. 


SEÑOR SANABRIA.- Mi propuesta es que se convoque 
a una sesión extraordinaria para el próximo miércoles ala 
hora 16, suspendiendo la sesión ordinaria de ese día. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se vaa votar la moción formula- 
da por el señor Senador Sanabria para suspender la sesión 
ordinaria del miércoles próximo y convocar a una extraordi- 
naria para ese mismo día a los efectos de recibir al señor 
Ministro del Interior. 


(Se vota:) 
- 24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Así se procederá. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- Pido la palabra para 
fundamentar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- Me hubiera gusta- 
do aprobar esta moción con un aplauso. 


SEÑOR GARGANO.- Pido la palabra para una aclara- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO.- Deseo aclarar al Cuerpo que la 
sesión se realizará a pedido del señor Ministro, es decir que 
no es una interpelación y no se puede juzgar su actuación. 
¿No es así, señor Presidente? Esto está claro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este procedimiento se establece 
en el artículo 108 del Reglamento; me refiero a lo relativo a 
la presencia de un Ministro para tratar determinado tema. 


SEÑOR GARGANO.- Creo que el señor Presidente me 
entiende. Lo que se estaba planteado en el ámbito parlamen- 
tario -si no me equivoco, por el señor Senador Fernández 
Huidobro- era realizar una interpelación. Lo que quiero 
aclarar es que no vamos a poder juzgar la actuación del 
señor Ministro con respecto a este tema. 


Personalmente, esto no me preocupa porque puede ha- 
ber una instancia posterior donde podamos analizar el tema 
sin ninguna dificultad. 
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Simplemente, deseaba tener la aclaración del señor Pre- 
sidente, ya que sé que siempre interpreta nuestras palabras. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No se trata de una sesión en 
régimen de Comisión General, por lo tanto, el Senado tiene 
facultades resolutivas. 


SEÑOR SANABRIA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANABRIA.- Como bien ha dicho el señor 
Senador Gargano, todos hemos entendido sus palabras. Si 
hubiera voluntad política de plantear una interpelación, 
nosotros tampoco tendríamos inconveniente en realizarla 
ahora ni el miércoles. 


S) ESTADO ACTUAL DE LAS OBRAS SOBRE EL 
PUENTE DEL RIO SANTA LUCIA Y LA 
MEGACONCESION EN GENERAL 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado continúa con el tema 
en debate: “Estado de las obras sobre el Puente del Río 
Santa Lucía y la Megaconcesión en general.” 


Puede continuar el señor Ministro. 


SEÑORA ARISMENDI.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Ministro? 


SEÑOR MINISTRO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir la señora Se- 
nadora. 


SEÑORA ARISMENDI.- En realidad, quiero ser muy 
clara al plantear mis preocupaciones para que el señor 
Ministro me conteste con exactitud. Estamos hablando de 
una obra que hace ocho años que existe. No estoy hablando 
de esta última etapa de la obra ni del nuevo puente “fantás- 
tico”. Desde hace ocho años existen pilares sobre los cuales 
se ha intentado hacer un puente, que se encuentra incon- 
cluso. Es posible que me equivoque y quizás sean nueve, 
pero hace muchos años que el puente está sin terminar 
debido a distintas postergaciones. 


Con respecto aesto, hay otras experiencias como las que 
ha destacado el señor Senador Fernández Huidobro, y yo 
recuerdo la del aerocarril de Malvín. Es sabido que las 
empresas vienen y hacen cosas cuando les conviene y 
cuando no, se van, dejan las cosas tiradas, a la gente tirada 
y la obra por la mitad. No digo esto para que el Ministro me 
conteste, porque estoy convencida de que es así y puedo 
demostrarlo. No he querido citar palabras del señor Minis- 
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tro por discreción, pero en la noche de ayer me dijo que 
miraron las cantidades de soldaduras rechazadas, que equi- 
valían a un determinado porcentaje, por ejemplo, un 25%. 
Me parece que esas cifras son atroces. El Ministro dijo que 
“se” encontraron y me gustaría saber a quién corresponde 
ese “se”. ¿Quién encontró soldaduras que no correspon- 
dían? ¿Cuándo se enteró el señor Ministro de que eso era 
así? ¿Quién se lo informó y cómo se lo plantearon? Si no 
entendí mal, el señor Ministro dijo que la decisión la tomó 
BMT, que es la que contrata la empresa para controlar. 
Quiere decir que hay un ingeniero que contrata a otro, lo que 
hace que esto sea algo muy farragoso y sea muy difícil 
seguirle la pista. Compadezco al señor Ministro, porque 
esto es detectivesco. Sin embargo, hay una cosa que es muy 
clara: el señor Ministro dijo ayer, y volvió a repetir hoy, que 
para cortar la cinta, para habilitar el puente y que la gente 
no se caiga, porque está hecho de acuerdo con las especi- 
ficaciones del pliego, deberán pasar por arriba de su cadá- 
ver. Yo le creo, pero me pregunto cuándo se enteró el 
Ministerio. ¿Se enteró cuando empieza el asunto, cuando se 
encuentran los resultados al azar o aleatoriamente? Sobre 
esto tengo mi opinión y puedo dar ejemplos. Recuerdo el 
caso de la Universidad de la República cuando construía en 
Malvín Norte la Facultad de Ciencias y sus arquitectos e 
ingenieros estaban parados allí, controlando “in situ”. 
Quisiera saber si se enteró a medida que esto fue pasando, 
oficialmente u oficiosamente. Si fue oficiosamente no en- 
tiendo para qué tiene estos controladores de contrato de 
obra, no sé para qué están. Aclaro que no me importa si 
estaban destinados a los trabajos en la Ruta 1 o a otra cosa. 


El Derecho Administrativo dice que uno de los valores 
del registro de las empresas que contratan o que tienen 
concesión de obra pública, uno de los elementos primordia- 
les es que quede en los antecedentes. Pero no precisa 
ningún registro, porque a algunas de estas empresas no 
solamente las conocemos sino que las hemos denunciado 
muchas veces en esta Legislatura y en la anterior, tal como 
le consta al señor Ministro. 


Entonces, le pido perdón al señor Ministro, pero no 
entiendo cómo puede suceder esto con un plan de puente 
-no estoy hablando de esta última adjudicación al Consor- 
cio Ruta 1- que se ha transformado en la sinfonía inconclu- 
sa. Esto es así y le pido al señor Ministro que no frunza la 
ceja, porque si ha pasado por ahí, habrá visto los pilares 
puestos. Allí parecía que iban a construir un puente en 
algún momento, pero de esto hace muchos años y aclaro que 
usted también fue Ministro del Gobierno anterior. Ahora 
parece que no iba a existir un puente y que esto es una 
novedad. 


Concretamente, quiero saber para qué sirven los contro- 
les del Ministerio para entender si el señor Ministro es 
responsable o no. Yo estoy convencida de que sí es respon- 
sable de esto. Para eso tiene inspectores, con ese fin actuó 
el Tribunal de Cuentas o los coordinadores -le pido discul- 
pas si no uso el término correcto- y para eso estamos 
pagando el contrato de obra -y no los peajes- a estos 
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funcionarios públicos que dejaron de serlo para pasar a ser 
contratados, con el cometido de controlar las obras. Se 
supone que si esto es así, el Ministerio quiere controlar. 
También supongo que esto se hará antes de que el puente 
esté terminado, porque hoy se asegura que los 127 metros 
construidos están impecables. Quiere decir que ya le cortó 
la cinta a esos 127 metros. Ahora bien, ¿cómo sabe eso el 
señor Ministro? ¿Se entera oficialmente u oficiosamente? 
Tenemos que pasar por toda esta calesita en la que la BMT 
contrata a una empresa que controla y ésta, a su vez, llama 
a otra para que controle y, entonces, me pregunto cuándo 
el Ministerio a cargo de esta obra pública se entera de que 
las soldaduras aleatorias o completas están bien o mal. 
¿Quién le informa a usted? ¿Cuál es su control sobre esto? 
¿Usted no responde porque se trata de una empresa priva- 
da? No me queda claro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Minis- 
tro. 


SEÑOR MINISTRO.- Me gustaría hacer un poco de 
cronología, porque me parece que hay algunos errores. Esto 
fue licitado en el año 1996, se inició la obra en 1998 y el 
primer elemento que debía ejecutarse en esta concesión era 
la carretera doble vía de Santiago Vázquez hacia Montevi- 
deo, que fue realizada entre 1998 y 2000, cuando comenzó 
la construcción del puente. Por lo tanto, no tiene nueve 
años, sino tres. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO..- ¿Me permite una 
interrupción, señor Ministro? 


SEÑOR MINISTRO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- Según la informa- 
ción que tengo, se realizó una licitación para la construc- 
ción de este puente a partir de un préstamo del Banco 
Mundial de USS 18:000.000, durante el gobierno del Partido 
Nacional. En esa licitación se llegó incluso a la apertura de 
los pliegos y la Comisión que evaluó las ofertas y realizó las 
recomendaciones otorgó la obra al Consorcio Sagope, 
Andrade Gutiérrez, M. Martins Promont, con fecha 30 de 
diciembre de 1994, cuando ya se habían producido las 
elecciones y el señor Ministro comenzaría a ocupar el cargo 
que desempeña hoy, aunque todavía no lo había hecho. En 
segundo lugar, quedó la empresa Construcgoes de Comercio 
Camargo Correia Sociedad Anónima, que creo que el señor 
Ministro conoce. El primer acto del señor Ministro fue 
suspender esta licitación y abrir otra. En realidad, la histo- 
ría de este puente comienza en 1994, y tal vez antes. Reitero 
que en 1994 una empresa gana la licitación para construir 
este puente con un préstamo de U$S 18:000.000 del Banco 
Mundial destinado a ese fin. En ese momento, el Gobierno 
era blanco. Luego, cambia el Gobierno, asume un nuevo 
Ministro y esto se tira para atrás. Ese nuevo Ministro es 
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quien está sentado hoy aquí, que pone en marcha otro 
proceso diferente. Vuelvo a reiterar que una empresa había 
ganado la licitación sin peaje, aunque sí con deuda externa 
con un organismo internacional. Entonces, le pedí al Minis- 
tro que contara toda la historia de este puente, desde el 
comienzo, es decir, desde antes de que él fuera Ministro. 
También le pedí que explicara las razones para esta primera 
demora en la construcción del puente. Luego vinieron otras. 
Hubo que hacer otra licitación, con otro procedimiento, 
agregándose al puente la Ruta 1, además del peaje como 
problema, a pesar de que en ese momento no había necesi- 
dad de peaje pues estábamos en circunstancias distintas de 
las de ahora, con la Megaconcesión. En fin, la empresa que 
ganó esto ha ido de papelón en papelón, pues se fundió y 
dejó como garantía de sus créditos -casi incobrables- un 
peaje en la Argentina. Tengo en mi poder la prensa de la 
época, e incluso declaraciones herreristas -como las del 
señor Senador Garat y otros Legisladores- que estaban 
escandalizados con lo que estaba pasando. Debo decir que 
no he tenido tiempo de prepararme para esta ocasión debido 
a la velocidad con que ha concurrido el señor Ministro a 
este llamado, pero creo que si esta interpelación se hubiera 
hecho más adelante, habríamos tenido una carpeta aglome- 
rada de documentos. 


Entonces, reitero que tengo una discrepancia en la 
cronología que está dando el señor Ministro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Minis- 
tro. 


SEÑOR MINISTRO.- Lo que está claro es que se trata de 
dos procedimientos distintos. Uno de ellos es anterior al 
año 1994 y consiste en una obra pública tradicional que, a 
su vez, tuvo una serie de problemas en el proceso de estudio 
y de adjudicación. Realmente, no recuerdo si intervine 
como Ministro en esa instancia y, si lo hice, habrá sido 
después de alguna intervención realizada por el Tribunal de 
Cuentas, luego de culminado el proceso. 


Si nos referimos a la historia del puente, debemos 
remontarnos a muchos años antes. Seguramente, este pro- 
blema es de la década de los setenta y consiste en que el 
puente del Río Santa Lucía es un elemento fusible dentro de 
la red. Como los señores Senadores habrán visto, este 
puente tiene la condición de abrirse; si lo hiciera y no fuera 
posible cerrarlo, realmente la conexión del litoral, sobre 
todo del litoral sur, sería sumamente compleja, y más aún si 
estuviéramos en tiempos de lluvia, cuando el pasaje por 
Ruta 11 se dificulta, en cuyo caso el acceso del litoral sur del 
país hacia Montevideo tendría que hacerse vía Flores y 
Durazno. En la medida en que el puente viejo ya estaba 
acercándose a los 90 años, parecía que el elemento de 
prevención debía encararse. 


Mucho se discutió sobre si el puente nuevo debía ser de 
dos o de cuatro vías. Personalmente, tenía una opinión 
distinta a la de los técnicos de la Dirección de Vialidad. 
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Estamos hablando de un tema que data de muchísimo tiem- 
po atrás. 


En los años noventa se planteó la realización de una obra 
pública para hacer este puente. Si no recuerdo mal, en aquel 
momento se estimaba que el mismo costaría alrededor de 
U$S 18:000.000 o U$S 19:000.000. Cuando asumimos la 
gestión, el tema de la Ruta 1 en general, y del puente en 
particular, estaba dentro de los elementos que la Dirección 
de Vialidad se había fijado como objetivos; sin embargo, 
nos pareció que había prioridades en el país que eran 
bastante más urgentes que esta a la que estamos haciendo 
referencia. Por este motivo se planteó que se hiciera por un 
régimen de concesión. En aquel momento -estamos hablan- 
do del año 1998- el Estado contaba con recursos más 
importantes desde el punto de vista de los impuestos, y aun 
así parecía que esta obra, que iba a dar mayor confort por 
su doble vía, etcétera, era candidata a que se pagara natu- 
ralmente por el sistema de peaje, además de que ya existía 
un peaje instalado en la zona. 


La cronología a la que acabo de hacer referencia es la 
correcta. Se realiza la licitación de la concesión del puente 
sobre el Río Santa Lucía en el año 1996; en 1998 se inicia la 
obra de carretera -que fue la que se hizo más rápido- en la 
zona desde Santiago Vázquez, hasta la conexión con los 
accesos a Montevideo, donde se hizo la segunda vía -como 
se recordará, a partir de la zona de Maracaná, eran dos 
sendas en la carretera hasta Santiago Vázquez- luego empe- 
zaron las obras de fundaciones, y el puente, como lo iden- 
tifica la gente, comenzó en el año 2000. Entonces, si nos 
referimos a cuánto hace que vemos los pilares, estamos 
hablando de tres años y no de nueve. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO..- ¿Me permite una 
interrupción, señor Ministro? 


SEÑOR MINISTRO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO..- Creo que estamos 
hablando del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, 
que no comenzó en 1995, pues ya existía antes. Fue esta 
Cartera y su Dirección de Vialidad que tuvo a bien, gracias 
a que gozaba de un préstamo del Banco Mundial, llamar a 
una licitación para la construcción de este puente. Esa 
licitación estaba muy avanzada; los pliegos se abrieron en 
julio de 1994 -año electoral- y en diciembre de ese año fue 
otorgada. Incluso, dentro de la Comisión que otorgó esta 
licitación creo que se encontraba el ingeniero Torrado. El 
señor Ministro conoce muy bien este proceso de licitación. 
Tal vez la empresa que ganó no era del gusto del señor 
Ministro. 


Entonces, cuando el señor Ministro dice que la historia 
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empieza después, yo digo que no; la historia empezó antes. 
Para el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, en forma 
concreta, la historia empezó antes. Después se cambió por 
razones políticas o de conveniencia -legítimas, sin duda- y 
se hizo por otro procedimiento. El dinero estaba, la licita- 
ción estaba otorgada, y se cambió. 


Por lo tanto, pienso que el señor Ministro tiene respon- 
sabilidad en esta demora, porque si nos referimos a demo- 
ras, hay que aclarar que no se trata solamente de los 
problemas de soldaduras de la última instancia. En el co- 
mienzo mismo de la obra hubo una demora en la construc- 
ción de este puente, para el cual había una financiación. Y 
si bien no tengo pruebas, creo que también hubo otras 
cosas. 


Veo que no convenzo al señor Ministro, pues no quiere 
aceptar la cronología que expongo y sé que las razones por 
las cuales no quiere aceptarla son políticas. De pronto, el 
Partido Nacional, aquí presente, puede explicar mejor esta 
demora en la cronología, ya que se trataba de una obra de 
aquel Partido, prácticamente otorgada. 


De esta manera comenzaron las demoras que el país está 
pagando tan caras hasta ahora. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Minis- 
tro. 


SEÑOR MINISTRO.- Creo que el tema de las cronologías 
es un elemento objetivo; es cuestión de leer la prensa para 
ver lo que se había hecho en el año 1998, en el 2000, etcétera. 
Y si miramos las actuaciones administrativas, encontrare- 
mos la cronología que ha remontado tan atrás el señor 
Senador Fernández Huidobro. Sin embargo, me parece que 
ese tema, que se remonta nueve años atrás, no es el que nos 
convoca. 


Con respecto a la segunda pregunta que realizaba la 
señora Senadora Arismendi acerca de cuándo se habían 
encontrado los problemas de soldaduras, debo decir que se 
van encontrando en la medida en que se va procesando la 
obra. El puente se va armando afuera, en la tierra, donde 
están las distintas partes que lo integran, que se van sol- 
dando; una vez que están soldadas, se inspeccionan. 


Cabe aclarar que se realizan distintos tipos de inspec- 
ción, según la importancia de la soldadura en cuestión. Si 
se trata de la soldadura de un elemento provisorio, tendrá 
un requerimiento seguramente inferior al de otra que corres- 
ponda a un elemento estructural, que debe permanecer 
durante toda la vida del puente. Eso es lo que se inspeccio- 
na antes de darse la aceptación. 


¿Quiénes realizan la inspección desde el punto de vista 
técnico? Como en cualquier producto que se elabora, la 
primera inspección la realiza el fabricante. En este caso, esa 
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primera inspección la hacía, desde el punto de vista tecno- 
lógico, la firma Ingeniero Tangari, que en definitiva hacía el 
control y el autocontrol de calidad de la empresa BMT. Por 
otro lado, la empresa concesionaria, que quería tener un 
control de lo que estaba haciendo el subcontratista del 
subcontratista, tenía a la empresa Risk Control Group, de 
Argentina, controlando los resultados de Ingeniero Tangar1. 
Recién cuando esos elementos están en línea y todos los 
controles son afirmativos, nuestro órgano de control da por 
terminada o aprobada una soldadura. Aclaro que nosotros 
no hacemos las gamagrafías, sino que existe una delegación 
de funciones y especialidades. Esto es normal, y es lo que 
ocurre en otras obras viales; son las empresas consultoras 
las que controlan y hacen, por ejemplo, los ensayos de 
densidad. No siempre es el Estado el que por sí hace todos 
los controles. 


Entonces, podemos decir que eso se diagnostica mucho 
antes; y cuando se diagnostica que está mal, lo que hay que 
hacer es llevar a cabo nuevamente las soldaduras. Obvia- 
mente, no se trata de un proceso en el que pueda decir: “tiro 
esto y hago otra cosa nueva”; las vigas no se tiran y, por 
lo tanto, hay que desbastar el metal para lle gar al de origen, 
sacar toda la soldadura que tenía fallas y volver a hacerla. 
Cada instancia que se repite determina que la tarea sea más 
compleja que la anterior, y debemos decir que algunas 
soldaduras se tuvieron que hacer cinco veces, hasta que en 
determinado momento se logra que el producto tenga la 
calidad requerida. En ese momento el producto se da por 
bueno y se sigue trabajando en otras soldaduras. Esa es la 
situación. 


Hay que recordar que es nuestra gente la que verifica la 
realización de todos esos controles; es decir, es nuestro 
órgano de control el que tiene esa integración ala que hacía 
referencia anteriormente. Además, es nuestra gente la que 
lleva los registros de todos esos elementos, amén de los que 
lleva el concesionario, el subcontratista y la propia BMT y 
Tangari, que son las que hacen realmente el trabajo y 
realizan el primer control. Esto se ve, y cuando aparece la 
unidad defectuosa se corrige; por eso digo que lo que fue 
colocado, que es justamente lo que superó esos sucesivos 
controles de calidad, es lo que nos da garantía de que la obra 
está en perfectas condiciones. 


¿Cuáles son los problemas que se podrían plantear de 
aquí en adelante? Los mismos que se plantearon antes: que 
cuando se estén fabricando esas piezas en tierra, antes de 
ser empujadas, vuelvan a aparecer problemas de calidad y 
seapreciso hacerlas otra vez, hasta que presenten la calidad 
adecuada. Debido a que actualmente se inspecciona el cien 
por ciento de las soldaduras, se seguirán arreglando las 
defectuosas hasta que, en determinado momento, el puente 
estará habilitado para proseguir el lanzamiento que se ha 
venido realizando. 


Por lo tanto, no se trata de que se encontró una falla, se 
la toleró y nos quedamos con un puente construido con esa 
falla incorporada. En realidad, se constata la falla, se arre- 
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gla, y recién después se da por buena la obra. Hay que 
aclarar que esto se va haciendo a lo largo de toda la 
soldadura. 


Quiero insistir en el concepto de que todo esto que 
estamos conversando aquí me parece positivo porque acla- 
ra, brinda información y arroja luz sobre los hechos. Sin 
embargo, me pregunto si forma parte de la obligación con- 
tractual del Ministerio de Transporte y Obras Públicas en su 
relación concedente-concesionario, estar hablando y ocu- 
pándose de los temas del subcontratista que contrató al 
subcontratista del subcontratista. Claramente, no es así. 


SEÑORA ARISMENDI.- Entonces, ¿para qué queremos 
controladores? Es una obra pública, señor Ministro. 


SEÑOR KORZENIAK.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Ministro? 


SEÑOR MINISTRO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK.- Me gustaría dejar una constan- 
cia sobre esa especie de tesis jurídica que ha quedado de 
manifiesto por parte del Ministerio, en el sentido de que el 
Estado llama a licitación, otorga una concesión, realiza el 
contrato y queda desligado de las relaciones jurídicas que 
vienen después con subcontratistas que, a su vez, son 
subcontratistas de ellos. Incluso, entendí que en algún 
momento se dijo que no convenía meterse en ese tipo de 
problemas, porque el Estado podría estar adquiriendo res- 
ponsabilidades patrimoniales. El Estado debe ajustarse al 
contrato que celebró, y hasta ahí llega su responsabilidad. 


En lo personal, quiero dejar sentada mi discrepancia con 
ese punto de vista. Sé que está de moda el dogmatismo de 
la autonomía de la voluntad, en virtud del cual el contrato 
se ha erigido en una especie de valor de rango constitucio- 
nal, que no existe. La autonomía de la voluntad no está 
establecida en la Constitución, es decir, no tiene rango 
constitucional. Obviamente, tiene rango contractual, pero 
en la pirámide del Derecho que hacía Kelsen, los contratos 
se encuentran abajo y por arriba están las normas, las leyes 
y al tope de esa pirámide se encuentra la Constitución. 


Con un afán puramente explicativo voy aexagerar algún 
ejemplo. Uno de esos ejemplos lo dio la señora Senadora 
Arismendi hoy. Supongamos que un día el puente se rompe 
y se cae. Esta quizás sea una hipótesis dramática, pero al 
tratar de explicar un asunto, creo que los ejemplos exagera- 
dos facilitan su comprensión. Vamos a suponer, asimismo, 
que fue el subcontratista de un subcontratista que incumplió 
con el contratista, el causante de ese hecho, que además ha 
quedado probado. Por otro lado, vamos a suponer -el que 
voy a dar ahora ya es un ejemplo más elaborado, más factible 
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y que quizás haya ocurrido- que hubo gente que hizo 
negocios en las cercanías, haciendo el cálculo de cuándo 
iban a estar terminados la ruta y el puente, y se producen 
demoras; además, vamos a imaginar que las demoras no 
tienen nada que ver con quien contrató con el Estado, sino 
que fue el subcontratista a segundo, tercer o cuarto grado, 
quien no cumplió con el contratista. Cuando el producto 
final es un bien del dominio público o de uso público, como 
es el caso de una carretera o de un puente, el Estado es 
responsable. Esto significa que el Estado no puede desli- 
garse de esa responsabilidad, no porque así lo determine 
una postura política, sino porque eso es lo que establece la 
Constitución. Es cierto, un artículo bastante confuso, el 24, 
habla de servicios públicos en un sentido muy amplio. 
Técnicamente, un puente no es un servicio público, pero en 
un sentido amplio, de acuerdo con la terminología francesa, 
todo lo que hace el Estado es servicio público. Allí se dice 
que el Estado y todos sus órganos son responsables por el 
daño causado a terceros en la ejecución de los servicios 
públicos -hasta aquí es una redacción sencilla- y agrega 
“confiados a su gestión o dirección”. Cuando se lee este 
artículo por primera vez provoca perplejidad, pero cuando 
se analiza la expresión “confiados a su gestión o dirección”, 
uno se da cuenta de que se quiso decir que son servicios 
que a veces hace el Estado y otras veces delega, para usar 
una palabra no técnica. Sea mediante delegación, subdele- 
gación, contrato o subcontrato, como el bien es de uso 
público, el Estado es responsable del producto final y de las 
demoras, porque tiene la gestión o dirección; pero no se 
puede empezar por decir que “en los problemas privados no 
nos vamos a meter”. 


Si el Ministerio se entera de que un supuesto contratista 
va ausar determinado material absolutamente inconvenien- 
te porque lo pactó con otro subcontratista, está obligado a 
intervenir, y sino lo hace incurre en responsabilidad, aun- 
que esté fuera del contrato. Esa es mi opinión. Sé que 
pueden sostenerse otras tesis, pero yo tenía muy claro el 
tema hasta que vino la avalancha de que el contrato está por 
encima de todo, que no es la opinión de nuestra doctrina 
tradicional ni de la Suprema Corte de Justicia. 


Lo mismo se ha planteado en torno al tema de la propie- 
dad. Se dice que la propiedad es inviolable y, entonces, si 
tengo firmado un contrato, no puede haber una ley que lo 
modifique. ¿Cómo que no? Por razones de interés general 
puede haberla, porque lo dice la Constitución. La gente que 
ha impugnado esto ante la Suprema Corte de Justicia, ha 
perdido siempre, desde las viejas leyes de arrendamientos 
hasta las de refinanciación; siempre se ha perdido en la 
Suprema Corte de Justicia cuando se ha ido a invocar que 
el contrato establece tal cosa y no se puede ir más allá de 
lo que allí se dice. 


Este era el tema jurídico que quería plantear. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Minis- 
tro. 
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SEÑOR MINISTRO.- Realmente me llama la atención y 
me preocupa que un hombre de Derecho, como el señor 
Senador Korzeniak, tenga tan poca estima por los contratos 
y por la propiedad. Me parece que sería un tema para 
reflexionar. 


Personalmente, no sé mucho de Derecho y sería un 
atrevido si me pusiera a discutir sobre eso, pero si mal no 
recuerdo, un contrato es ley entre las partes. En este caso, 
el contrato de concesión es la ley; por tanto, todo lo que 
tenga que exigir al concesionario por lo que haya realizado, 
se lo voy aexigir a él, que es mi cocontratante, y no me tengo 
que meter en lo que hacen los subcontratistas o los provee- 
dores de ese concesionario, que es mi cocontratante. Si 
compra material de mala calidad y me doy cuenta de ello, le 
diré al concesionario que está comprando material de mala 
calidad y que no es apto para su utilización. En ese caso, 
pagará las consecuencias que corresponden cuando al- 
guien se aparta de los pliegos y de la calidad, que es lo que 
nosotros controlamos. 


En realidad, controlamos dos elementos: el cumplimien- 
to de las cláusulas administrativas del contrato y el cumpli- 
miento de la calidad técnica de las obras realizadas, sea en 
la etapa de proyecto o en la ejecución. Ese es el cometido 
que nos corresponde. Ingresar a otro asunto sería ir más allá 
de nuestros cometidos. Yo me pregunto sies razonable que 
nos estemos metiendo, por ejemplo, en quién debe ser el 
proveedor de piedra o de hierro. Estaríamos ingresando en 
un campo que no nos corresponde. 


Esto ya nos pasó, y precisamente por ello promovimos 
una ley parlamentaria referida al asfalto. Lo que sucedió en 
ese caso fue que dijimos que suministrábamos el asfalto a 
los contratistas. Entonces, cuando había algún problema en 
una carretera, se lo adjudicaban al asfalto. ¿Quién lo había 
suministrado? Eso figuraba en el pliego de licitación. ¿Y 
quién era el proveedor? ANCAP, o sea que, en definitiva, 
era el Estado. Por ese camino siempre llegábamos a que si 
había alguna falla vinculada al contratista, dado que esa 
falla era causada por el asfalto que, a su vez, lo había 
provisto el Estado, el Estado se indemnizaba a sí mismo. 
Este es un ejemplo de aquellas situaciones que hay tratar de 
evitar. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Ministro? 


SEÑOR MINISTRO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que la forma de entender es 
analizar el razonamiento que está haciendo el Ministerio, en 
este caso el señor Ministro. Dice que la única manera que 
tiene de rechazar un producto es dejar que el proveedor o 
los diferentes contratistas y subcontratistas actúen a su 
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entender, para luego evaluar el producto final en cada etapa 
intermedia, a tal punto que hay que analizar cada soldadura. 
De ese modo, si la soldadura resulta mala, exige los contro- 
les correspondientes, pero no se mete en lo relativo a dónde 
compraron el electrodo -o lo que se utilice para soldar-, o si 
lo importaron directamente o mediante un intermediario. 


Entonces, existe una etapa en la cual el Ministerio evalúa 
el producto final; me refiero al producto final de cada una 
de las etapas. Así, lo que está arriba del puente pasó los 
controles y lo que todavía no está sobre el puente es porque 
no pasó los controles correspondientes. Pero yendo un 
paso más atrás, si el Ministerio tiene personas que fiscali- 
zan, tendrá los informes correspondientes de cada una de 
las etapas. Por lo tanto, el señor Ministro podrá decir que 
evalúa el producto final -sea en una etapa intermedia o el 
producto final propiamente dicho-, pero que tiene gente 
evaluando todo el proceso, que no constituye sólo los 
materiales, sino también la forma cómo se suelda, y para eso 
no es neutral. 


Por ejemplo, si los fiscalizadores del Ministerio dijeran 
que las personas que están trabajando no cuentan con los 
elementos de seguridad, naturalmente el señor Ministro 
estaría informado de ello. Aunque no fuera su cometido 
meterse entre las partes, el señor Ministro tendría que 
informar a su par del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social. 


Quiere decir que no es neutral; una cosa es que evalúe 
el producto final y otra es ver el proceso y actuar en 
consecuencia. En ese caso existiría la posibilidad de pérdi- 
da de vidas humanas porque no se cuenta con los elementos 
de seguridad correspondientes; entonces, aunque no sea 
cometido de mi Cartera, teniendo el informe de quien fisca- 
liza, actúo en consecuencia. Si veo que un subcontratista de 
otro subconstratista del contratista del concesionario com- 
pra materiales en forma irregular, sin tener en cuenta la 
calidad, no puedo ser neutral, sino que tengo que informar 
al concesionario que un subcontratista, en forma perma- 
nente, no está tomando en cuenta la calidad de los materia- 
les. En este caso, existe un problema en la construcción del 
puente, ya que en el proceso hay alguien que no se está 
adecuando a las normas correspondientes de lo pactado 
entre el Ministerio y el concesionario; pero no se puede ser 
neutral. Tampoco se es neutral en lo relativo a los plazos, 
porque el Ministerio no sólo quiere el puente, sino que lo 
quiere en el plazo pactado y por los dineros que se acorda- 
ron, por los cuales se licitaron, ya que en caso de no 
cumplirse con eso, se estaría perjudicando a otros que 
licitaron más ajustadamente, a quienes les ganaron porque 
se tomaron precios por debajo de lo que costaba el produc- 
to. 


¿A dónde voy con esto, señor Presidente? A que si el 
Ministro tenía los informes donde se constataba que con 
las soldaduras no se estaba llegando en plazo, entonces 
podía suponer que había malos soldadores, que no se los 
había entrenado adecuadamente, que quienes hacían los 
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controles los realizaban en forma lenta o que había una suma 
de controles que estaban subiendo los costos o alargando 
los plazos. 


Por tanto, el Ministerio no es neutral, señor Presidente. 
Entonces, quisiera saber si el señor Ministro tuvo esos 
informes y si en el tema de los plazos que se alargaban se 
actuó con el concesionario. Pregunto esto no para poner 
multas, sino en términos de decir: “Tenemos un problema 
con el concesionario. Mi gente me está diciendo que por 
este procedimiento, por tal otro, por no tener controles o 
porque los trabajadores no cuentan con el aprendizaje 
correspondiente, no se llega a los plazos o no tenemos un 
producto de calidad”. Por mi parte, no me quiero quedar con 
la posición de decir: “Evalúo lo que está; si no sirve, va para 
atrás, y en el proceso no me meto.” Si actuáramos así, ¿en 
qué terminaríamos? Podrían pasar cinco años sin que se 
hiciera el puente, aunque el costo para el Estado, para el 
concesionario, o para los que pasan por arriba de la carre- 
tera sea el mismo. 


Dicho de otra manera, señor Presidente: ¿tenemos un 
Ministro activo, proactivo, o tenemos un Ministro que está 
sentado en su sillón y dice: “Este pedazo de puente está 
listo y pasa; este otro pedazo de puente no está listo, y no 
pasa”? Quisiera saber en qué lugar se coloca el señor 
Ministro. Llevamos ya tres años con este nuevo proceso en 
el puente, y podríamos decir que todo comenzó en el año 
1994. ¿Cuánto más vamos a tardar en resolver el tema del 
puente? Si se debió preparar para esa tarea a los trabajado- 
res, ¿por qué no se hizo antes? Si las empresas no daban 
respuesta, ¿por qué no se habló con ellas? No se puede 
decir: “Ah, no nos metemos”; entonces, o somos proactivos 
o hay una responsabilidad que no se quiere aceptar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Minis- 
tro. 


SEÑOR MINISTRO.- Señor Presidente: tal vez me expre- 
sé en una forma equivocada y por ello no se me entendió 
correctamente. Si fuéramos al producto terminado -cosa 
que defienden muchas doctrinas en materia de control de 
calidad-, veríamos que, en nuestro caso, es el puente. Por 
lo tanto, deberíamos haber esperado a tener un puente, 
haberle hecho la prueba de carga correspondiente y, en ese 
momento, haber juzgado si el puente era o no de recibo. 


En lugar de hacer eso -como hubiera ocurrido si hubié- 
ramos seguido esa escuela de pensamiento-, hemos ido 
acompañando la realización de los distintos elementos del 
puente como, por ejemplo, el control de fundaciones, cosa 
que hicimos no sólo en el momento de construcción, sino 
también después, para ver su continuidad, con ensayos no 
destructivos y toda una serie de elementos que, en defini- 
tiva, van dando seguridades progresivas de que las cosas 
se han hecho como corresponde a las buenas reglas del arte. 
Así lo hicimos, y eso no quiere decir necesariamente que 
vamos a estar duplicando todas las tareas de control que 
realizan los distintos agentes que trabajan dentro de la 
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obra. Si hay un laboratorio que hace ensayos de piedra, hay 
otro que hace ensayos de hormigón, hay otro de la Facultad 
que hará ensayos de acero y otro que hará radiografías, la 
verdad es que no vamos a repetir todos esos ensayos. Lo 
que sí haremos será verificar que esos laboratorios -que son 
serios y están reconocidos- realmente hayan documentado 
la realización de esas inspecciones y que los resultados 
para ellas hayan sido satisfactorios. Así vamos siguiendo 
el proceso. 


Entonces, no estamos esperando el producto termina- 
do, aunque podríamos estar haciendo eso, porque la verdad 
es que muchas veces el hecho de ir siguiendo la situación 
-como reclama el señor Senador- genera compromisos que 
después resulta difícil deshacer, cuando uno no va al tema 
final. Por ejemplo, acuerdo con mi contratista la fórmula de 
mezcla asfáltica, es decir acordamos cuánto vamos a poner 
de piedra y de arena, y el contratista podría fabricarla y 
después yo controlaría lo producido para ver si lo que está 
en la carretera realmente cumple con las especificaciones 
establecidas. Muchas veces, cuando uno toma por ese 
camino, que es el del producto final, el problema que surge 
es que, cuando se va a controlar lo que se colocó, se puede 
advertir que tiene defectos por lo que hay que pedir que se 
lo retire, por no estar de acuerdo con la especificación dada. 
Esto es lo que se llama metodología de control “ex-post”. La 
otra metodología es la de control “ex-ante”, que tiene los 
problemas a los cuales he hecho referencia. En esta meto- 
dología, nos ponemos de acuerdo en que vamos a usar tal 
piedra, tal granulometría, tal asfalto; acordamos también 
que lo haremos a tal temperatura, con tanta cantidad de 
material en los distintos lugares, y entonces vamos y con- 
trolamos conjuntamente la fabricación. Por lo tanto, sabe- 
mos que el producto que saldrá de esa fabricación será, 
razonablemente, en la enorme mayoría de los casos, de tal 
calidad. Eso es lo que hacemos y es lo mismo que estamos 
realizando en este caso. 


Sin embargo, con relación al tema específico de las 
soldaduras, en lugar de estar haciendo un control aleatorio 
-que sería lo razonable-, se está llevando a cabo un control 
de la totalidad de las soldaduras realizadas, en virtud de que 
el control aleatorio, cuando se ve que hay un alto porcentaje 
de defectos, resulta riesgoso. Si uno va a hacer lo que se 
llamaría prueba de hipótesis, realmente le da unos resulta- 
dos muy malos. Quiere decir que hay un alto riesgo de 
aceptar algo por bueno, estando mal. Por consiguiente, ese 
control se sustituyó por un control del cien por ciento, que 
es realmente muy atípico como control, porque en la prác- 
tica nunca se controla el cien por ciento del hormigón de una 
estructura, por ejemplo. Sin embargo, en este caso se con- 
troló el cien por ciento de la soldadura, para tener la total 
certeza. Así lo requirió, incluso, el proyectista -no vamos a 
adjudicarnos todos los méritos-, quien observando que 
había dificultades para lograr buenas calidades, determinó 
que se pasara del VPI al VPP. 


SEÑOR MUJICA.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Ministro? 
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SEÑOR MINISTRO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MUJICA.- Señor Presidente: de la exposición 
que hizo el señor Ministro surge que se ha gastado bastante 
por encima de lo que estaba previsto. A mí no me cabe duda 
de que todo lo que se prolonga en el tiempo significa 
inevitablemente más costos. Este sistema de controles que 
aquí se ha planteado -que surgió de la realidad- evidente- 
mente deriva de la constatación de fallas, por lo menos 
importantes, en el trabajo original, lo que está establecien- 
do responsabilidad de las empresas que trabajaron allí. 
Estamos hablando de incapacidad de las empresas, de los 
recursos o de lo que fuere. No me meto en eso; pero si se 
llega a la necesidad de controlar el ciento por ciento, con- 
vengamos que, de hecho, se están aumentando los costos, 
porque ese control cuesta. Á su vez, se está gastando 
tiempo al prolongarse la obra y, al final, con todo eso 
costará más. Me parece que esto es de sentido común. 


Por otro lado, me congratulo con el sistema de control; 
pero en el caso de las soldaduras, considero que hay tantos 
controles que, al final me pregunto si trabaja alguno. A fuer 
de ser sincero, debo decir que vivo al borde de la doble vía 
que se hizo desde el puente hasta el barrio Maracaná. Se 
trata de una ruta nueva que se rompió de entrada y que se 
rompe sistemáticamente. Le voy a decir al señor Ministro 
dónde está la falla: en las pocas horas máquina que se 
utilizaron para hacer el asentamiento; ni siquiera es una 
cuestión de materiales. Digo esto porque los trabajadores 
comentaban que lo que estaban haciendo era una chanchada. 
Y se daban cuenta que esto era por apurar. Se puede 
controlar la calidad del cemento y de la piedra, de espesor 
de esto y de lo otro, pero ¿cómo controla si se gasta lo que 
se debe en el esfuerzo que lleva tiempo de maquinaria para 
lograr un buen asentamiento? Entonces, los controles falla- 
ron al igual que en el otro tramo de la ruta, es decir en la 
segunda vía que va a Libertad, porque es la primera carre- 
tera que he visto con pozos incorporados desde su inicio. 
Se trata de una ruta donde, evidentemente, es imposible 
dormirse. Y estoy hablando de una carretera que práctica- 
mente terminaron ayer. Esto quiere decir que nuestras em- 
presas y sistemas de controles fallan. Por lo menos esto es 
lo que indican los resultados de este tiempo, porque da la 
casualidad que tengo 68 años, me crié al lado de la vieja Ruta 
1, que tiene tramos que todavía funcionan, y me he hecho 
la siguiente pregunta: ¿antes sabíamos y ahora no? Como 
creo que hoy sabemos mucho más que antes, considero que 
lo que falla es lisa y llanamente el aspecto humano. Dicho 
de otra manera, lo que fallan son los controles que el Estado 
tiene que hacer a las empresas que no tienen la eficiencia 
necesaria. Supongo que no es culpa del Estado porque, de 
lo contrario, existen cosas que son inexplicables. 


Quiero que el puente salga bien y el señor Ministro dijo 
que había un poco de confianza porque los concesionarios 
tienen que hacer el repago alo largo de los años y, por ende, 
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no es lógico que hagan algo poco durable y de mala calidad. 
Ahora bien ¿cuántas empresas se funden y desaparecen? El 
único elemento que tenemos que garantizar es el control, 
aunque no guste; lo que necesitamos es que el Estado sea 
eficiente y diligente en los controles, porque si no estamos 
fritos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Minis- 
tro. 


SEÑOR MINISTRO..- Creo que el señor Senador Mujica 
tiene razón cuando se refiere a los controles por parte del 
Estado, ya que considero que es un asunto de particular 
importancia en todos los órdenes de la Administración. Tal 
vez puedo tener algunas diferencias en cuanto a que en ese 
tramo fueron repuestas varias losas. Justamente, existió el 
control de calidad que detectó esas fisuras. Quizás esas 
losas podrían haber aguantado mucho más; sin embargo, 
por haberse detectado las fisuras es que se mandaron 
reparar a cuenta de la concesionaria. 


Por otro lado, si se analiza la fabricación de hormigones 
en Uruguay y la cantidad de muestras que se ensayan -es- 
toy hablando de la industria de la construcción de edifi- 
cios-,se puede constatar lo poco que se usa la práctica del 
control. Creo que la Dirección de Vialidad, desde la época 
de los años cincuenta y sesenta, ha incorporado, precisa- 
mente, el control de calidad como elemento de normativa. 
Tan es así que los únicos pliegos de especificaciones 
técnicas y de metodologías de control que hay en el Uru- 
guay, son hechos por la Dirección Nacional de Vialidad y 
los emplean todos los organismos del Estado. Me refiero al 
llamado “pliego verde”, que era el pliego general de condi- 
ciones de Obras Públicas, y junto con eso, el pliego de 
especificaciones técnicas y prácticas. Se trata de un pliego 
sumamente didáctico, porque no solamente establece lo 
que hay que cumplir, sino que también indica lo que hay que 
hacer para verificar la medida, la base del pago y, muchas 
veces, hasta las propias formas de ensayo. 


Sin duda todo es mejorable siempre, pero creo que el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas, y particular- 
mente la Dirección Nacional de Vialidad, han sido adelanta- 
dos en esa materia. En definitiva, quiebro una lanza por la 
Dirección Nacional de Vialidad como institución. 


En lo que tiene que ver con la Ruta 1, debo admitir que 
hubo un error. El hombre es el único animal que tropieza dos 
veces con la misma piedra, y en ese lugar sucedió lo mismo 
que cuando se construyó la primera Ruta 1: se olvidaron que 
estaba la formación Libertad, que si bien es fantástica para 
la producción, es pésima para el movimiento cuando entra 
y cuando se va el agua. Esto fue lo que generó los movimien- 
tos en la zona a que hizo referencia el señor Senador Mujica 
y es lo que estamos tratando de reparar. Quizás el tema no 
sea de control de calidad, ya que el hormigón no estaba mal 
hecho y se compactó adecuadamente; posiblemente se 
trate de ignorancia técnica en cuanto a convivir mejor con 
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los materiales y apreciar más condiciones que son variables 
alo largo del tiempo. Sino se reconociera que un organismo 
comete errores, al igual que una persona, verdaderamente 
sería una actitud muy soberbia. 


SEÑOR COURIEL .- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR COURIEL.- Según entendí de lo que ha expuesto 
el señor Ministro, el 5 de junio de este año se rescinde el 
contrato a las tres empresas uruguayas, Turboflow, MIT y 
Boscalis, porque se llevaron el 33% del presupuesto y sólo 
se había hecho el 10% del trabajo. Además, hubo problemas 
de calidad en el trabajo -esto es lo que más se ha analizado- 
y demoras. ¿De cuánto tiempo ha sido la demora? En el caso 
de haber demoras -tampoco lo capté-, podría haber multas, 
y en la rescisión de los contratos no se multó a las tres 
empresas Uruguayas por parte de URSSA Lastra. 


En definitiva, lo que quiero saber es de cuánto tiempo ha 
sido la demora, si la misma requería multa y si los controles 
se efectivizaron. Supongo que si hay que cobrar una multa, 
se hará al concesionario. 


Otra consulta que quiero realizar está vinculada con la 
pregunta que hizo el señor Senador Fernández Huidobro. 


Según entendí, había una licitación para llevar adelante esta 
concesión con un préstamo del Banco Mundial, por la vía 
de obra pública tradicional. Esa licitación quedó sin efecto 
y se llevó a cabo otra con características diferentes, que es 
la concesión. Quisiera saber por qué se cambió de criterio. 
¿Había razones técnicas, económico-financieras, ideológi- 
cas, u otras? Quisiera poder entender si hubo otras razones 
para este cambio de criterio con respecto a la realización de 
las obras. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Minis- 
tro. 


SEÑOR MINISTRO.- Tal vez me expliqué mal. La serie 
demora, multa, contralor, a la que se refería el señor Senador 
Couriel, insisto, es una apreciación que hace URSSA Lastra 
acerca de cómo se viene desarrollando el consorcio BMT en 
su performance. Y ese contrato que relaciona a BMT con 
URSSA Lastra no es de nuestra incumbencia; nosotros lo 
desconocemos. En realidad, es un contrato de provisión de 
servicios y nosotros no entramos en el mundo de los 
contratos de nuestros concesionarios o contratistas, por- 
que son temas que forman parte del Derecho Privado. En 
consecuencia no somos nosotros quienes ponemos las 
multas. Estas existirán en la medida en que dos privados se 
comprometan a hacer determinado trabajo, en determinada 
fecha, y en caso de que no se pueda cumplir. De ser así, con 
seguridad existirá alguna multa, y presumiblemente estarán 
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las que se pueden repetir en otras etapas de contratación 
privada. Tal vez tengan que ver en la relación concesionario 
- concedente, que es la única relación Estado - privada que 
hay en el asunto. Por lo tanto, mal podemos saber nosotros 
cuáles son las multas que URSSA Lastra puso a BMT, 
cuáles son los plazos o las formas en que puede medir el 
desarrollo de las obras. Además, pensemos que al inicio de 
estas obras todos eran conscientes de que se trataba de un 
tipo de trabajo sobre el que no había demasiada experiencia 
en el país, por lo que nos estábamos arriesgando a que 
pasara lo que tal vez sucedió y obligó a que los privados 
tomaran esas decisiones. 


El señor Senador Couriel me dio a entender que estaba 
pensando en acciones administrativas del Estado. 


SEÑOR COURIEL.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Ministro? 


SEÑOR MINISTRO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR COURIEL.- Señor Presidente: voy a poner un 
caso hipotético, porque no conozco los datos concretos. 
Usted hace un contrato de concesión con una empresa que 
se llama Consorcio Ruta 1 y pone un plazo determinado para 
el fin de las obras, que vamos a suponer que es de dos años. 
Por su parte, Consorcio Ruta 1 hace un subcontrato con 
URSSA Lastra y ésta firma otro subcontrato. El señor Mi- 
nistro afirma que no se puede meter porque no tiene cono- 
cimiento de los contratos privados y que no tiene por qué 
saber qué características tienen; pero de pronto ese 
subcontrato hace que las tareas para el producto final, en 
lugar de insumir dos años, lleven cinco, seis u ocho. Sin 
embargo, usted no lo puede saber, porque no tiene ningún 
contralor; usted decidió que no tiene ningún grado de 
participación en las subcontrataciones que se hacen entre 
privados. De todas formas, usted sí tiene una responsabi- 
lidad, y es el haber determinado una concesión que tiene un 
plazo que no se cumplirá. 


Entonces, ¿espera a que no se cumpla el plazo, a que ese 
plazo se duplique o triplique, o tiene alguna chance de 
intervenir antes a los efectos de que no se concrete esa 
sobredemora? Reitero que se trata de un caso hipotético 
que he planteado al solo efecto de poder entender. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Minis- 
tro. 


SEÑOR MINISTRO.- A fin de hacer un seguimiento de 
una obra, por ejemplo en este caso, disponemos de alrede- 
dor de cuarenta ítems de obra que tienen que ver con la 
realización y nos permiten hacer un seguimiento mes a mes 
y período a período, para ver si todos los aspectos se van 
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dando más o menos dentro de los tiempos razonables. Es 
decir que nosotros efectivamente hacemos un seguimiento. 
Cuando esos ítems indican que existe alguna eventualidad 
de incumplimiento de plazos, totales o parciales, se aplican 
las sanciones administrativas que tenemos. En el caso de 
Ruta 1, desde el año 2001 -que fue el momento en el que se 
hizo la modificación contractual- existe un incumplimiento 
que, al 16 de octubre de 2002 era: por mantenimiento de la 
concesión, de $ 830.000; por obras nuevas sin estar de 
acuerdo con el compromiso renegociado, de $ 1:220.000; 
por el hito del primer empuje, que se tenía que haber dado 
el 6 de diciembre de 2002, $ 3:455.000; por programa de 
control de calidad de estructura metálica, $ 1:100.000; y por 
el cronograma del ítem vial de los accesos, alrededor de 
$ 700.000, lo que totaliza aproximadamente $ 7:000.000. Esto 
demuestra que realmente vamos siguiendo la obra con 
elementos que nos permiten monitorear el cumplimiento de 
los plazos totales y parciales. 


En cuanto a la otra pregunta, el ingeniero Torrado me 
acota que ese préstamo se había otorgado hacía mucho 
tiempo, que estaba para el vencimiento del período de 
otorgamiento del crédito, y esa fue una de las razones 
vinculadas a dejar sin efecto la licitación a la que hacía 
referencia el señor Senador. 


¿Por qué por concesión? Ante todo, porque era algo 
bastante natural. Ese peaje hace años que existe y parece 
que la obra que está asociada más directamente al peaje es 
esa, por lo que podríamos afirmar que es algo hasta eviden- 
te. Es un peaje que ha estado allí toda la vida y se ha asumido 
que es una carretera de peaje. Entonces, se plantea mante- 
nerla por ese método. 


En definitiva, de esta forma se aspiraba a no distraer 
recursos del presupuesto para hacer esta carretera que, por 
tener tránsito, sí puede ser hecha por peaje. Sin embargo, 
queda claro que hay otras que forman parte de la red vial 
nacional que no pueden ser mantenidas por ese método. La 
Ruta 27, la 30, la 26, y tantas otras que hoy día conectan el 
territorio nacional pero no tienen suficiente tránsito, segu- 
ramente no podrán ser hechas por el sistema de peaje. Por 
eso, cuando vayamos al segundo tema, que tiene que ver 
con la Megaconcesión, vamos a ver que en realidad lo que 
estamos haciendo es atender, a través del sistema de los 
precios, una infraestructura que no tiene viabilidad propia, 
porque la cantidad de vehículos que pasan no es suficiente 
para justificar la rentabilidad financiera que exige la inver- 
sión privada. Reitero que por eso recurrimos al mecanismo 
de la Megaconcesión, por el que se logra compensar lo que 
no hay de rentabilidad privada con un aporte del Estado. 
Pero ese aporte, que tradicionalmente fue del 100% -el 
Estado ponía todo el dinero que implicaran las obras de las 
carreteras del país- hoy es menor, porque una parte vendrá 
por concepto de peaje. Ese es el sentido que tiene el haber 
elegido la concesión: concesionar lo concesionable, por- 
que hacer una concesión en esos otros lugares era imposi- 
ble. ¿Qué eralo más fácil de concesionar? Las carreteras más 
cercanas a Montevideo. Por algo la primera concesión que 
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se hizo fue la de la Ruta Interbalnearia, que es la que más 
tránsito tiene; luego, la de la Ruta 1, y posteriormente, la que 
le sigue, la de la Ruta 5. Esas fueron las primeras tres 
concesiones que se hicieron. ¿Cuál fue la siguiente, la 
cuarta? La de la Ruta 8, en el tramo próximo a Montevideo. 
A partir de ahí es bastante más difícil concesionar si no hay 
apoyo del Estado. Es por eso que allí desarrollamos el 
esquema de la Megaconcesión, pero no quiero entrar al 
segundo punto hasta no dar por terminado el primero. 


SEÑOR GARGANO.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Ministro? 


SEÑOR MINISTRO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO.- Como el señor Ministro va a pasar 
al otro punto, quiero hacer una reflexión para ver si coinci- 
dimos en las conclusiones. 


El señor Ministro sabe que hemos tenido oportunidad de 
discutir en el Senado los controles que el Estado ejerce 
sobre la ejecución de la obra pública; inclusive, en otras 
oportunidades he traído ejemplos sobre mi visión crítica de 
la forma como el Ministerio ha actuado en muchas otras 
instancias. Quiero concentrarme en el tema de la concesión 
del puente sobre el Río Santa Lucía y la Ruta 1 en los tramos 
que se han realizado. 


Tenemos en nuestro poder una entrevista que Radio El 
Espectador le realizara al Director Nacional de Vialidad el 14 
de diciembre de 2001 -en todo caso, luego se la podemos 
alcanzar al señor Ministro-, en donde comenta la ruptura del 
contrato que se había hecho con la otra empresa -debido a 
la quiebra de ésta- en enero o febrero de ese mismo año. La 
primera concesión, el primer contrato, se había terminado; 
había un compromiso y no se cumplió. Se genera otro 
compromiso y el Director de Vialidad dice que a fines de 
2002 estará terminado el puente, y que se habilitará éste y 
el tránsito. Me estoy refiriendo a lo dicho expresamente en 
el reportaje por el Director Nacional de Vialidad, para no 
hacer valoraciones mías. Fíjese, señor Ministro, que esta- 
mos en junio de 2003, y seguramente a fines de este año no 
estará pronto el puente y ni siquiera hay noción de si lo 
estará a mediados de 2004. 


Entonces, señor Presidente, me pregunto -y creo que 
todos lo hacemos- cuántos años han transcurrido desde la 
licitación de la obra. ¿Qué es lo que ha fallado? ¿Han fallado 
sólo los contratistas, o la forma cómo el Gobierno planteó 
la obra, los pliegos de condiciones? Pregunto esto porque 
cuando uno acepta a un concesionario, le exige determina- 
das condiciones. Normalmente eso está en los pliegos, y 
debo decir que a veces leo algunos. Por ejemplo, se le exige 
experiencia anterior, capacidad y competencia para realizar 
la obra. Le escuché decir al señor Ministro que esta es una 
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obra de tecnología nueva que vienen a experimentar aquí; 
entonces, el Estado contrató para que vinieran a experimen- 
tar. El Ministro me señala que no con la cabeza, pero yo 
afirmo que dijo eso en su intervención. Habló de una nueva 
metodología, de una nueva forma de realizarlo y de dificul- 
tades para poderlo llevar adelante. Yo lo escuché; no estoy 
generando ideas, sino que las enunció el señor Ministro. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Sanabria) 


- Debe ser la décima vez que digo en el Senado que lo de 
la Ruta 1 es realmente impresentable: se trata de una obra 
nueva en la que, si uno transita de noche, parece que 
anduviera a caballo con el vehículo durante kilómetros y 
kilómetros. Pero resulta que el Ministro señala que ahí hubo 
un error, porque no se estudiaron técnicamente bien las 
condiciones del terreno sobre el cual se iba a construir la 
obra. ¡Pero, caramba, qué falla! Esto es un problema de 
competencia, es una falla descomunal, porque si se va a 
construir una carretera sobre un terreno en el que se ha 
experimentado -creo que fue el Ministro Washington 
Fernández, de la época de Luis Batlle Berres, allá por la 
década del cincuenta, quien realizó la obra de la Ruta 1, una 
de cuyas vías se sigue utilizando todavía, y como se seña- 
laba aquí, eso estuvo bien construido- y se sabía que era de 
esa naturaleza, pregunto por qué no se exigió que en ese 
tramo, en las condiciones en que se iba a llevar adelante la 
obra, se utilizaran otros materiales. Seguramente, ahora se 
van a pasar arreglando años, porque fue un error garrafal, 
descomunal, no haber exigido que se hicieran los funda- 
mentos de manera adecuada. Es inconcebible que se haya 
otorgado una concesión para construir una obra sin tener 
en cuenta nada menos que el basamento sobre el cual se iba 
arealizar. 


La conclusión general es: ¿todo es atribuible al incum- 
plimiento de los contratos por parte de los concesionarios, 
o hay fallas en el ejercicio de las competencias que tenía 
-y tiene- el Ministerio para exigir lo estipulado en los 
pliegos de condiciones y las garantías a las empresas en 
cuanto a tener idoneidad para realizar la obra? ¿Todo se 
debe a que la culpa la tienen los demás? De hecho, el señor 
Ministro dice que no son ocho años. Entonces, desde 1994 
estamos por construir esto por un medio o por el otro, pero 
se está trabajando allí hace por lo menos cinco años y el 
puente no tiene visos de estar terminado. Aquí se ha dicho 
que, inclusive, las empresas que están trabajando -y creo 
que eso es responsabilidad del Ministerio- no sólo carecen 
de experiencia anterior para llevar adelante una obra de esta 
naturaleza, sino que además trabajan con maquinaria que no 
es adecuada para obras de este porte. El Ministerio ha 
señalado que no tiene obligación de vigilar esto, y yo creo 
que sí la tiene. ¿Por qué no la va a tener? ¿Cómo le va a dar 
la posibilidad de continuar ejerciendo una concesión a una 
empresa que notoriamente no utiliza la metodología que se 
exige en la materia? 


La evaluación general es que si han pasado tantos años 
y todavía no sabemos cuándo terminará esta obra, algo ha 
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fallado, o ¿acaso la culpa la tienen las empresas 
concesionarias, y no quien dirige la obra? Quien lo hace es 
el Ministerio, que da la obraen concesión o puede realizarla 
directamente, pero siempre está presente, y es por decisión 
política que se la lleva adelante. Me refiero a política de 
construcción de carreteras, de puentes, etcétera. 


Me parece, entonces, que aquí hay como un desprendi- 
miento de responsabilidades, porque se dice que no hay 
responsabilidad del Ministerio, y yo creo que la hay. ¿Por 
qué se ha llegado a esta situación? ¿Sólo porque la empresa 
española contrató a gente que no era competente para hacer 
parte de la ejecución de la obra? Pienso que no, que hay 
responsabilidades claras del propio Ministerio. Luce a ojos 
vista que si durante cinco años no se pudo realizar una obra 
que tenía un plazo de dos, hay tres años que nos hemos 
ganado de plazo -y no sabemos cuántos más vendrán en el 
futuro- en torno a una obra de una importancia muy grande 
para el país que, por otra parte, paga la ciudadanía. Usted, 
señor Ministro, la podrá dar en concesión y se pagará con 
el peaje, pero los que la pagan son los ciudadanos que 
transitan por ella. Como se manifestó aquí, la pagamos dos 
veces: a través de los impuestos, antes de que el Ministerio 
la diera en concesión, y después, cuando la transitamos. 


Quería decir esto porque el Ministro da explicaciones en 
torno alos controles, a los contratos y su naturaleza, a si el 
Estado tiene que intervenir o no, pero hay que hacer una 
evaluación general del tema y decir si efectivamente esto se 
logró o no, y en este último caso, quién es el responsable. 
¿Se trata sólo de las empresas que han incumplido los 
contratos, o también del Estado que no hizo las cosas como 
debía para concesionar esa obra? 


Era cuanto deseaba señalar. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Puede 
continuar el señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- Simplemente, quiero hacer una pre- 
cisión. Cuando me refería a tecnología nueva, no estaba 
hablando de tecnología nueva en el mundo, sino en el país. 
Se trata de una actividad a la que el país no estaba acostum- 
brado. Pero las empresas de que estamos hablando no son 
carentes de prestigio; tanto Turboflow como Berkes y MIT 
son prestigiosas localmente, no son improvisadas. Sí está 
claro que este era un trabajo que no estaban acostumbradas 
arealizar, así como tampoco su personal. Tal vez la apuesta 
que hicieron los subcontratistas españoles a favor de las 
empresas uruguayas haya sido equivocada, pero creo que 
valía la pena, porque de lo contrario, con el criterio de no 
confiar nunca en el país para hacer un trabajo que es 
novedoso, siempre se van a traer empresas del exterior. La 
verdad es que vimos con buenos ojos que trataran de 
hacerlo con empresas locales y que se diera trabajo a la 
gente. Esto se hace con el riesgo de que la empresa URSSA 
tiene un contrato con Consorcio Ruta 1 con una carta de 
crédito de vencimiento a julio de 2004. Si llega esa fecha y 
Consorcio Ruta l retira las garantías y, por tanto, quiere 
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cobrar lo que cuesta ese puente, seguramente no lo va a 
lograr; el mismo está totalmente en el Uruguay y la enorme 
mayoría está colocada sobre los pilares, por lo que hoy 
costaría más caro desarmarlo que cualquier otra alternativa. 
Es de esas cosas que todos quisieron hacer: las empresas, 
porque quisieron ganar un trabajo grande y los operarios 
porque tendrían trabajo. Seguramente no los acompañaron 
con las inversiones, entre otras cosas, y de ahí los resulta- 
dos a que estamos haciendo mención. Pero reitero: lo qui- 
sieron hacer con empresas locales en primera instancia, y 
ahora pretenden realizarlo con otra empresa local, quizá con 
parte de la gente que haya demostrado en este tiempo mayor 
idoneidad, y con algún refuerzo que venga de otro lado. 


Además, tengamos claro que este tema de las soldaduras 
no es nuevo en el Uruguay; muchas veces se trae gente del 
exterior para hacerlas en nuestro país. Por ejemplo, cuando 
la empresa Techint estuvo haciendo la refinería de La Teja, 
también trajo soldadores del exterior. 


SEÑORA ARISMENDI.- Y de acá también, señor Minis- 
tro. 


SEÑOR MINISTRO.- Efectivamente, señora Senadora. 
¿Acaso cree el Senado que cualquiera que venga a subrogar 
a la empresa BMT no va a emplear soldadores locales y a 
otros que serán del exterior? Ahora bien; ¿le corresponde al 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas disponer quié- 
nes son los soldadores que deben ser empleados por una 
empresa subcontratista de soldaduras? Es claro que no. Yo 
no puedo estar disponiendo, no sólo en un contrato de 
concesión, sino en ninguno de los que haga el Ministerio 
en segunda instancia. Pongamos los casos que se plantean 
entre particulares. Por ejemplo, quien habla entabla una 
relación contractual con el señor Senador Fernández 
Huidobro, y luego éste tiene un problema en otra relación 
contractual que mantiene con el señor Senador García Cos- 
ta. Resulta que luego le reclamo al señor Senador Fernández 
Huidobro y éste me dice que tengo que hablar con el señor 
Senador García Costa. No vale esa propiedad transitiva, 
salvo que en el contrato que yo celebre con el señor Senador 
Fernández Huidobro y en el que él hace con el señor 
Senador García Costa esté repetida la misma condición de 
consecuencia. Creo que el asunto es sumamente claro y no 
me parece que dé lugar a ninguna duda. 


Con relación al otro tema que mencionaba el señor 
Senador Gargano, no me quedó clara la última parte de su 
pregunta. 


SEÑORA ARISMENDI.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Ministro? 


SEÑOR MINISTRO.- Me acota el señor Senador Gargano 
que era una afirmación la que hacía y no una pregunta. 


Concedo la interrupción que me solicita la señora Sena- 
dora Arismendi. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Puede 
interrumpir la señora Senadora. 


SEÑORA ARISMENDI.- En primer lugar, quiero recor- 
dar, más allá de toda la historia y de que hay que ir a ver qué 
pasó, etcétera, otras cosas que el señor Ministro tuvo que 
suspender y cancelar -con algunas estuve de acuerdo, 
incluso- cuando asumió su cargo en 1995. En ese entonces 
hubo, efectivamente, un corte. En más de una oportunidad 
dije al señor Ministro: “Si usted no estuviera en la coalición, 
el señor Ministro de Transporte y Obras Públicas se hubiera 
hecho un festín como Secretario de Estado que venía a 
relevar al Ministro blanco.” Eso lo digo yo bajo mi respon- 
sabilidad, porque se lo he manifestado al Ministro y ahora 
lo expreso en Sala. El señor Ministro no respondió por qué 
se pasó de una obra pública a una concesión. No estamos 
hablando de cuando se hace la concesión, sino de toda esa 
situación que se fue generando. 


En segundo término, deseo expresar que entiendo que el 
señor Ministro, como un administrador del Estado y un 
Ministro de Transporte y Obras Públicas, debe preocuparse 
por explicarnos las relaciones entre los privados y los 
problemas contractuales que tiene un privado con otro. No 
se trata de Las Carmelitas Descalzas ni de San Francisco de 
Asís que vienen, sino que estamos hablando de empresas. 
Como lo dije en mi intervención inicial, repito que se trata 
de determinadas reglas de juego, pero bajo ellas yo quiero 
que el país gane y no que pierda. 


El señor Ministro dijo que no iba a entrar en el tema de 
la Terminal de Contenedores ni en el de AFE porque no 
estaba convocado para ello. Sin embargo, cuando el país 
hace negocios, también los observo, porque son responsa- 
bilidad del Ministerio; hago lo propio en lo que tiene que ver 
con los negocios con PLUNA. Ya nose trata de un problema 
personal. Lo que sucede es que los datos de la realidad me 
dicen que siempre que se hacen negocios de este tipo 
-insisto: la cooperación público-privada es otra cosa y la 
empresa y la sociedad ganan- como muchas veces señaló el 
actual Presidente de la República -en aquel entonces Sena- 
dor- pierden las empresas y ganan los empresarios. Esa es 
otra parte de la historia. 


En fin, démoslo por bueno. No voy a entrar en esa 
discusión porque no nos vamos a poner de acuerdo con el 
señor Ministro. No se pondrá de acuerdo no sólo conmigo, 
sino tampoco con la doctrina, con lo que señalaba el señor 
Senador Korzeniak ni con algo que contestará cualquier 
persona que haya cursado primer o segundo año de escuela 
ala que se le pregunte de quién es la responsabilidad en una 
obra pública; esa persona dirá que la responsabilidad es del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Esto es así ya 
se trate de una concesión, de un contrato, o de realizar la 
obra de manera directa. Si se detiene a doña María en la calle 
y se le pregunta: “¿A usted qué le parece? ¿De quién es la 
responsabilidad?”, dirálo mismo. Me parece que eso es así. 


Vayamos a la pregunta inicial, ala madre del borrego, y 
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dejemos de lado todas las subcontrataciones, porque si no 
tenemos todo un entrevero y terminamos discutiendo la 
competencia o no de los soldadores uruguayos, tema que 
no está en consideración. Como dijo el señor Ministro, en 
la empresa Techint y en la refinería de La Teja han demos- 
trado lo que pueden hacer. Acá han hecho lo propio y el 
trabajo, la dedicación y la competencia de los trabajadores 
metalúrgicos le salvaron el puente al Ministro. No es la 
primera vez que sucede. 


Reitero: vayamos al inicio del problema. El Uruguay, 
representado por el señor Ministro Cáceres, contrata a 
Consorcio Ruta 1 S.A. Pido al señor Ministro que me res- 
ponda sío no a lo que le pregunto, para entonces continuar 
exponiendo mi pensamiento. ¿El Uruguay tiene que ver con 
la concesión que hizo con Ruta 1? ¿Hubo pliegos, 
licitaciones? El señor Ministro asiente con la cabeza. Hace 
unos momentos decía que hay condiciones, plazos, multas, 
etcétera y daba cifras. Entonces, tomo lo que decía el señor 
Senador Gargano, porque quizás no se entendió. La entre- 
vista -que me pedía el ingeniero Juan Echeverz- del 14 de 
diciembre de 2001, realizada en el programa “En Perspecti- 
va”, fue titulada: “Obras en Ruta 1 con normalidad pese a las 
dificultades que atravesaría el consorcio concesionario”. 
Aclaro que estamos hablando de Consorcio Ruta 1 S.A., es 
decir, el padre del borrego, y de toda esta lista de 
subcontrataciones, así como de todos los líos que hubo por 
el camino, con lo que sítenemos que ver, de acuerdo con lo 
que asentía el señor Ministro. 


El ingeniero que en ese momento era Director Nacional 
de Vialidad del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, 
señala que no podemos guiarnos por informes de prensa, 
sino por balances y resultados. Agrega que los retrasos 
padecidos hasta el momento fueron multados por casi 
U$S 1:000.000 y que se espera que se pueda cumplir con los 
nuevos plazos; a propósito de ello señala cuáles son los 
plazos -aquí mencionados por el señor Senador-, pero el 
periodista Emiliano Cotelo, que es un profesional muy 
informado y muy agudo -a algunos no les gusta ir a su 
programa porque se ponen nerviosos, pero yo parto de la 
base de que es bueno ir porque uno tiene que estar prepa- 
rado para contestar sus preguntas- dice: “Que las obras de 
la Ruta 1 en su tramo hasta la ciudad de Libertad están 
atrasadas, parece no ser novedad. La empresa concesionaria, 
Consorcio Ruta 1 S.A., se comprometió a entregar la obra a 
finales de este año y a poner en funcionamiento el nuevo 
puente sobre el río Santa Lucía, antes de finales de 2002. Los 
hechos, lo que uno ve si pasa por ahí, parecen demostrar 
que esto no será posible.” Esto se decía en el 2001 y ahora 
ya decimos que no fue posible. 


Por otro lado, también se dice que paralelamente se 
conoció que en febrero de este año el mayor accionista de 
Consorcio Ruta 1 S.A, la constructora argentina Victorio 
Américo Gualtieri S.A., seencontraba con dificultades eco- 
nómicas en su país y había llamado a concordato. Una 
revista informó a propósito del acuerdo bancario de Gualtieri 
con el Banco Provincia de Buenos Aires: es un acuerdo para 
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comenzar a amortizar una deuda de U$S 108:000.000, y que 
incluye como garantía la recaudación de Consorcio Ruta 1 
y el compromiso de pagar U$S 600.000 mensuales. Pero 
resulta que la recaudación mensual de la empresa en el peaje 
es inferior aesa cantidad y, además, hay que restarle el pago 
a proveedores, empleados e impuestos. Entonces, Consor- 
cio Ruta 1 S.A. mantiene una deuda millonaria con sus 
proveedores uruguayos. A la vez, también se supo que 
Gualtieri S.A. presentó esa misma recaudación de la conce- 
sión vial de nuestro país como garantía a otros Bancos, 
etcétera, etcétera. Todo esto el Ministerio lo sabe y, mien- 
tras tanto, el periodista dice “vamos a consultar al Minis- 
terio de Transporte y Obras Públicas”. Esto es así porque 
al periodista no se le ocurre preguntar sobre esto al conce- 
sionario, al subcontratante ni al recontra contratante. ¿A 
quién le va a preguntar? A quien responde ante la opinión 
pública por la realización de la obra, y en este caso le tocó 
al señor Director Nacional de Vialidad, ingeniero Juan 
Echeverz. El dice que es una construcción que tiene dos 
tipos de obras y explica que hubo un pequeño corrimiento, 
aunque no es verdaderamente importante, y que se produjo 
un desfase de un año en la construcción del puente. Tam- 
bién señala que ajustaron el cronograma y, más adelante, 
frente a la afirmación de Cotelo de que se trata de un puente 
que se diseña y construye en España -por todo lo que me 
han dicho y por lo que expresa el señor Ministro, tal como 
dije al principio, creo que se trata de un desafío hermoso que 
podríamos tener desde el punto de vista tecnológico, esté- 
tico y de avance para el país, aspecto que no está en 
discusión- explica que se utiliza hormigón, estructura me- 
tálica, bla, bla. Cuando digo “bla, bla”, lo hago para ahorrar 
palabras y no en menosprecio de las palabras del inge- 
niero. 


Más adelante, el ingeniero dice: “Tal como lo prevé el 
contrato, frente a atrasos el Poder Ejecutivo tiene la posi- 
bilidad de aplicar multas al concesionario”. Habla de las 
multas; Cotelo le pregunta de qué orden son y contesta que 
se sitúan en alrededor de U$S 1:000.000, más exactamente, 
U$S 924.000. El periodista le pregunta cómo se paga esa 
multa y contesta: “Hemos decidido que esa multa se pagará 
con mayor volumen de obra que el previsto en el contrato 
original. Mucha de esa obra ya se está realizando. Por 
ejemplo, el tipo de banquina prevista en el proyecto era con 
un pavimento inferior y se va a poner concreto asfáltico; la 
concesión no tenía prevista la iluminación del acceso del 
empalme al Penal de Libertad y van a tener que colocarlo; la 
señalización en el cruce del Camino de La Casilla, el cante- 
ro...”. No entiendo nada de ingeniería y tampoco soy eco- 
nomista, pero da la sensación de que esto de cualquier 
forma no me da U$S 1:000.000. Pero dejémoslo de lado 
también. 


También señala en diciembre de 2001 que “para fines de 
octubre de 2003 tenemos que estar circulando por el nuevo 
puente. La doble vía Montevideo - Libertad tiene que estar 
completa. Tiene que estar pronto el puente y los accesos al 
mismo. Hay que construir unos terraplenes importantes, 
pero en octubre del año 2003 tenemos que estar utilizando 
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normalmente toda la programación de la estructura.” El 
periodista le pregunta: “¿Cuándo fueron acordadas las 
fechas que está mencionando?” y el ingeniero contesta: 
“Recientemente. El Poder Ejecutivo lo avaló hace aproxima- 
damente una semana”. Después, el periodista le sigue pre- 
guntando por todas las deudas, por lo que le pasa al 
contratista Américo Gualtieri, por los negocios que él tiene 
en otras partes del mundo y el ingeniero señala: “Claro, que 
tenga dificultades en otras partes, lógicamente nos preocu- 
pa cuando lo escuchamos, pero nosotros tenemos que 
mantenernos con el contrato vigente. Si las obras van de 
acuerdo con ese contrato y si ese contrato tiene algunas 
dificultades, aplicamos los elementos correctivos”, etcéte- 
ra. Después se sigue con el tema. 


Entonces, señor Ministro, la opinión pública y los perio- 
distas, cuando quieren saber qué pasa con el puente, qué 
pasa con la ruta y qué sucede con todas las concesiones 
habidas y por haber que se han hecho en este país, van al 
Ministerio llamado de Transporte y Obras Públicas y allí se 
les contesta. Ahora, a esta altura del 2003, tenemos un lío 
con el subcontratista. Realmente, tal como lo decía ayer, 
siempre escucho con interés los Cuentos de las Mil y Una 
Noches del señor Ministro Cáceres; mil y una noches puedo 
estar escuchándolo, pero no contesta lo que se le pregunta. 
La responsabilidad inicial del Ministerio es la responsabi- 
lidad con el Consorcio Ruta 1 S.A., que al parecer daba 
algunas señales de que le iba mal. Además, al parecer, 
cuando le iba mal, ya no sería un problema de si contrató con 
éste o con el otro. 


Frente a esto, con mucho respeto, señor Ministro, debo 
decir que puedo llegar a la conclusión absurda de que nos 
conviene que los plazos se alarguen para seguir cobrando 
multas; eso sí, “taca - taca”, al contado, y no con ampliación 
del contrato en el sentido de que se va a poner bitumen acá, 
la banquina allá y el cantero en otro lado. Debe ser “taca - 
taca” porque si vamos cobrando U$S 1:000.000 o más por 
cada cosa que hacen mal o por cada retraso, a lo mejor 
levantamos el presupuesto nacional y lo dedicamos a obra 
pública. 


Por otro lado, el señor Ministro también sostiene la tesis 
-en este y en todos los demás temas, porque se lo hemos 
escuchado decir, aunque insisto en que si no quiere hablar 
del Puerto ni de AFE, que no hable- de que lo que da 
ganancia lo vendemos o lo concesionamos y lo que da 
pérdida -como lo dijo recién, hace un momento- nos lo 
quedamos, porque ¡¿quién nos va a agarrar una cosa que da 
pérdida?! Me parece que no es la cabeza del administrador 
de las obras públicas de este país y, en definitiva, del 
responsable de que esas obras públicas -como decíamos al 
comienzo- vayan en beneficio de la calidad de vida de la 
población. No es así y hoy le pregunté al respecto. Acá hay 
una teoría que es “hagamos caja rápidamente porque tene- 
mos flor de agujero”. Lo tenemos y todos lo sabemos. 


Insisto en que la primera versión del señor Ministro 
Cáceres -no recuerdo el momento, pero creo que fue en la 
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anterior Legislatura- sobre una concesión de estas caracte- 
rísticas refería a ese planteo que yo hago: “te doy una ruta 
rentable, pero tú me hacés tales y tales otras que no te son 
rentables.” No tengo ningún problema filosófico ni ideoló- 
gico en contra; es parte de la cooperación público - privada: 
“yo te doy y tú le devolvés a la sociedad.” Sin embargo, acá 
es al revés: damos y damos y ni siquiera recibimos a cambio 
el producto por el cual pagamos. 


Entonces, pregunto al señor Ministro sies o no respon- 
sabilidad del Ministerio lo que haga el Consorcio Ruta 1 
S.A.. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Puede 
continuar el señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- Con relación al primer concepto, en 
cuanto a si la obra pública es o no responsabilidad del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas, me parece que 
no tiene ni gracia comentarlo; es así y no hay duda. Sin 
embargo, reconocer eso es muy distinto -me parece obvio- 
a decir que el Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
tiene competencias para meterse en las relaciones del sector 
privado. Eso es otra cosa. No tenemos esa posibilidad. 
Nosotros tenemos un subcontratante, a quien le debemos 
exigir todo lo que requiere esa obra pública, o sea, que se 
haga de buena calidad, en los términos administrativos y en 
los plazos que están previstos, etcétera. Esto es lo que nos 
corresponde. Lo que no nos corresponde es ir a instancias 
de segundo, tercero, cuarto o quinto grado, donde no nos 
liga ningún contrato y donde ni siquiera tenemos derecho 
a involucrarnos en ese lugar. 


Sobre las peripecias del Consorcio Ruta 1 debo decir que 
sí, efectivamente, ha tenido muchas. Precisamente, lo que 
hemos tratado de hacer es navegar en la medida en que, 
aunque retrasada, viéramos que la obra seguía adelantan- 
do, porque -y ya hice referencia a esto en mi exposición 
anterior- muchas veces vale la pena, reitero, a pesar de que 
haya demoras, evitar la rescisión del contrato y tratar de 
seguir llevándolo. Eso es lo que hay que ir haciendo: medir 
que realmente se vaya cumpliendo. 


Los primeros retrasos importantes que tuvimos con la 
empresa estaban vinculados al tema de las fundaciones. 
Este no es un tema menor; las fundaciones implicaba utilizar 
los servicios de un subcontratista sumamente especializa- 
do, justamente experto en fundaciones. Las fundaciones, 
además, nos depararon algunas sorpresas y, por lo tanto, a 
ciertas demoras se agregaron algunas imprevisiones. Eso 
fue pasando y, ¿cuál era el razonamiento que íbamos hacien- 
do? Vamos a tratar de salir de las fundaciones, porque ello, 
por ejemplo, nos eliminaba lo relativo a tener que hacer 
obras de pilotes en agua, que no había en el país equipos 
para hacerlas. Lo fuimos llevando, y en la medida en que iba 
progresando la obra, íbamos a cuenta gotas renovando el 
crédito, hasta que en determinado momento emergimos ala 
superficie. Una vez en la superficie pensamos que había que 
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tratar de llegar a los cabezales, que no era una obra menor; 
son obras muy complejas, de instalación de cajones, que se 
hacen en el agua. Se levantaron los pilares y seguimos 
avanzando. Entonces, le dijimos: “Comprometa el puente, 
pero comprométalo, que lo queremos tener pago en España 
y que, asimismo, esté disponible para que el Uruguay pueda 
hacerse de él incluso en el caso de que usted dejara de ser 
concesionario.” Y lo aceptó, porque estaban con esa espa- 
da de Damocles permanentemente encima. 


Esa es la forma en la cual hemos ido llevando el contrato 
hasta el día de hoy. Actualmente podemos tener la tranqui- 
lidad de que la totalidad de las piezas del puente están en 
el país y si mañana llegáramos a tener la eventualidad del 
incumplimiento de un plazo o de una rescisión, no nos 
ocurriría como pasó con el otro puente sobre el río Santa 
Lucía, que en determinado momento se construyó la mitad, 
y el resto demoró quince años para poder hacerse. Parece 
que ese puente o ese emplazamiento tuviera alguna conde- 
na. 


Entonces, me parece que los contratos hay que adminis- 
trarlos de esa forma: uno los va llevando y va juzgando 
cuándo realmente está en una situación en la que vale la 
pena llegar a la rescisión y cuándo vale la pena ir adminis- 
trando el contrato. 


(Ocupa la Presidencia el señor Hierro López) 


- Creo que la fuerza política de ustedes, que tiene el 
Gobierno de Montevideo, conoce perfectamente el tema del 
Hotel Carrasco. ¿Cuánto tiempo hace que está la conce- 
sión? ¿Cuánto tiempo estuvo la concesión sin que se hiciera 
nada y con el casino funcionando? Entonces, ¿qué? ¿Se va 
ala rescisión con la empresa -que casualmente se llama igual 
que una de las que estamos hablando, MIT S.A.- o se 
negocia y se espera, consiguiendo al final que SACEEM 
participe en el asunto, empiece a hacer la obra y comience 
por el vallado? El vallado fue lo primero que hizo -por lo 
menos era una demostración de que la obra seguía marchan- 
do- mientras el casino, de la misma forma que los peajes, 
siguió generando los ingresos correspondientes, y luego 
arregla algunas partes del edificio. ¿Cuál es la valoración? 
¿Por qué no le rescinde el contrato al concesionario? Por lo 
mismo: porque va tratando de evitar una mala rescisión, que 
tal vez le llevaría muchísimos más años y podría generar otra 
tanta cantidad de dolores de cabeza. ¿Por qué lo hace? 
Porque va viendo que el contrato evoluciona. Esto es lo que 
hemos venido haciendo. En los años pasados pensé que el 
Parlamento podía expresar preocupación por el estado de 
esta obra, pero la verdad es que hoy, cuando se empieza a 
hacer el lanzamiento de la viga, habiendo ya 127 metros 
colocados de esa viga, me parece que es el momento menos 
oportuno o, por lo menos, donde menos preocupación 
debería haberse generado. Tal vez en momentos en que no 
emergían los pilares hubiera ameritado mayor preocupación 
que hoy. 


Tampoco es menos cierto -y quiero dejar constancia de 
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esto, pues no sería leal si no lo dijera- que una concesión 
responde a una ecuación económico-financiera, que tiene 
una previsión de ingresos. Cuando los ingresos no son los 
que se previeron -inclusive cuando ni siquiera son los 
históricos que venían registrándose- también es razonable 
que esas deficiencias generen, naturalmente, consecuen- 
cias en la ecuación económica. Entonces, ese deterioro en 
la ecuación genera demoras y siempre, insisto, hay que ir 
administrando el contrato. Si mañana vemos que hay un 
contrato que se para, que no hace nada, es el día en que se 
dice que hay que ircamino a la rescisión; pero si uno ve que 
está avanzando, aunque tenga demoras, sigue hacia adelan- 
te. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO..- ¿Me permite una 
interrupción, señor Ministro? 


SEÑOR MINISTRO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- Tengo miedo, señor 
Presidente. El señor Ministro hizo una especie de 
Deuteronomio casi bíblico de la ineficiencia, la ineficacia y 
el incumplimiento de la empresa privada, incluso en la cita 
referida al Hotel Carrasco. Vengo de tratar lo mismo en la 
Comisión Investigadora de los Negocios de ANCAP en la 
Argentina y podría alegrarme porque en esa dicotomía 
ideológica, media artificial, que hay entre los estatalistas y 
los privatizadores, yo estoy ubicado dentro de los primeros 
y el señor Ministro, que corresponde a los segundos, viene 
a hacernos un verdadero libro de los Números, un catálogo, 
una estantería, una estandarización, una ristra de todos los 
sistemáticos fracasos por ineficiencia, ineficacia, incumpli- 
miento e irresponsabilidad de las empresas privadas y de la 
eficiencia, los controles y la excelencia del Estado, del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas, en cuanto a 
tales. No tiene ninguna culpa el Estado, sino que aquí la 
culpa es de los privados. Me dan ganas de aplaudir porque 
estamos de acuerdo. ¡Ay, aquellos tiempos en que el Estado 
hacía los puentes! Lejanos tiempos, donde todas estas 
cosas no pasaban. 


Mi miedo está justamente ahí. No quiero hablar de los 
Bancos privados. Consorcio Ruta 1 está en el Clearing; 
tengo miedo. Si fuera un Banco y nosotros el Banco Central, 
lo tendríamos al borde de la clausura. Con todo lo que nos 
ha venido diciendo, le tenemos una sospecha tan grande al 
señor Ministro que respiramos hondo después de haberle 
exigido y obtenido la garantía de que compraba el puente; 
de lo contrario, quizás nos dejara los pilotes ahí per secula 
seculorum como el aerocarril de Malvín. Ahora estamos 
tranquilos, porque logramos que si se van -temor que ya 
tenemos y que el propio Ministro reconoce y nos conta- 
gla- por lo menos nos quedamos con la estructura metálica 
acá -no en España- tirada en el Puerto, tal vez en el obraje, 
no importa dónde, pero nos quedamos con eso. Según lo 


12 de junio de 2003 


que leyeron, han fundado un club de trueque y las multas 
las pagan en especias. Sería bueno que los deudores en 
dólares del Banco de la República pudieran pagar en espe- 
cias como lo hace el Consorcio Ruta 1. Habría que pedirle: 
“Hágame obra, construya un cantero, tráigame una bolsa de 
boniatos”. Realmente, no compraría nada a esta empresa, 
menos un auto usado y mucho menos un puente. Pero le 
entregamos todo esto a dicha empresa y ahí está el quid de 
la cuestión. ¿Quién le entregó esto a la empresa? Otra vez 
surge el mismo problema. Antes nos preguntábamos: ¿quién 
le entregó el Banco La Caja Obrera a fulano? ¿Quién entregó 
algo perteneciente a ANCAP en la Argentina a Perengano, 
teniendo que hacer después la denuncia penal para que nos 
lo devuelvan? Ahora estaríamos ante el mismo relato y el 
daño sería peor; estamos ahorcados, nos tienen agarrados. 
La amenaza de que les rescindimos el contrato no les impor- 
ta nada; se ríen y van dejando todo tirado, el puente a medio 
terminar y la Ruta 1 con pozos incorporados -como dijo el 
señor Senador Mujica-, que es la última tecnología de la 
empresa privada en el Uruguay, que instala las losas con 
baches incorporados para la mejor tradición de la Intenden- 
cia Municipal de Montevideo. 


¿Cuál es el miedo? Mi pregunta de por qué se cambió el 
proyecto de 1994 por éste no fue contestada. Este, hoy, ya 
es un tremendo fracaso. La pregunta del miedo tiene que ver 
con el contrato de resarcimiento, los temas del estilo y del 
valor presente, que no entiendo bien, a Dios gracias. ¿Esta 
empresa va a quedarse sin cobrar todo lo que ha perdido? 
¿Nosotros tenemos contraída con ella una obligación en 
torno a qué? Si pasada determinada cantidad de años el 
peaje no le permite recuperar lo invertido con una buena 
tasa de retorno, ¿se prolonga el contrato? Pienso que esos 
empresarios harían lo mismo que los de BMT, que gastaron 
el 33% del presupuesto en el 10% de la obra y, como no son 
las Carmelitas Descalzas -quizás yo haría lo mismo-, se 
fueron. Si no recupero, ¿para qué voy a seguir gastando? 
¿Por filantropía con el Gobierno uruguayo? ¿Ellos tienen 
condiciones para recuperar lo que están perdiendo? ¿En 
cuántos años? ¿Pedirán prórroga del contrato que tenemos 
con ellos en ese sentido? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Minis- 
tro. 


SEÑOR RIESGO.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Ministro? 


SEÑOR MINISTRO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RIESGO.- Voy a ser muy breve. Simplemente, 
quiero informar que se ha logrado sentar a las partes el día 
de mañana ante una mesa de negociación entre los trabaja- 
dores y la empresa. El señor Representante Alejandro Falco, 
que es mi subcontratista, porque la que contrató fue la 
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señora Senadora Arismendi, también se va a encargar -ya 
que estamos en términos de contratista y subcontratista- de 
hablar con el señor Ministro del Interior para solicitarle que 
no haga el retiro de los trabajadores que están ocupando el 
puente por la fuerza. Por lo tanto, lo que la señora Senadora 
había solicitado desde un principio estaría solucionado por 
mi subcontratista, el señor representante Falco. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Minis- 
tro. 


SEÑORA ARISMENDI.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Ministro? 


SEÑOR MINISTRO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir la señora Se- 
nadora. 


SEÑORA ARISMENDI.- Nobleza obliga. ¿Ve, señor Mi- 
nistro? Esa es una buena manera de hacer una concesión de 
obra. Así como el señor Senador Riesgo ayer lo quiso traer 
a usted, prácticamente, en helicóptero, salió a resolver lo 
que era grave y urgente ayer, antes de ayer y todos estos 
días. Como dije ayer y lo repito hoy, cuando hay cosas que 
se resuelven, yo aplaudo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es el segundo aplauso que el 
Frente Amplio nos da esta tarde; es una maravilla. 


Puede continuar el señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- Ante la apreciación del señor Sena- 
dor Fernández Huidobro, creo que habría que estar adminis- 
trando un contrato para darse cuenta de cómo es el asunto. 
Una reflexión que siempre he hecho en todos estos contra- 
tos de concesión es: ¿dónde es razonable que uno esté 
posicionado siempre? Que el contratista nunca llegue a 
tener más ingresos que los egresos que haya efectuado, 
sería una hipótesis de menos; ahora, que se encuentre en 
una situación en que ha tenido más egresos que los ingre- 
sos percibidos, hasta llegar al extremo de realizar todos los 
egresos al inicio de una concesión -que tal vez sería lo más 
deseable- y después recupere, sería más favorable. Uno 
nunca debería estar al descubierto. Si se saca la cuenta de 
los ingresos actualizados y se compara el valor con el de los 
egresos actualizados, no puede llegar a estar en una situa- 
ción negativa. Sieso ocurre, la concesión se desvirtuó. Ese 
tema, en general, lo seguimos en todas las concesiones. 
Algunas han estado en una situación más favorable y 
pronunciada porque hicieron inversiones mucho más sus- 
tanciales al inicio de su período de concesión, mientras que 
otras no lo llevaron a cabo de la misma forma. ¿Qué pasa 
después con relación a la pregunta formulada? Esta conce- 
sión es de plazo fijo, o sea que tiene 17 años y medio de 
plazo. No es un plazo móvil como el de otras concesiones 
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que lo requirieron así por incertidumbre en los ingresos. 
Esas fueron las concesiones llamadas de VPI. 


¿En este caso qué ha sucedido? ¿Las obras costaron lo 
que estaba previsto? En ese sentido, creo que no debemos 
tener grandes diferencias. ¿Las recaudaciones fueron las 
que estaban previstas? No, realmente no lo fueron. En 
primer lugar, ello se debió a que hubo un tránsito que no fue 
acorde con el previsto, que era el tránsito histórico con 
determinada tasa de crecimiento. Desde el año 1996, en que 
se realizó la licitación, hasta 1998, eso se fue acompañando 
con razonable andamiento. En 1999 ya empezó a haber algún 
deterioro y, a partir de allí, en los años 2000, 2001 y 2002, 
hubo un franco deterioro en el nivel de tránsito. Por otro 
lado, no es menos cierto que, además del deterioro en el 
nivel de tránsito, hay otro factor que consiste en que los 
peajes ajustan en base a una fórmula compuesta, en parte 
por el valor del dólar, y otro tanto por el IPC. Por este 
motivo, además de que en estos últimos tiempos el tránsito 
no creció como estaba previsto, el valor del peaje disminu- 


yó. 


En el caso de esta obra, estimo que no es tan relevante 
el efecto del año 2002 relativo al ajuste de las tarifas, porque 
vemos que, en realidad, el endeudamiento que debió con- 
traer la empresa fue relativamente poco y, por lo tanto, lo 
que tuvo que pagar por concepto de interés y la deuda que 
al día de hoy tiene en dólares, no es tan significativo como 
lo puede ser en el caso de otras empresas. Cabe destacar que 
en este momento creo que tenemos planteamientos de aspi- 
raciones de resarcimiento de todos los concesionarios. Las 
han presentado el Consorcio Ruta 1, en un trámite que 
comenzó hace dos o tres días, y el Consorcio del Este; 
también hay un planteamiento similar, que no es propiamen- 
te una aspiración de resarcimiento, sino una mejora de 
performance de la ecuación económica, realizado por el 
Consorcio Camino de las Sierras. Esto es algo que está 
dentro de la práctica habitual de las concesiones, donde se 
manejan precios diferidos, por lo que no resulta sorpren- 
dente. 


La tesis del restablecimiento de las ecuaciones económi- 
co financieras es un viejo tema que, además, es conocido 
por todos los aquí presentes, integrantes de los diferentes 
partidos políticos a quienes, de una forma u otra, en algún 
ámbito o caso particular nos ha tocado hacer consideracio- 
nes de este tipo. Además, la jurisprudencia y los anteceden- 
tes en esta materia son muy abundantes. 


En consecuencia, me parece que el contrato está claro; 
tiene un término fijado y, por otra parte, ya he señalado que 
vamos a tener reclamaciones, si no de todos, por lo menos 
de gran parte de los concesionarios. De todos modos, no 
debemos olvidar que si no estuviéramos en el caso de una 
concesión, sino de un contrato de obra pública, la situación 
se daría igual, porque la paramétrica no refleja la evolución 
de los precios; determinados hechos sucedieron y se esca- 
paron de las manos y se agrega toda una serie de razones 
que motivaron los reclamos de contrato de obra pública. Sin 
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embargo, en el contrato de obra pública, el que pone los 
recursos es el Estado, y en la concesión los pondrá de a 
poco o de a mucho, según lo comprometido que esté con los 
niveles de inversión, el sector privado y no el Estado. Por 
lo tanto, si bien todos aspiramos a que el sector privado 
venga a poner los recursos lo antes posible y termine las 
obras cuanto antes, no debemos olvidar que dichos recur- 
sos provienen de un inversor privado. En el caso del Puente 
sobre el Río Santa Lucía, por ejemplo, el Estado no ha 
puesto un solo peso de su bolsillo y los ciudadanos que 
circulan por la zona han pagado peajes al igual que lo 
hicieron durante gran cantidad de años -porque ese peaje 
está allí desde que me conozco, creo que de la época en que 
se quería poner una dificultad para que se fuera a comprar 
carne a San José- en los que la Ruta 1 no tuvo una sola 
mejora; cuando el Estado recibía las recaudaciones de ese 
peaje, no realizó las inversiones para el mejoramiento de la 
Ruta, y la que hubo fue la misma de los años cincuenta y 
sesenta, hasta que se hizo la remodelación. 


Entonces, no miremos la brizna en el ojo ajeno en lugar 
de la viga en el propio, porque cuando el Estado recaudaba 
los peajes, reitero, no hacía las obras. Actualmente cede- 
mos esta tarea y los peajes, y las mejoras se estarán hacien- 
do con demora, pero se están llevando a cabo. Lo mismo 
ocurrió con la Ruta Interbalnearia, con el peaje de Mendoza 
y con el de Soca. 


La señora Senadora Arismendi se refirió hoy a la doble 
tributación o imposición que significa cobrar por el com- 
bustible y por los peajes, pero yo digo que mucha más 
imposición es cobrar impuestos por el combustible y cobrar 
peaje y aún así no hacer las obras. Cuando ese pecado lo 
cometía el Estado, resulta que no era tal, pero ahora que lo 
hace el sector privado, sí lo destacamos. 


En consecuencia, a la lista que ha efectuado el señor 
Senador de los errores de la empresa privada, me ofrezco a 
agregarle otra, también larga, pero acepte el señor Senador 
que a los errores de mi lista del sector público se pueden 
agregar por su parte todos los elementos de fracaso. 


No me parece que el asunto consista en decir -porque lo 
considero trasnochado a esta altura del partido- que lo 
privado es lo único bueno o que lo estatal es lo único bueno; 
hay bueno y malo en lo público y en lo privado. Lo que hay 
es bueno, y esperemos que haya más de bueno y menos de 
malo. 


SEÑOR BRAUSE.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Ministro? 


SEÑOR MINISTRO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BRAUSE.- Brevemente, quisiera decir, para no 
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dejar pasar en silencio lo que se ha expresado por aquello 
de que quien calla otorga, que desde el punto de vista 
jurídico el tributo que se cobra por concepto de IMESTI, que 
aquí se señalaba que va a las arcas del Estado, supuesta- 
mente para volcarse a la obra pública, no tiene la misma 
naturaleza que el peaje, que es un precio. El tributo surge del 
poder de imposición que tiene el Estado. El peaje es un 
precio, por cuanto es el resultado de un acuerdo de volun- 
tades. En ello está de acuerdo toda la doctrina. Simplemen- 
te, quiero dejar constancia para que quede claro que no se 
produce lo que aquí se ha señalado como una doble impo- 
sición. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Minis- 
tro. 


SEÑOR MINISTRO.- Ingresando en la consideración del 
segundo punto, que refiere a la Megaconcesión, quiero 
decir que la misma es una ingeniería financiera hecha para 
resolver un problema que normalmente el país solucionó 
por la vía de los impuestos, en un momento en que estos no 
existen. Al Ministerio de Transporte y Obras Públicas se le 
planteó la disyuntiva de tomar la posición cómoda de decir 
que como no tiene recursos deja que el patrimonio de la 
nación se caiga, empeoren las condiciones de circulación, 
aumenten los costos y el riesgo por la falta de seguridad en 
el tránsito de las personas por las carreteras o, de lo contra- 
rio, imaginar una fórmula por la que se pueda, por lo menos, 
no resentir el servicio que prestan las carreteras en todo el 
territorio nacional, particularmente en la red principal del 
país, que es por donde circula el 70% del tránsito. 


Eso fue lo que hicimos en la Megaconcesión, es decir, 
una ingeniería financiera que permitió que con un pequeño 
aporte del Estado y, por otro lado, con los ingresos de los 
peajes que se establecieron y que actualmente se están 
cobrando -además de los peajes del contrato de la Ruta 
Interbalnearia que terminan en el 2007 y que por quince años 
es una cantidad muy importante de dinero si uno lo pone en 
valores actuales o silos securitiza- se atiendan las Rutas 1, 
2,3,5,8,9 y 11, que son las arterias más importantes que 
tiene el país. 


Las obras que se van a realizar son las que aprobó este 
Parlamento. Cuando empezamos la gestión de este período 
presentamos aquí un programa de obras que fue aprobado 
y parte del mismo es el que está en la Megaconcesión. La 
diferencia, ¿cuál es? Que ustedes en este Parlamento apro- 
baron un Presupuesto de obras públicas de U$S 160:000.000, 
mientras que el Presupuesto del Ministerio de Transporte 
y Obras Públicas actual es de U$S 55:000.000. Por lo tanto, 
la diferencia de este año es de U$S 105:000.000 menos; el 
año pasado fue de U$S 80:000.000 menos y el anterior de 
U$S 40:000.000 menos. Si sumamos estas cantidades tene- 
mos un total de U$S 235:000.000 y no sé qué tendremos en 
los próximos años. Si hay U$S 235:000.000 menos, está claro 
que va a haber menos obra realizada. ¿Qué fue lo que 
quisimos lograr? Que al menos la red principal no se cayera; 
por eso esta concesión. Creo que la Megaconcesión ha 
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dado el resultado previsto. En la actualidad, los tramos en 
que las carreteras estaban muriéndose se están recuperan- 
do, ya sea a través de los contratos de mantenimiento o de 
rehabilitación -seguramente todos ustedes han circulado 
por esas rutas-, por lo que es una buena solución. No les 
quepa la menor duda de que no es una solución simpática, 
porque el primero que sabe que no lo es soy yo mismo. Pero 
lo cierto es que aquí el tema es: ser Ministro y simpático o 
hacer lo que hay que hacer. Yo hice lo que tenía que hacer 
y me dediqué a preservar el patrimonio de la nación, como 
lo son las carreteras. Si no las mantenemos y no las rehabi- 
litamos en el momento adecuado, cuando tengamos que 
reconstruirlas nos va a costar tres o cuatro veces más. Y 
aquí no es un tema que tenga que ver con mi representación 
política como Ministro, sino como profesional y persona 
que ha dedicado toda su vida a las carreteras. Como perso- 
na, como técnico y como político, después de haber traba- 
jado treinta años edificando el mundo de las carreteras del 
país, ¿cómo puedo resignarme a que no hay fondos y a que 
lo edificado se caiga? Creo que por eso sí deberían interpe- 
larme y censurarme, porque no estaría cumpliendo con el 
mandato que debe tener alguien a quien se le confía la 
administración de un sector del país. 


Lo que hice fue una ingeniería financiera para poder 
lograr estos resultados, para los que había una serie de 
elementos, entre otros, por ejemplo, lograr que esto saliera 
de las cuentas públicas. Entonces, de allí viene el armado 
del esquema a través de la Corporación Nacional para el 
Desarrollo y de la Corporación Vial del Uruguay. De esa 
forma, hoy tenemos más de veinte contratos ejecutándose 
y alrededor de 760 personas trabajando, según planillas 
directas del Banco de Previsión Social. Si pensamos que 
hay una relación normal de tres a uno entre indirectos y 
directos, estamos hablando de 2.800 ó 2.900 personas que 
están trabajando en virtud de haber puesto en marcha esta 
Megaconcesión. Estas son obras que muchos de ustedes 
conocen por residir en el interior. Ese es el sentido que 
tiene, entonces, esta Megaconcesión. 


La señora Senadora Arismendi decía que la 
Megaconcesión es una privatización, y no es así. Aquí hay 
un tema semántico, pero privatización implica la venta de 
activos; por lo tanto, si no hay venta de activos, no hay 
privatización. Habrá mayor participación del sector priva- 
do, que no es lo mismo que privatización. ¿La tercerización 
es una privatización? Claramente, no; sinembargo, implica 
una mayor participación del sector privado. ¿La concesión 
es una privatización? No, porque implica que alguien haga 
una obra en nombre del concedente y éste no pierde la 
propiedad. 


Los procesos de privatización, llamados así en el mundo, 
implican la venta de activos, por ejemplo, de los yacimien- 
tos petrolíferos, de la empresa de agua. Pero en los casos de 
los que estamos hablando debemos preguntarnos qué es lo 
que se está vendiendo. En lo que tiene que ver con la 
terminal de contenedores, ¿qué fue lo que se vendió? Se 
vendieron las acciones de una empresa que tiene el derecho 
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a ser concesionaria durante un determinado tiempo. Por lo 
tanto, no se vendió la terminal de contenedores, sino las 
acciones de una empresa que tiene derecho a explotar, en 
régimen de concesión, la terminal de contenedores por un 
determinado tiempo. Cuando la ley establece la venta de las 
acciones de la Megaconcesión, ¿qué está estableciendo? 
La venta de las acciones de una empresa que tiene derecho 
a explotar el flujo de ingresos provenientes de peajes y un 
aporte del Estado durante un determinado tiempo. Pero 
vencido ese plazo, ni en los contenedores, ni en las arenas 
negras, nien el Aeropuerto Internacional de Carrasco, nien 
el caso de la Megaconcesión estamos vendiendo los acti- 
vos. 


SEÑOR BRAUSE.- Exactamente. 


SEÑOR MINISTRO.- Estamos vendiendo las acciones 
de una sociedad concesionaria que por un determinado 
plazo tiene derecho a explotar y recibirlos ingresos estable- 
cidos en las leyes, contratos, pliegos, etcétera. 


Por lo tanto, esto es algo que tenemos que diferenciar y 
se lo he dicho muchas veces a la señora Senadora Arismendi 
en la Comisión de Transporte y Obras Públicas. Tenemos 
que entender cuál es el camino que el Uruguay tomó. El 
Uruguay no tomó un camino de privatización, de venta de 
activos de la sociedad, sino un camino en el que, por un 
lado, sigue trabajando con un Estado medio flaco y con 
problemas y, por otro, va caminando en la senda de la 
concesión. Esto implica seguramente todo un aprendizaje 
para llegar al nuevo rol. 


Este es un tema que tenemos que entender, ya que se 
trata del camino por el que optó el país. El Uruguay no 
vendió un solo activo y creo que hizo bien en no venderlos 
y en optar por el modelo concesional. 


La señora Senadora Arismendi decía que su otra preocu- 
pación era que se corría el riesgo de la constitución de un 
monopolio. Creo que esto no se da en la medida en que no 
estén dadas determinadas condiciones. El que haya un solo 
prestador no significa que haya monopolio, y en la medida 
en que no haya renta monopólica, no existe el monopolio o, 
por lo menos, las consecuencias perjudiciales que éste 
ocasiona. 


En el caso de la Megaconcesión, nos cuidamos de que 
quien comprara las acciones estuviera sometido a que toda 
obra que contrate deba hacerlo por licitación. Es decir que 
se trata de un concesionario condicionado en su forma de 
actuar. El concesionario va a ser quien se va a ocupar de 
conseguir el financiamiento para así poder pagar las obras, 
pero cuando llegue el momento de contratarlas, no lo va a 
poder hacer en un cuarto cerrado, sino que va a tener que 
seguir el mismo principio de publicidad y de igualdad que 
sigue el Estado cuando contrata, o sea, tiene que licitar y 
respetar esos principios, tal como lo ha venido haciendo en 
estos meses la Corporación Nacional para el Desarrollo y la 
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Corporación Vial del Uruguay. Yendo a un esquema priva- 
do, ha conservado garantías del Derecho Público. 


Ahora voy a hacer referencia a los temas más conceptua- 
les que se plantearon, porque creo que se hicieron muchas 
apreciaciones casuísticas en las que no entraré, 


SEÑORA ARISMENDI.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Ministro? 


SEÑOR MINISTRO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir la señora Se- 
nadora. 


SEÑORA ARISMENDI.- El señor Ministro señaló que no 
iba a entrar en el tema de la Terminal de Contenedores, pero 
como lo puso de ejemplo cuando se refirió a la 
Megaconcesión, quiero aprovechar para que me conteste 
una pregunta muy breve. 


Desde mi punto de vista, hay varias maneras de que 
exista una mayor participación del sector privado o una cero 
participación del sector público; esta es otra discusión. 
Efectivamente, hemos debatido en la Comisión de Trans- 
porte y Obras Públicas sobre este aspecto y no nos hemos 
puesto de acuerdo en estos años. No obstante, le solicito 
al señor Ministro que me conteste si esa mayor participa- 
ción del sector privado en el caso de la Terminal de Conte- 
nedores incluye el hecho de que los dos Directores de la 
Administración Nacional de Puertos no puedan intervenir 
para nada en la Terminal Cuenca del Plata y que no puedan 
entrar desde principios de año ni participar de las reunio- 
nes. En ese caso, estaríamos hablando de la desaparición 
del sector público al frente de esto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Minis- 
tro. 


SEÑOR MINISTRO.- Como bien le dije a la señora Sena- 
dora Arismendi, no iba a hablar sobre este tema, pero debo 
aclarar que ese es un error de información. Los integrantes 
de Cuenca del Plata en representación de la Administración 
Nacional de Puertos, concurren a todas las reuniones del 
Directorio. En este momento están planteando -no sé si la 
señora Senadora ha leído la prensa- un problema vinculado 
con la integración de capitales, donde los representantes de 
la Administración Nacional de Puertos tienen un punto de 
vista y los integrantes de la parte privada otro. Es decir que 
ellos están integrados y participan. Por lo tanto, se trata de 
un error de información. 


Insisto en que no me gustaría entrar en estas cuestiones 
porque entiendo que uno tiene que ser respetuoso y cuando 
a uno lo llaman para hablar sobre determinado tema, tiene 
que referirse a eso. 
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Con respecto al pedido de informes del señor Senador 
Gargano, quiero señalar que la Administración Nacional de 
Puertos lo respondió en marzo de 2003 y está en su poder 
desde el 11 de abril de este año. 


No quiero entrar en el análisis de otros asuntos porque 
cada uno de ellos es un tema en sí mismo como, por ejemplo, 
el ferroviario, que fue tratado en oportunidad de aprobar la 
Ley de Rendición de Cuentas, o el portuario. Por esa razón 
yo proponía seguir con los puntos conceptuales que plan- 
teaba la señora Senadora. 


Todos tendríamos el deseo de que las concesiones se 
pudieran hacer invirtiendo primero y rescatando después. 
Para eso, lo que debemos tener es un negocio que pueda 
soportar el costo financiero que implica. Por ejemplo, si 
tengo las autopistas de acceso a Buenos Aires, por donde 
circulan 300.000 ó 400.000 vehículos por día, puedo cons- 
truir las carreteras y recuperar dinero, porque se trata de un 
mercado descomunal que me permite invertir y después 
recuperar. Pero cuando resulta que en lugar de tener el 
acceso a Buenos Aires, tenemos las carreteras del Uruguay, 
por donde circulan alrededor de 15.000 vehículos por la que 
más tránsito tiene, eso no es viable. La carretera “vedette” 
de este país en materia de tránsito, y además beneficiada 
porque tiene restringida la circulación de camiones, es la 
Ruta Interbalnearia. Esta ruta, concedida en el año 1993 ó 
1994, siendo la “vedette”, por donde no circulan camiones, 
que son los que rompen, y recaudando alrededor de 
U$S 12:000.000 en algún momento y U$S 6:000.000 en la 
actualidad, pudo efectuar al cabo de cinco años, cobrando 
peajes desde el primer día, una inversión que fue la dupli- 
cación de la Interbalnearia y los pasajes superiores. O sea 
que la “vedette”, la más jugosa de todas las carreteras en 
materia de tránsito, fue capaz de costear esa inversión, que 
no fue tan importante, cobrando los dos peajes desde el 
primer día. Por lo tanto, imagínense si pagáramos con peajes 
las obras que se están haciendo en el ámbito de la 
Megaconcesión. 


Por ejemplo, la obra que acabamos de licitar en la Ruta 
5 en Paso de los Toros, que va desde Carlos Reyles hasta 
el empalme de la Ruta 43 en San Gregorio de Polanco, tiene 
un valor de alrededor de U$S 6:000.000. La recaudación del 
peaje de Paso de los Toros en lo que va del año -desde enero 
hasta mayo-, es de $ 6:000.000, lo que quiere decir que serán 
$ 13:000.000 en todo el año, o sea U$S 400.000. Entonces, 
para poder atender esa obra, si no hubiera costos financie- 
ros, se necesitarían doce años, pero resulta que sí hay cos- 
tos financieros. Los U$S 5:000.000 tienen un costo financie- 
ro, digamos, del 12%, por lo que el servicio financiero es de 
U$S 600.000, que es más de lo que se cobra de peaje. Quiere 
decir que si no hubiéramos hecho el diseño de la 
Megaconcesión, que nos permite habilitar, en cierta forma, 
precios cruzados -cosa bastante objetable para algún orto- 
doxo liberal-, no hubiéramos podido atender la Ruta 1, ni la 
2, nila3,nilaS5, nila 8. Entonces, ¿qué habría ocurrido? Lo 
que mencioné hace un rato: no habríamos hecho nada de eso 
y el patrimonio del país se habría caído. Y la verdad es que, 
antes de eso, quien habla estaría en su casa. 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-273 


Eso es lo que hemos venido haciendo y por lo que 
defiendo el concepto de la Megaconcesión. Creo que es de 
las cosas que hemos podido llevar adelante, en un escena- 
rio donde las dificultades no pudieron ser peores. Para 
poder llevar adelante la Megaconcesión no es necesario 
tener fuentes de financiamiento, cuando en el 2002 salimos 
a buscar financiamiento en el peor momento del país. Pero 
teníamos claro que hacíamos eso o en dos años -y la gente 
que va al interior sabe qué es lo que pasa cuando transcu- 
rren dos años en los que se deja de conservar determinado 
tramo de carretera- teníamos el patrimonio del país caído, 
aunque más bien podríamos decir que estaría muerto. Opta- 
mos por que no se muriera, sino por tratar de conservarlo. 
A esta altura del partido llevamos obras comprometidas -ya 
en ejecución- por alrededor de U$S 35:000.000; se trata de 
compromisos contraídos que se irán desarrollando con el 
tiempo. Tenemos alrededor de U$S 25:000.000 en obras 
licitadas, que todavía no están comprometidas, y tenemos 
en proceso de cesión obras que originalmente eran del Plan 
de Obras Públicas, que se financiaban con los impuestos, 
y que para que se puedan hacer se están cediendo a la 
Corporación Vial del Uruguay, por U$S 21:500.000. A su vez, 
tenemos ejecutados en los meses que han transcurrido 
desde enero, cuando empezaron las obras -aunque se recor- 
dará que se empezaron a realizar en forma manifiesta recién 
en el mes de febrero-, alrededor de U$S 7:000.000. Y la curva 
va aumentando en forma pronunciada. 


De la misma forma que va acrecentándose la curva de 
inversiones, va aumentando también otra curva que atodos 
nos interesa, que es la de empleo. En diciembre de 2002, el 
personal afectado a las obras de la Megaconcesión -ténga- 
se presente que las obras recién estaban en su etapa inci- 
piente- era de alrededor de 180 personas; según el último 
informe que tengo aquí, que es del mes de abril de 2003, 
ahora hay 720 personas que están trabajando en empleos 
directos, según planilla del BPS. A su vez, si suponemos un 
factor de tres, implica 2.160 personas más en trabajos indi- 
rectos, que son proveedores, suministradores, etcétera. 
Estamos hablando de gente que alquila sus viviendas para 
las empresas que se relocalizan, de servicios que se prestan, 
de talleres mecánicos que funcionan, de herrerías, soldado- 
res, etcétera. 


Quiere decir que la Megaconcesión nos ha permitido, en 
un momento de gran dificultad, no quedarnos de brazos 
cruzados esperando que pase la carroza; nos ha permitido 
llevar adelante un programa de obra que es el que se votó 
acá en 1995, y nos ha permitido prevenir una cantidad de 
cosas. Personalmente, creo que la tarea de prevenir que 
llevan a cabo los gobiernos es una de las cosas más impor- 
tantes que hacen y tal vez una de las que menos palmas y 
réditos lleva, porque es algo de todos los días; es como 
vacunar, tiene siempre más mérito el que cura que el que 
vacuna. Aquí lo que tratamos de hacer fue vacunar al país 
para que no se le cayera una parte importante de su infra- 
estructura. 


En relación con otros temas, como por ejemplo, el de la 
Ruta 11, se le ha comentado a la señora Senadora que allí se 
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cobraba y no se hacían obras. Quien le dijo esto a la señora 
Senadora no le comentó que se está haciendo la carretera 
nueva, la Ruta 11 nueva, al costado de la vieja. El que le dice 
que en la Ruta 2 se hizo un rastrillado, no conoce lo que de 
verdad se hizo. Allí se estuvo haciendo un fresado de la 
carretera para hacer la reposición de gálibo, para poder 
después poner la carpeta asfáltica por encima. Acá veo que, 
seguramente por la afinidad que tiene por la zona de Mer- 
cedes, su fuente de información son los muchachos de la 
Federación de Trabajadores Viales. Con respecto al tema de 
la Ruta 5 en Paso de los Toros, estamos hablando de una 
obra que está en proceso de adjudicación por parte de la 
Corporación. Ya fue abierta la licitación. 


En lo que tiene que ver con el tema del monopolio de las 
empresas Alvarez y Hernández y González, debo decir que 
no es monopolio. Lo que hicieron las empresas fue presen- 
tarse a una licitación que hizo la Corporación Nacional para 
el Desarrollo para el cobro de los peajes. El costo de la 
cobranza es un porcentaje de lo que se recauda. Entonces, 
no es un monopolio. Es una empresa que se presentó a una 
licitación que hizo el concesionario, en el marco de lo que 
decíamos antes. El concesionario -hoy Corporación Nacio- 
nal para el Desarrollo o Corporación Vial del Uruguay, o 
quien la siga hacia adelante si se hace uso del artículo 
famoso de la ley que habilita la venta de las acciones- tendrá 
la obligación de seguir haciendo los llamados públicos para 
que todas las empresas puedan participar y competir, para 
no correr el riesgo de que el concesionario llame a un 
cenáculo privado atres o a cuatro empresas de su preferen- 
cia, 0 a una, para contratarla directamente, cosa que en el 
Derecho Privado se puede hacer. 


Quiero aclarar que la Ruta 21 no es parte de la 
Megaconcesión, pero tampoco está detenida. 


Por otra parte, con respecto al puente sobre el Arroyo 
Rosario quiero decir que se pudo reparar gracias a la 
Megaconcesión, porque cuando se produjo la inundación 
no teníamos ni un peso. En esa oportunidad, la creciente se 
llevó más de un kilómetro del terraplén de acceso y pudimos 
encarar este problema porque teníamos un contratista al 
que se le podía pagar y al que en ese mismo momento le 
debíamos alrededor de U$S 4:000.000. Resulta que el río se 
llevó todo y al día siguiente nosotros fuimos con las máqui- 
nas de Vialidad para tratar de arreglarlo con un buldozer y 
una motoniveladora, esto es, cuando bajara el agua. Sin 
embargo, cuando vimos el tamaño de agujero que se había 
hecho, nos dimos cuenta de que esas herramientas eran 
como un pelo para un conejo. Por lo tanto, tuvimos que 
desplazar las maquinarias que había en la zona para poder 
reparar el puente. Esto lo hicieron las empresas que estaban 
trabajando en la Megaconcesión: SACEEM, que estaba 
empezando las obras en el nuevo puente del río Rosario; la 
empresa Ramón Alvarez, que había sido contratista de otra 
obra en la Ruta 12 y que estaba próxima, y la Dirección 
Nacional de Vialidad. Todas ellas cobraron lo que tenían 
que cobrar y no por el trabajo que tenían que realizar. Ahora, 
que alguna persona de la Dirección Nacional de Vialidad 
diga que con su buldozer y la motoniveladora fue a hacer la 
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reparación de semejante pedazo de terraplén de acceso de 
la Ruta 1, es señal de que o se quiere demasiado o tiene poca 
autocrítica. 


Efectivamente, alguien podría haber dicho que para esa 
emergencia podría haber habido recursos, pero ¿saben qué 
es lo que me pasa? Si hoy tengo que atender una emergen- 
cia, lo primero que debo hacer es pedir permiso al Ministerio 
de Economía y Finanzas. Hemos tenido alguna emergencia 
que en su momento llevó su tiempo. Por ejemplo, hace un par 
de años se demoró tres meses la declaratoria de urgencia de 
la reparación del Puente Illescas. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Ministro? 


SEÑOR MINISTRO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MICHELINI.- Bien es sabido que no comparto 
muchas de las inquietudes, propuestas e iniciativas del 
Ministro de Economía y Finanzas. ¡Vaya si somos críticos 
de la economía que se está llevando en el país! Pero que ante 
una urgencia similar a la de la Ruta 1, si no hubiera estado 
el tema, no digo de la Megaconcesión, sino de los peajes 
que no mandaban dinero a Rentas Generales -esa es la 
verdadera historia- y si hubiera habido un artículo que 
dijera que los nuevos peajes tenían que volcar en una 
cuenta del propio Ministerio -o cualquier fórmula jurídica 
que permitiera autonomía financiera al Ministerio- y atender 
la emergencia, sin duda no hubiera existido la necesidad de 
apelar al Ministerio de Economía y Finanzas. Ahora, si no 
hubiera existido todo, ¿se dice que el señor Ministro de 
Economía y Finanzas, doctor Alejando Atchugarry, hubiera 
demorado tres meses en presentar una autorización para 
atender el arreglo de la Ruta 1 que estaba intransitable? Me 
parece que estamos del otro lado. Me dicen que el Ministro 
de la época era Bensión. ¿Tres meses iban a demorar en 
arreglar la Ruta 1 que estaba cortada por tremendo pedazo 
que arrastró el agua? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Minis- 
tro. 


SEÑOR MINISTRO.- Creo que me expresé mal o el señor 
Senador Michelini no me entendió, por lo que le pediría que 
revea el tema. 


Lo que quiero decir es que la Megaconcesión nos ha 
permitido llegar a una cantidad de soluciones realmente 
importantes. 


¿De quién es la Corporación Vial para el Uruguay? Es una 
sociedad propiedad 100% de la Corporación Nacional para 
el Desarrollo, con el mismo Directorio. ¿Qué es lo que vaa 
pasar? Está previsto en la ley la habilitación para poder 
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vender las acciones y, a su vez, hay un decreto que estable- 
cía determinadas fechas para que esto se cumpliera, pero 
esa venta se ha ido postergando en virtud de que no se 
trataba de un tema sumamente urgente, porque hubo un 
planteamiento del propio cuerpo legislativo que ha determi- 
nado que se encuentre en la situación inicial. 


Por otra parte, quiero hacer alguna referencia al tema de 
los controles, a los que aludió la señora Senadora Arismendi. 
Los controles del Ministerio los hacen funcionarios de la 
Dirección Nacional de Vialidad y quiero decir que los 
gastos de alimentación no son una remuneración que reci- 
ben de la empresa, sino que están establecidos en los 
pliegos y las empresas los depositan en la tesorería de la 
Dirección de Vialidad. Esto trata de ayudar a las empresas 
para que vayan rápido. Antes que nada, quiero aclarar que 
el tema de la alimentación está desde hace 40 años, mucho 
antes de que yo existiera en la vida vial. En aquel entonces 
se daba un suministro de alojamiento y de comida al perso- 
nal de supervisión, que pagaba el contratista, pero eso era 
muy negativo porque le daba al funcionario la sensación de 
dependencia. A su vez, ese sistema era muy malo porque 
generaba todo tipo de despropósitos, ya que como nadie 
quería enemistarse con las direcciones de obra, si ésta 
elegía la mejor casa y comía el menú más soberbio, nadie 
decía nada aun sabiendo que era un abuso. Si eso se 
sustituía por un sistema de facturas y rendiciones, también 
daba lugar a un tráfico que podía no ser el más beneficioso. 
Por lo tanto, siendo Director de carreteras me pareció que 
lo mejor era sustituir el sistema antiguo y no darle al perso- 
nal de supervisión dinero ni ningún tipo de compensación 
o retribución que no fuera por parte del contratista. Enton- 
ces, ahora el contratista deposita ese dinero en la Dirección 
Nacional de Vialidad y ésta le paga a los funcionarios que 
se ocupan de la inspección. De esta manera no está incor- 
porado a la carga del Presupuesto. Por lo tanto, no reciben 
esa cantidad por concepto de comida, como se le llama 
vulgarmente; no se paga por parte de las empresas a las 
personas, sino a la Tesorería de la Dirección de Vialidad del 
Ministerio, que es la que a su vez les paga en función de los 
lugares donde están, los días que trabajan en las obras, 
etcétera. En el caso de la Megaconcesión, para las direc- 
ciones de la obra paga CBU, es decir, la actual concesio- 
naria. 


SEÑOR MUJICA.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Ministro? 


SEÑOR MINISTRO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MUJICA.- Señor Presidente: he seguido con 
atención la cifra de inversión que se lleva realizada en el 
conjunto de la Megaconcesión, en esta circunstancia bas- 
tante complicada desde el punto de vista económico por la 
que atravesamos. Recuerdo que el señor Ministro, cuando 
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yo era Diputado, nos dijo en una Comisión que en números 
groseros el Ministerio calculaba que cuando la forestación 
estuviera en el pico de extracción y de exportación, nos 
íbamos a ver enfrentados como país ainvertir USS 60:000.000 
anuales para mantener el sistema carretero; esto lo uno alo 
que nos acaba de decir en cuanto al privilegio de determi- 
nadas carreteras por las que no pueden pasar camiones. Por 
supuesto que hace tantos años el señor Ministro no podía 
tener un cálculo preciso de cuánto nos iban a costar las 
carreteras, pero seguramente tenía una apreciación técnica 
de alguien informado en cuanto a lo que podía significar el 
transporte del peso previsible a lo largo de nuestras carre- 
teras cuando la masa forestal estuviera en el pico de extrac- 
ción. Aclaro que no le hago esta pregunta sólo por las 
carreteras, sino porque este problema no está muy lejano; 
por el contrario, estamos muy cerca, y tal vez haya que unir 
esto a otros problemas. 


Sila Megaconcesión, con muchísimo esfuerzo, alo largo 
de este primer año está haciendo una inversión de 
U$S 35:000.000 ó U$S 40:000.000, convengamos en que 
cuando se nos venga ese alud, el mantenimiento de nues- 
tras carreteras, si esta cifra groseramente se parece a la 
realidad, va a llevar a un colapso de la Megaconcesión o a 
un subsidio de emergencia -o algo parecido- que va a tener 
que fijar el Estado. Quisiera saber, entonces, cómo ve el 
señor Ministro en perspectiva esta realidad, considerando 
las toneladas previsibles de la masa forestal dentro de no 
muchos años, porque insisto en que estamos muy cerca de 
ese pico. Me imagino que el Ministerio debe rascarse la 
cabeza pensando en esto, teniendo en cuenta, además, que 
estamos en un país que no ha resuelto el problema del 
ferrocarril. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Minis- 
tro. 


SEÑOR MINISTRO.- Voy a hacer referencia alos comen- 
tarios del señor Senador Mujica exclusivamente en relación 
a la Megaconcesión, porque de lo contrario me voy a ir al 
tema del ferrocarril. 


Lo que tiene asociada la Megaconcesión, en lo que 
respecta al tema de la forestación, es fundamentalmente la 
Ruta 5, aunque podríamos mencionar también algún tramo 
de la Ruta 8, donde también hay alguna mancha forestal, y 
el extremo de la Ruta 2 en la llegada a Fray Bentos, a partir 
del empalme de la Ruta 24, donde también, proveniente de 
las Rutas 24 y 25, hay una cantidad importante de madera. 
Pienso que efectivamente el impacto va a ser significativo, 
porque estimo que el tonelaje va a ser grande, aunque 
también creo que va a ser menos dramático de lo que 
originalmente pensábamos. En el caso de la Ruta 5, en la 
zona norte del país, cuando hablábamos de estos temas 
habíamos mencionado que tenía una alta proporción de 
plantación de eucaliptus para vender como madera pulpable; 
sin embargo, dejó de aumentar en esa zona, que pasó a tener 
una gran cantidad de pinos. Con esto se logró postergar el 
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momento de la cosecha -dado que el ciclo del pino es mucho 
mayor que el del eucaliptus- y, además, el pino habilita a la 
transformación del producto desde madera cerrada a otros 
productos. 


Cuando se está a 450 kilómetros de distancia, la verdad 
es que el flete se vuelve un tema muy pesado; por lo tanto, 
se debe tratar de defenderlo con un producto de valor 
agregado. Los que plantaron y conocen el tema tomaron 
esta opción; los que comenzaron, en cambio, plantaron 
eucaliptus y hoy tienen un problema, porque es muy costo- 
so sacar esa madera -que vale poco más de U$S 20 por 
tonelada- y fletearla a 450 kilómetros. Además, hay que 
plantarla, tenerla en el monte durante nueve años, cose- 
charla y trozarla, lo que realmente, teniendo en cuenta los 
precios internacionales, hace que sea muy difícil sacar 
madera del Norte. Muchas veces, si se está sacando hoy, es 
porque se trata de una reserva en dólares que tiene el 
campo, y como el dólar vale mucho, aunque no sea un 
negocio tan bueno, se hace igual porque es una forma de 
hacerse de efectivo. 


En cuanto a la madera del litoral, se va a ir para el agua 
rápidamente y va a generar una demanda de carreteras muy 
concreta sobre el eje de las Rutas 24 y 25, aunque también 
va a haber alguna incidencia sobre la Ruta 8. 


Ahora bien, para esa madera del norte el ferrocarril 
puede ser un elemento importante, y mucho más para la que 
tal vez se plantó en forma equivocada, como los eucaliptus 
a 450 kilómetros, porque de esta forma se podría encontrar 
un flete que sea regular y que realmente favorezca a estas 
personas. 


De todas formas, diría que la demanda de producción 
forestal no es de U$S 60:000.000 por año de inversión o de 
mantenimiento. 


Con respecto a la pregunta de qué va a pasar en adelante, 
creo que va a salir mucho pino del Norte, que ese pino se va 
aindustrializar y que, al salirindustrializado, el ferrocarril 
va a tener un problema. ¿Por qué? Porque ese mercado 
naturalmente debería ser ferroviario, pero si va 
industrializada, es probable que no salga en grandes lotes 
de 900 toneladas, sino que lo hará en pequeñas fracciones. 


Como escucho a la señora Senadora Arismendi decir que 
no le he contestado los temas que no eran de la convoca- 
toria, hago referencia al de la Ruta 5. Creo que esa madera 
cortada o procesada saldrá en parcelas pequeñas, en con- 
tenedores, seguramente por carretera porque va a venir a 
los embarques. 


A partir del proyecto final de la gente que está plantando 
en esa zona y cuando ya estemos hablando de más de cien 
mil hectáreas de producción, tendrá tamaño como para que, 
aun siendo madera aserrada o transformada en muebles o lo 
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que fuere, sea de un tonelaje suficiente para enviarla por 
tren. Para ese entonces, además, deberemos contar con la 
infraestructura ferroviaria en condiciones, cosa que espe- 
ramos hacer, por concesión, el año que viene. 


SEÑORA ARISMENDI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


SEÑORA ARISMENDL.- Realmente, el Ministro esigual 
a sí mismo, y está bien, porque es coherente y yo respeto la 
coherencia. Pero el problema es que a mí me gustaría dispo- 
ner de tiempo suficiente -que no tengo, porque es mucho lo 
que debo hacer- como para armar un comparativo de todas 
las cosas que en estos años le hemos escuchado decir al 
señor Ministro sobre cuál es el plan. El Ministro me podrá 
decir a mí -que soy filosóficamente materialista dialéctica y, 
por lo tanto, parto de los datos de la realidad, de una 
realidad que es movimiento y transformación-, y selo puedo 
aceptar, que lo que ocurre es que la realidad fue cambiando, 
se fue transformando, etcétera. Estamos de acuerdo por- 
que, por otra parte, siempre es así; a veces para bien y otras 
para mal, pero siempre la realidad está en movimiento, en 
desarrollo. Para actuar desde el Gobierno o desde el lugar 
en que a uno le toque hacerlo, tiene que actuar en función 
de los datos de la realidad. 


En torno al tema del puente, de los contratos, del pliego 
de condiciones de la licitación del puente y de los recaudos 
que varios Senadores pidieron, y más allá de todo lo que el 
Ministro señaló en cuanto a los tiempos y a que más vale 
que no se vayan, porque podrían dejarnos la obra por la 
mitad, le voy a solicitar -si quiere, lo haré formalmente, pero 
ahora quiero plantearlo en Sala- los documentos correspon- 
dientes. Me refiero a la Memoria General, a la Memoria 
Particular, a los planos, etcétera, porque creo que en fun- 
ción de ello vamos a poder saber realmente de qué estamos 
hablando y cuáles fueron los datos de la realidad que 
incidieron en las distintas modificaciones que se hicieron, 
así como cuál ha sido el posicionamiento del Ministerio y la 
Administración frente a determinados datos de la realidad 
que cambiaron. 


He escuchado las explicaciones que se han dado, y lo 
único que me queda claro es que luego de la propuesta 
inicial con relación a Consorcio Ruta 1 pasaron muchas 
cosas en el medio y el Ministerio se fue adecuando. Bien, el 
Parlamento, o por lo menos esta Senadora, quiere saber, 
quiere entender en función de documentación; así uno la 
estudia y de pronto reconoce que está equivocado y que las 
cosas no son como las plantea. Nosotros, los Legisladores, 
tenemos que rendir cuentas por lo que votamos y por lo que 
no votamos; también el Poder Ejecutivo debe hacerlo ante 
la opinión pública, pero fundamentalmente ante el Parla- 
mento. Es en ese sentido que solicito la documentación -sé 
que el señor Ministro está muy dispuesto a enviar docu- 
mentación- y todo lo que esté escrito sobre esto, puesto que 
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nos permitirá analizarla y contrastarla con los datos de la 
realidad sobre lo que ha ido sucediendo y, también, proyec- 
tar qué es lo que va a pasar. 


No quiero entrar aquí en el tema del pino y del eucaliptus, 
porque recuerdo que empecé como Senadora en 1995 y con 
lo primero que me encontré -para peor, tengo buena memo- 
ria; eso, a veces, es una virtud que a uno le sirve, pero en 
otros casos supone una desgracia- fue con todas las diser- 
taciones y discusiones, en ese momento no con el Ministro 
-aunque sí después, concretamente, en cuanto a cómo iba 
a salir la madera-, sino con los representantes del Plan 
Forestal. En ese entonces, entre quienes venían a explicar- 
nos a la Comisión todo lo relativo al Plan Forestal estaba la 
ingeniera Pou y la contadora Medero, que defendían el 
eucaliptus. Inclusive, mantuvimos una discusión sobre el 
papel que tanto éste como el pino cumplen, y estoy dispues- 
ta a buscar la versión taquigráfica correspondiente. Había 
una previsión -a la que se refería el señor Senador Mujica- 
por parte del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, 
que en ese momento tenía que ver con la urgencia de 
resolver determinadas cosas, porque se nos venía la made- 
ra. ¿Es así o no? Se hablaba, para el momento de sacar la 
madera -y perdone, señor Ministro, que nombre lo que no 
se puede nombrar-, del tema del ferrocarril, del de la ruta, del 
de los puertos. Pero, en definitiva, ¿cuál era el plan del 
Ministerio de Transporte y obras Públicas? El plan no 
supone sólo las carreteras; hoy estamos hablando de la 
Megaconcesión, y está bien, pero hay una opción. El primer 
Gobierno de Sanguinetti optó por las carreteras; entre ferro- 
carril y carretera, optó por esta última. Discutimos mucho 
-y lo podemos demostrar-, porque cuando por razones 
macroeconómicas, de conveniencias y del peso de las car- 
gas, en el mundo se estaba pasando al riel, el primer Gobier- 
no de Sanguinetti, repito, opta por la carretera. Claro, 
después el tema es que hay mucho peso, hay agujeros y hay 
que repararla, mantenerla, etcétera. Por más que el Ministro 
diga que no fue convocado para hablar del ferrocarril, sé 
-él también, y sus asesores- que no es separable, porque 
hasta él mismo, que no quiere hablar del ferrocarril, termina 
haciéndolo. Cuando se hace referencia a cómo se transita 
por las rutas, a cuál es la carga más conveniente, aque hay 
que mantener una determinada ruta porque por ahí va el 
arroz, u otra porque me une con la Argentina y otra distinta 
para sacar la madera, ahí se plantea el problema de si se lo 
hace por carretera o por riel. Entonces, ¿cuál es el plan? El 
plan no es si hoy miro el puente o la Megaconcesión, sino 
dónde apuesto al riel, dónde a la carretera, dónde debo tener 
necesariamente puentes porque, inclusive, tengo que pen- 
sar hasta en la trocha, de qué manera tiene que ver con otros 
países o no y con una serie de cosas más. Por lo tanto, no 
puedo separar estos asuntos. El Ministro los quiere separar 
para el análisis; muy bien, entonces seguiremos conversan- 
do sobre esto. 


Hay otros temas que francamente no entiendo. Lo 
primero que quiero aclarar al señor Ministro es que yo hice 
una pregunta sobre el monopolio, pero en realidad fue el 
señor Senador Garat -que tiene más años que yo de expe- 
riencia política- quien, cuando el 26 de agosto de 2002, en 
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la 46* sesión extraordinaria, fundamentó sobre la 
Megaconcesión, dijo que no se oponía al sistema de conce- 
sión de obra pública, sino a lo que en ella venía redactado. 
También señaló los peligros que existían en ese sentido y 
su preocupación por la falta de capacidad para efectuar los 
contralores. Eso está debidamente demostrado en conce- 
siones menores que se han hecho, en las que no se han 
establecido los controles correspondientes. Más adelante 
dice que hay una preocupación colectiva sobre la forma de 
controlar las concesiones de obra pública para que, en 
definitiva, ese desprendimiento de una obra que hace la 
sociedad en manos de empresas privadas, se cumpla como 
está previsto. Acá -dice más adelante- siempre han venido 
los famosos inversionistas, generalmente sin dinero, y en el 
mejor de los casos, viendo la rentabilidad de la obra, han 
colocado dinero o han pedido créditos y han cumplido o no 
con esos créditos, llevando adelante las obras que casi 
siempre se han demorado o no han sido terminadas. Por la 
levedad de nuestros controles -decía el señor Senador 
Garat en la discusión de la Ley de Reactivación Económica- 
no se han rescindido los contratos, que es lo que se debería 
hacer. 


Después sigue adelante con el tema de la Corporación 
Nacional para el Desarrollo, y habla de si habrá o no garan- 
tías y si se convertirá o no en un monopolio. De modo que, 
en realidad, ese tema estaba planteado como una preocupa- 
ción previa en cuanto a la concesión de la Corporación 
Nacional para el Desarrollo y el crédito que ya tenía conce- 
dido por la Corporación de Fomento Andino, y el control 
que en definitiva hace la sociedad sobre lo que ésta brinda. 


Quizás entendí mal al señor Ministro -soy mala para esas 
cosas- cuando él hace los cálculos, explica lo que se recau- 
dó y da el ejemplo de Paso de los Toros, así como de la 
proyección del año. Él dice claramente que todo esto fue 
una ingeniería financiera, y aclaro que lo comparto. Ahora 
bien; ¿qué quiere decir que hay U$S 35:000.000 comprome- 
tidos? ¿Cuánta obra tenemos ya realizada? A la vez, en la 
comparación ingresos - egresos, pregunto cuánto se recau- 
dó por concepto de peajes. Planteo esta interrogante por- 
que sé que el señor Ministro maneja cifras e incluso los 
nombres de quienes tienen libretita de boletos. En la Comi- 
sión Permanente dio hasta nombres de quienes tenían una 
especie de abono con rebajas, y de quienes tenían el uso 
registrado día por día, etcétera. 


Entonces, que me disculpe el señor Ministro, pero no 
entiendo que se diga que hay U$S 35:000.000 compro- 
metidos. Si le creo al Partido Colorado y no a mi compa- 
ñero de Bancada, el señor Senador Rubio, sólo perdimos 
U$S 50:000.000 en los negocios de concesión que hicimos 
en la Argentina con ANCAP; aclaro que el vocablo “sólo” 
lo utilizó el Partido Colorado, no quien habla. 


SEÑOR BRAUSE.- Créale al Tribunal de Cuentas. 


SEÑORA ARISMENDI.- No se ponga nervioso, señor 
Senador Brause. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa ruega que se eviten los 
dialogados. 


SEÑORA ARISMENDI.- El Tribunal de Cuentas también 
aprobó, naturalmente en mayoría, esta barbaridad de con- 
tratos de obra, que hacen que se deje de ser funcionario 
público y aparezca una supuesta reducción de gastos del 
Estado, mientras por otro lado se están pagando U$S 2.500 
más IVA, luego pesificados, para que un funcionario públi- 
co deje de serlo y pase a tener un contrato de obra. Eso tiene 
el aval del Tribunal de Cuentas con el voto en contra del 
Ministro Alvarez. 


En fin, podemos discutir muchas cosas. Si vamos al 
fondo de la cuestión, obviamente acá estamos discutiendo 
el recorte de obra pública que mencionaba el señor Ministro 
al comienzo. Esa es una opción de este Gobierno y que hizo 
este Parlamento con sus manos levantadas, que nosotros 
no acompañamos porque tenemos otra idea de cómo se 
hacen las cosas. Pensamos que la obra pública, precisamen- 
te, es uno de los resortes de la reactivación económica del 
país, de su mercado interno, porque es creadora de puestos 
de trabajo y, en definitiva, porque ayuda a incrementar 
salarios y, por ende -porque están íntimamente atados- las 
pasividades. Es verdad que son dos concepciones distin- 
tas. Estoy convencida de que a la larga nos va a resultar más 
caro si las cosas funcionan tal como se piensa. También 
estoy segura de que vamos a tener nuevas explicaciones. 
Está bien lo que indica la curva sobre el empleo: 180 en 
diciembre de 2002; durante la actuación de la Comisión 
Permanente, ante una pregunta del señor Legislador Arregui, 
se dijo que eran 600 y en abril son 720. La curva es ascen- 
dente. Cuando se han votado, por ejemplo, exoneraciones 
de impuestos a la construcción u otras cosas en las que no 
creemos, hemos dicho cómo no íbamos a dar nuestro apoyo 
si con ello, quizás, se ganaba un puesto de trabajo. En este 
caso estamos pagando. Más allá de lo que diga el señor 
Senador Brause desde el punto de vista jurídico, debe 
tenerse presente que el trabajador, el jubilado, el pe- 
queño y mediano comerciante, el agricultor, el agroin- 
dustrial y el productor tienen que meter, por lo menos, dos 
veces la mano en el bolsillo por conceptos distintos -se 
llamará doble tributación o se le denominará de otro modo; 
no me importa-; después estarán las tarifas, entre otras 
cosas. 


Quiero hacer consultas al señor Ministro porque me dan 
informaciones confusas; él tiene razón en el sentido de que 
a veces me pueden informar mal. Le aclaro, para que no se 
la agarre con el Sindicato de Trabajadores de Vialidad, sus 
amigos y también los míos, que yo recorro el país. Por 
ejemplo, estuve en la movilización en que se encontraban 
los fraybentinos con los mercedarios y escuché a gente de 
todo “pelo político”; ellos dan datos y nadie dice una cosa 
distinta, nadie levanta las informaciones que ellos nos 
brindan. Entonces, no se trata de un problema sindical y de 
decir que deben haber sido los trabajadores de Vialidad de 
Mercedes, porque no es así; estamos en contacto con la 
gente y escuchamos. 
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Me gustaría que el señor Ministro me contestara cuánto 
cuestan esas casetas que se colocan para cobrar los peajes. 
Según entendí, es lo que hizo Ramón Alvarez. Me refiero a 
cuánto cuesta, no al valor del mercado, la construcción de 
esas casetas con la barrera. ¿Cuánto se está recaudando? Al 
mismo tiempo, cuando el señor Ministro cuenta los puestos 
de trabajo directos, en los 720 puestos de trabajo creados, 
¿tiene en cuenta las muchachas que están cobrando los 
peajes? Lo digo, no porque no crea importante cualquier 
puesto de trabajo, pero me gustaría saber si están incluidos 
en los 720 los que están sentados en la ventanilla cobrando. 


Además, el señor Ministro, que no quiere meterse en 
camisa de once varas, mentó la cuerda en la casa del ahor- 
cado, porque habló del agua. ¡Por favor, dejemos el agua en 
paz! Si miramos cuál es la realidad y el proyecto de ley que 
pasó a una Comisión pero a la cual todavía no llegó, po- 
demos realizar otra discusión si así lo quiere el señor Minis- 
tro. 


Como decía, acá hay dos concepciones claras. Por un 
lado, desde mi punto de vista existe una apuesta a hacer 
caja, a que lo que es rentable se lo damos a otro; pero si lo 
es, no entendemos por qué no se lo queda el Estado. Se puso 
plata para el mantenimiento de las carreteras en todos esos 
años en que el señor Ministro dijo que trabajó, y después 
las damos para que otros remienden o mantengan, como él 
dice, lo que pagaron los uruguayos. 


Pensamos que las explicaciones que se han dado hoy 
son contradictorias con las que se han vertido en otras 
Comisiones, que naturalmente son modificativas de planteos 
que se han hecho. Nos pondremos a estudiar cómo cambió 
la situación de las rutas con relación al transporte de las 
cargas y de la madera, entre otras cosas. También vamos a 
hacer averiguaciones, porque nos dicen que hay maquina- 
ria en juicio en la Aduana que tendría que ver con el 
Consorcio Ruta 1 y con la empresa Américo Gualtieri, así 
como con los otros planteos que hicimos hoy. Hay un juicio 
en un Juzgado de la Aduana vinculado a esos temas, porque 
ingresó al país, autorizado por el Ministerio de Transporte 
y Obras Públicas y con franquicia en la Aduana, y cuando 
se incumplieron algunas cosas la maquinaria no volvió a la 
Argentina; la repintaron, le pusieron un nuevo nombre y 
parece que hace obras diversas. Habrá que preguntar y ver 
si hay relación -porque el señor Ministro no nos lo dijo- 
entre Consorcio Ruta 1 S.A., Kolier S.A. y Teyma Uruguay. 
De todos modos, sobre estos aspectos volveremos en otra 
oportunidad, porque previamente debemos estudiar los 
materiales que se nos han acercado. 


SEÑOR GARGANO.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñora Senadora? 


SEÑORA ARISMENDI.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 
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SEÑOR GARGANO.- Señor Presidente: el Ministro hizo 
una exposición casi conceptual sobre el tema de la 
Megaconcesión y en el mismo sentido voy a reflexionar y 
comparar las distintas reacciones del Ministro, del Minis- 
terio y de la gente. Acá hay un problema que afecta a 
personas -sin discriminar su color político- que participan 
en el enjuiciamiento, por ejemplo, del montaje de los peajes 
en todos lados -Paysandú, Río Negro, Soriano y Salto- y 
que ven el incremento de sus costos. Tengo un material -no 
lo voy a leer- acerca de la participación de la gente y de las 
protestas. 


A mi juicio, hay un tema que es muy importante. El señor 
Ministro dice que si no hacíamos esto se nos caía todo el 
patrimonio nacional. Disponía de U$S 150:000.000 de acuer- 
do con el Presupuesto, no obstante lo cual, ahora nos 
señala que tiene USS 50:000.000, por la situación que vive 
el país. El tema es que concibió la Megaconcesión antes de 
la crisis financiera. Vi construir los peajes antes del mes de 
enero del año pasado, porque voy a Paysandú, a Salto y he 
recorrido la República prácticamente dos o tres veces en 
este tiempo. Por ese motivo puedo afirmar que estaban 
construidos antes de que se enviara el proyecto de ley. Esto 
no necesita demostración porque personalmente vi que se 
construían antes. Quiere decir que no es como consecuen- 
cia de la situación financiera generada que ha reducido los 
recursos, sino que desde antes el señor Ministro tenía la 
concepción de que eso debía ser administrado por el sector 
privado, con algunas peculiaridades. Se puede argumentar 
que el peaje es un precio y no un tributo. Estoy de acuerdo 
con que teóricamente los fiscalistas puedan argumentar 
que es así, pero que la gente paga uno y otro, también es 
evidente. Además, en este país no ha bajado ningún 
impuesto y si no recuerdo mal se han creado dieciséis. En 
el caso del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, 
además de no haber bajado ninguno, ahora pone los peajes. 
Me hago cargo de la gente que vive en mi departamento, en 
Paysandú, y que para llegar a Quebracho desde Montevi- 
deo deben pagar tres peajes. Es posible que se llegue a un 
acuerdo entre el Ministerio y demás para que exista una 
tarifa diferencial para la gente que vive en la cercanía, pero 
quien baja desde aquí debe pagar y no tiene escapatoria. 


Por otra parte, cabe preguntarse a cuánto asciende lo 
que va a recaudar el Estado. 


Otro de los temas consiste en determinar qué es lo que 
está en construcción, qué es lo nuevo. Anduve por la Ruta 
8 hace un mes y no vi nada nuevo. El señor Senador Nin 
Novoa nos puede decir qué hay de nuevo en esa Ruta, como 
así también en la Ruta 2, en la Ruta 3 y en la Ruta $5. 
Absolutamente nada. Perdón; en la Ruta 8 vi el pasto muy 
bien cortado y alguna señalización nueva. Ya estamos en el 
sexto mes, pero seguiremos esperando. Insisto, quisiéra- 
mos saber de cuánto dinero más se va a disponer por el 
cobro de los peajes, además de los U$S 50:000.000 y con 
cuánto va a tener que contribuir el Estado para que se 
mantengan las carreteras. El señor Ministro nos ha explica- 
do que la plata que se va a recaudar es poca y que el Estado 
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deberá contribuir para mantener las carreteras. Quiere decir 
que no sólo habrá que pagar los peajes sino que habrá que 
poner dinero para que puedan mantener las carreteras, pero 
no para construir otras nuevas. 


En definitiva, no se trata solamente de un problema de 
concepción filosófica o ideológica, porque en ese caso 
podríamos tener una discusión eterna y nunca ponernos de 
acuerdo; lo fundamental es saber cuánto va a aumentar la 
inversión y qué mejoras vamos a tener en la red de carrete- 
ras. Resalto lo que acaba de decir la señora Senadora. Eso 
fue construido con los recursos de la gente y a cargo del 
Estado, con muchos errores. En este momento no está en 
Sala el señor Senador Pereyra, pero recuerdo que cuando 
Elso Goñi era Ministro de Transporte y Obras Públicas 
discutí con él el tema de la Ruta 3 en el tramo entre Trinidad 
y Arroyo Grande, que se dio a construir a una empresa que, 
al mes y medio de finalizar la obra, estaba destruida. El 
entonces Ministro nos contestó que no la había recibido él. 
Lo concreto es que hubo que hacerla de nuevo y segura- 
mente habrá un pleito como el de la Ruta 30, con la Compañía 
de Alvarez, donde todavía están las piedras de punta que 
no dejan transitar a nadie por esa ruta. 


Por lo tanto, es claro que no se trata solamente de un 
tema de concepción sino de eficacia, de ver qué es lo que se 
va a hacer y qué va a mejorar. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar la señora Sena- 
dora Arismendi. 


SEÑORA ARISMENDI.- Por lo que estoy viendo en 
estos materiales que me han acercado, es mucho más com- 
plicado el tema de Consorcio Ruta 1 y por tal motivo lo 
deberemos estudiar en profundidad. 


Comparto lo expresado por el señor Senador Gargano y 
realmente lamento que el eje de las preguntas que hemos 
formulado haya tenido una amplia explicación pero que no 
haya ido al fondo de la cuestión. Podemos decir que no 
compartimos lo que dice el Ministro; esa es una opción 
totalmente válida desde el punto de vista político. Otra cosa 
es que las explicaciones que se brinden frente a determina- 
das preguntas no terminen de anclar. A lo mejor esto se debe 
a la torpeza de no hacer las preguntas debidamente y a que 
el Ministro contesta de manera general. Se trata de saber 
algo tan simple como cuánto pusimos los uruguayos, cuán- 
to retorna, en qué plazo, qué es lo que se ha avanzado en ese 
sentido y compararlo con lo que se ha aportado directa o 
indirectamente. Naturalmente, hay algunas cifras que el 
Ministro por sí solo no puede brindar, sobre todo en lo que 
tiene ver con lo que ingresa indirectamente, pero sí puede 
decir lo que se recauda y qué hizo la Corporación Nacional 
para el Desarrollo. Seguramente, sobre las responsabilida- 
des y los controles el Ministro dirá que la responsable es la 
Corporación Nacional para el Desarrollo y la Corporación 
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Vial, a lo que luego deberemos seguir la pista, porque 
entraremos en un enredo de Derecho Público y Privado, que 
es lo que ponen en funcionamiento estos mecanismos con 
los que no estamos de acuerdo. Tampoco estamos de acuer- 
do con el recorte de obra pública. A su vez, el señor Ministro 
dice: “Este Parlamento resolvió”, y asíes, lo comparto; pero 
este Parlamento resolvió con el Mensaje que envió el Poder 
Ejecutivo. El recorte fue del Poder Ejecutivo; aquí se levan- 
tó la mano y se recortó, quizá de la misma manera que con 
este mecanismo. La Megaconcesión, o como se llame -como 
decía el señor Senador Gargano- es anterior. 


Con la concepción -como mencionamos y volvemos a 
repetir- en un primer momento podíamos estar de acuerdo. 
Recuerdo que en la Legislatura pasada el señor Senador 
Segovia insistía mucho sobre este punto: cómo vemos al 
país en su conjunto; cuál es el eje vial; qué cosas queremos 
por río; qué cosas queremos por ferrocarril; qué cosas 
queremos por carretera, y cuáles son los puertos que impor- 
tan porque por ahí van a salir -se decía en aquel momento- 
las toneladas y toneladas de madera. En ocasiones era 
Nueva Palmira, y en otras circunstancias importaba más 
otra cosa; siempre se nos venía con una nueva situación y 
con cambios urgentes, argumentando que se hacía esto de 
determinada manera porque no había otra forma de hacerlo. 


Quisiera equivocarme, y lo digo francamente, pero siem- 
pre hemos planteado acá que cuando las cosas y los nego- 
cios se hacen mal, los que se embroman son siempre los 
mismos y los que se favorecen, por lo general también son 
siempre los mismos, aunque no todos. Reitero que respecto 
a los que se embroman no hay ningún cambio, ya que por 
décadas siempre han sido los mismos y cada vez son más. 


Digo una vez más que quisiera equivocarme, pero hasta 
ahora los beneficios no se ven. Espero que podamos verlos 
dentro de un año, cuando discutamos la Rendición de 
Cuentas; y si el señor Ministro necesita recursos para obras 
públicas y hay que sacarlos de otro lado en donde sí hay 
-y podemos demostrarlo- de corazón se los votamos. De 
todos modos, también va a tener que venir la iniciativa del 
Poder Ejecutivo y ahí el señor Ministro va a tener que dar 
su propia batalla con el nuevo Ministro de Economía y 
Finanzas. Y supongo que se van a entender, porque el 
objetivo es mantener el patrimonio, todo el patrimonio 
-estamos de acuerdo con el título- y poder elevar la calidad 
de vida, responsabilizándose por lo que es responsable, o 
sea por la obra pública y por el transporte. Dentro de muy 
poco tiempo tendremos la oportunidad de hacer algo cuan- 
do discutamos la última Rendición de Cuentas que tiene 
posibilidad de analizar y hasta modificar significativamente 
este Parlamento; será la última Rendición de Cuentas y 
esperamos que en esa ocasión venga la iniciativa corres- 
pondiente, así como una Rendición de Cuentas que nos dé 
detalles, no en cuanto al documento, sino en lo que tiene 
que ver con esa ecuación económico-financiera, de entra- 
das y salidas, de costos y beneficios para la población, de 
la misma manera que habíamos solicitado -ya se tomó nota- 
el contrato y los pliegos de condiciones de la licitación del 
puente. También aspiramos a que los 5.000 puestos de 
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trabajo que se anunciaron con esta Megaconcesión, que 
lena de ímpetu permitirá el desarrollo del país, se cumplan. 


SEÑOR HEBER.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR HEBER.- Proponemos un cuarto intermedio de 
diez minutos. 


Mociono en ese sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar la moción formulada. 


(Se vota:) 

-22en 23. Afirmativa. 

Se pasa a cuarto intermedio por diez minutos. 
(Así se hace. Es la hora 21 y 13 minutos) 
(Vueltos a Sala) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, se reanuda la 
sesión. 


(Es la hora 21 y 30 minutos) 
- Dese cuenta de una moción llegada a la Mesa. 


(Se da de la siguiente:) 


“Oídas las explicaciones del señor Ministro de Trans- 
porte y Obras Públicas, el Senado resuelve: 


1.- Expresar su preocupación por las evidentes demoras 
constatadas en la obra del Puente sobre el Río Santa Lucía 
asícomo las deficiencias en la construcción de la Ruta 1, en 
la zona de Libertad. 


2.- Exhortar al citado Ministerio a que extreme las provi- 
dencias necesarias de control y solución de los problemas 
causantes de estas demoras. 


Firman la totalidad de integrantes del Encuentro Progre- 
sista - Frente Amplio y los señores Senadores Sanabria, 
Brause y Correa Freitas.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 
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Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD 


SEÑORA ARISMENDI.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


SEÑORA ARISMENDI.- Señor Presidente: en primer 
lugar, debo decir que he votado con la expectativa de que 
este pronunciamiento unánime del Senado colabore en la 
corrección de las deficiencias que están planteadas. 


En segundo término, quiero destacar que para mí lo más 
importante que ha sucedido a raíz de esta interpelación es 
la instalación de un ámbito de diálogo que permita intentar 
resolver el problema de los trabajadores y las empresas 
involucradas en el puente del río Santa Lucía. Hubiera 
deseado -no puedo dejar de decirlo- que para algo que se 
resolvió con tanta rapidez y que podría haberse soluciona- 
do antes, no hubiera sido necesaria una convocatoria, un 
llamado a Sala al señor Ministro de Transporte y Obras 
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Públicas, una concurrencia acelerada del propio Ministro y 
un debate con estas características, en el que se logró algo 
tan sencillo como es que todas las partes se sienten alrede- 
dor de una mesa para buscar una salida en común. 


9) SELEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE .- Se levanta la sesión. 


(Así se hace, siendo la hora 21 y 33 minutos, presidiendo 
el señor Luis Hierro López y estando presentes los señores 
Senadores Antonaccio, Arismendi, Astori, Brause, Cid, 
Correa Freitas, Couriel, De Boismenu, Gargano, Herrera, 
Korzeniak, López, Nin Novoa, Núñez, Riesgo, Rubio, Sa- 
nabria y Virgili.) 
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